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artículo 33 de la Ley de Vivienda. Se turna a la Comisión de Vivienda, para
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Del diputado José Antonio Arévalo González y diputados del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 132 de Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TE-
RRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 74 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamien-
to Territorial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL SANIDAD ANIMAL

Del diputado Oscar García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad Animal. Se turna a la Co-
misión de Ganadería, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De las diputadas Laura Nereida Plascencia Pacheco y Carmen Salinas Lozano, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, en materia de derechos laborales de las y los periodistas. Se tur-
na a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Y LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDE-
RACIÓN

De la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, la parte que le corresponde, y de Transparencia y Anti-
corrupción, la porción respectiva, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
ticulo 87-Bis 3 a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

De las diputadas Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Benítez Tiburcio,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales, en materia de paridad de gé-
nero. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

De los diputados Minerva Hernández Ramos y Federico Döring Casar, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona el artículo 19 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y LEY DEL IMPUESTO AL
VALOR AGREGADO

De la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y LEY DEL IMPUESTO SO-
BRE LA RENTA

De los diputados Minerva Hernández Ramos, Guadalupe Acosta Naranjo y Fran-
cisco Xavier Nava Palacios, de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción Na-
cional y del Partido de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado y de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, LEY DEL
SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA
LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

De los diputados Rafael Yerena Zambrano y Laura Nereida Plascencia Pacheco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, de la Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Se turna a las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Seguridad Social, para dictamen. . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Del diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De los diputados Braulio Mario Guerra Urbiola y Lorena Corona Valdés, de los
Grupos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Institucional y Verde Eco-
logista de México, respectivamente, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 102 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE Y LEY
DE AGUAS NACIONALES

Del diputado Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones del Código Civil Federal, de la Ley General de Vida Silvestre y de
la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PREMIOS, ESTÍMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES
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cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
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les. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE NACIONALIDAD

Del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na el artículo 19 de la Ley de Nacionalidad. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE, Y LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

De la diputada Karina Padilla Ávila, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental. Se turna a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado Exaltación González Ceceña, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dis-
posiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comisión de
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APÉNDICE II

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

De los diputados Miguel Ángel Salim Alle del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional y Jorge Enrique Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les. Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL CONTRA LA TRATA DE PERSONAS, CÓDIGO
PENAL FEDERAL Y LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGA-
NIZADA

Del diputado César Camacho Quiroz y diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de de-
creto que expide la Ley General Contra la Trata de Personas y reforma los artículos
11 Bis del Código Penal Federal y 2o. de la Ley Federal Contra la Delincuencia
Organizada. Se turna a la Comisión Justicia, para dictamen, y a las Comisiones de
Derechos Humanos, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

CON OBJETO DE QUE LAS EMPRESAS QUE PRESTEN SERVICIOS DE
TRANSPORTE AÉREO Y TERRESTRE CON DESTINO A OAXACA, CHIA-
PAS Y GUERRERO, COADYUVEN SOLIDARIAMENTE REDUCIENDO
COSTOS

De la diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la SCT a fin de formular las indicaciones e invitaciones ne-
cesarias a las empresas que presten los servicios de transporte aéreo y terres-
tre de pasajeros, que tengan como destino los estados de la región sur-sures-
te, Oaxaca, Chiapas y Guerrero, a efecto de que coadyuven solidariamente
con el objeto de reducir los costos del transporte respectivo. Se turna a la
Comisión de Transportes, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD PARA IMPLEMENTAR UNA
CARTILLA DE VACUNACIÓN COMPLEMENTARIA PARA LAS PERSONAS
CON SÍNDROME DE DOWN

Del diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta a la
Secretaría de Salud a fin de que instrumente las acciones necesarias para imple-
mentar a nivel nacional una cartilla de vacunación complementaria para las per-
sonas con síndrome de Down, la cual cuente con la información de salud funda-
mental para dicho colectivo. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . 
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RELATIVO A LA SITUACIÓN QUE GUARDAN LA PLANTA AGRO NITRO-
GENADOS Y EL PROCESO DE DESINCORPORACIÓN DE PEMEX FERTI-
LIZANTES

De la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo relativo a la situación que guardan la planta
Agro Nitrogenados y el proceso de desincorporación de Pemex Fertilizantes. Se
turna a la Junta de Coordinación Política, para su atención.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

CREACIÓN DE INFRAESTRUCTURA E IMPLEMENTACIÓN DE ACCIO-
NES RESPECTO A LA GENERACIÓN DE RESIDUOS Y SU POSTERIOR VA-
LORACIÓN A TRAVÉS DEL RECICLAJE, REDUCCIÓN O REUTILIZACIÓN

De la diputada Daniela de los Santos Torres e integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo
relativo a la creación de infraestructura e implementación de acciones respecto a
la generación de residuos y la aplicación de instrumentos económicos, fiscales, fi-
nancieros o de mercado que tengan por objeto su valoración a través del reciclaje,
reducción o reutilización. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA DE PREVENCIÓN A FIN DE COMBATIR EL AUMENTO INDIS-
CRIMINADO DEL TRASTORNO BIPOLAR EN LOS JÓVENES

De la diputada Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Salud
para que implemente una campaña de prevención a fin de combatir el aumento in-
discriminado del trastorno bipolar en los jóvenes. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECTUR PARA QUE EN LOS COMERCIALES EN LOS
CUALES SE PROMOCIONA LA VISITA A OAXACA Y CHIAPAS, SE IN-
CLUYA LA DIFUSIÓN DE SUS PUEBLOS MÁGICOS

De la diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Sectur a efecto de que los comerciales que se transmiten por diversos
medios de comunicación, en los cuales promociona la visita turística a Oaxaca y
Chiapas, se incluya la difusión de sus pueblos mágicos. Se turna a la Comisión de
Turismo, para dictamen, y a la Comisión Especial Para el Impulso y Promoción de
los Pueblos Mágicos, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONVENIO EN MATERIA DE INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA PARA LA
ELIMINACIÓN DE AGUAS NEGRAS O RESIDUALES EN LAS ESCUELAS
RURALES, COMUNITARIAS E INDÍGENAS

Del diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta al
Inifed y a la Conagua, a celebrar un convenio en materia de infraestructura educati-
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va, con la finalidad de terminar con los rezagos en materia de sistemas para la eli-
minación de aguas negras o residuales en las escuelas rurales, comunitarias e in-
dígenas. Se turna a la Comisión Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APOYOS PARA LA RECONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS AFECTADAS
POR DAÑOS PARCIALES Y TOTALES EN OAXACA, POR LOS SISMOS DE
SEPTIEMBRE

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo relativo a los apoyos para la reconstrucción
por daños parciales y totales de viviendas afectadas en Oaxaca por los sismos ocu-
rridos en el mes de septiembre. Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Or-
denamiento Territorial, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RELATIVO A LA DISTRIBUCIÓN Y SUMINISTRO DE AGUA EMBOTE-
LLADA EN DIVERSAS INSTITUCIONES DE LOS TRES PODERES DE LA
UNIÓN Y DE LOS TRES NIVELES DE GOBIERNO

De la diputada Evelyng Soraya Flores Carranza e integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de
acuerdo relativo a la distribución y suministro de agua embotellada en sus diver-
sas presentaciones en el Congreso de la Unión, en el Poder Judicial de la Federa-
ción, en la administración pública federal y en diversas instituciones de los tres ni-
veles de gobierno. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORTALECER LAS ACCIONES Y PROGRAMAS DIRIGIDOS A LA SENSI-
BILIZACIÓN DE LAS AUTORIDADES MIGRATORIAS EN MATERIA DE
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

Del diputado Carlos Gutiérrez García, del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, la proposición con punto de acuerdo relativo a fortalecer las acciones y pro-
gramas dirigidos a la sensibilización de las autoridades migratorias en materia de
protección de los derechos humanos. Se turna a la Comisión de Asuntos Migrato-
rios, para dictamen, y a la Comisión Especial de Seguimiento a las Agresiones a
Periodistas y Medios de Comunicación, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DISEÑE E IMPLEMENTE UN PROGRAMA NACIONAL DE ATENCIÓN
OPORTUNA DESTINADO A LOS NIÑOS Y NIÑAS CON SÍNDROME DE
DOWN DE 0-6 AÑOS

Del diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta a la
Secretaría de Salud a que, en coordinación con especialistas, se diseñe e imple-
mente un programa nacional de atención oportuna destinado a los niños y niñas
con síndrome de Down de 0-6 años. Se turna a la Comisión Salud, para opinión.
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RELATIVO A LA INVESTIGACIÓN DE FRAUDES MÉDICOS EN OAXACA

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena la
proposición con punto de acuerdo relativo a la investigación de fraudes médicos
en el estado de Oaxaca. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . 

RELATIVO AL AUMENTO DE FEMINICIDIOS Y A LA URGENTE DECLA-
RATORIA DE ALERTA DE GÉNERO PARA OAXACA

De la diputada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo relativo al aumento de feminicidios y a la ur-
gente declaratoria de alerta de género para el estado de Oaxaca. Se turna a la Co-
misión de Igualdad de Género, para dictamen, y a la Comisión Especial de Alerta
de Género, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del martes 28 de noviembre de 2017, de con-
formidad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral
3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable asamblea los turnos dictados a las ini-
ciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 28 de
noviembre de 2017 y que no fueron abordadas.(*)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.—
Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Aguas Nacionales, a cargo de la diputada Fabiola Gue-
rrero Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

2. Que reforma el artículo 33 de la Ley de Vivienda, a car-
go de la diputada Guadalupe González Suástegui, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Vivienda, para dictamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Planeación, a cargo de la diputada Cecilia Soto Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

4. Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Salud,
suscrita por el diputado José Antonio Arévalo González e
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

5. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, Ley General de Población y la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la dipu-
tada Cecilia Soto González, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Salud y de Gobernación,
para dictamen.

6. Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Salud,
suscrita por el diputado José Antonio Arévalo González e
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

7. Que reforma el artículo 132 de Ley Federal del Trabajo,
suscrita por el diputado José Antonio Arévalo González e
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

8. Que reforma el artículo 74 de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Ganadería, para dictamen.

10. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Federal del Trabajo, en materia de derechos labora-
les de las y los periodistas, suscrita por las diputadas Lau-
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ra Nereida Plascencia Pacheco y Carmen Salinas Lozano,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

11. Que reforma los artículos 79 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación, a car-
go de la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales la parte que
le corresponda y de Transparencia y Anticorrupción la par-
te que le corresponde, para dictamen.

12. Que adiciona un articulo 87-Bis 3 a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

13. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
en materia de paridad de género, suscrita por las diputadas
Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Benítez Ti-
burcio, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

14. Que reforma y adiciona el artículo 19 Bis de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, sus-
crita por los diputados Minerva Hernández Ramos y Fede-
rico Döring Casar, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

15. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado, a cargo de la diputada Minerva Her-
nández Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

16. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, suscrita por los diputados Minerva
Hernández Ramos, Guadalupe Acosta Naranjo y Francisco
Xavier Nava Palacios, de los Grupos Parlamentarios del
Partido Acción Nacional y del Partido de la Revolución
Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

17. Que adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

18. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de
la Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, sus-
crita por los diputados Rafael Yerena Zambrano y Laura
Nereida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social
y de Seguridad Social, para dictamen.

19. Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo del diputado Juan Antonio Ixtlahuac Ori-
huela, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

20. Que reforma los artículos 102 y 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Braulio Mario Guerra Urbiola y Lorena Corona
Valdés, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y Verde Ecologista de México,
respectivamente. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.



21. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Civil Federal, de la Ley General de Vida Silvestre y
de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Jorge
Álvarez Máynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Justicia y de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen.

22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, a car-
go del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

23. Que reforma y adiciona el artículo 19 de la Ley de
Nacionalidad, a cargo del diputado Enrique Rojas Oroz-
co, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

24. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y de la Ley Federal de Responsabilidad Am-
biental, a cargo de la diputada Karina Padilla Ávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

25. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado Exaltación
González Ceceña, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Rural, para dictamen.

26. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Sociedades Mercantiles, suscrita por los
diputados Miguel Ángel Salim Alle del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional y Jorge Enrique Dávila
Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

27. Que expide la Ley General Contra la Trata de Personas
y reforma los artículos 11 Bis del Código Penal Federal y

2o. de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada,
suscrita por el diputado César Camacho Quiroz y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión Justicia, para dictamen, y a las comisio-
nes de Derechos Humanos, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT, a
fin de formular las indicaciones e invitaciones necesarias a
las empresas que presten los servicios de transporte aéreo
y terrestre de pasajeros, que tengan como destino los esta-
dos de la región sur-sureste, Oaxaca, Chiapas y Guerrero,
a efecto de que coadyuven solidariamente con el objeto de
reducir los costos del transporte respectivo, a cargo de la
diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la Secretaría
de Salud, a fin de que instrumente las acciones necesarias
para implementar a nivel nacional una cartilla de vacuna-
ción complementaria para las personas con síndrome de
Down, la cual cuente con la información de salud funda-
mental para dicho colectivo, a cargo del diputado Jesús An-
tonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, relativo a la situación que guar-
dan la planta Agro Nitrogenados y el proceso de desincor-
poración de Pemex Fertilizantes, a cargo de la diputada
Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

4. Con punto de acuerdo, relativo a la creación de infraes-
tructura e implementación de acciones respecto a la gene-
ración de residuos y la aplicación de instrumentos econó-
micos, fiscales, financieros o de mercado que tengan por
objeto su valoración a través del reciclaje, reducción o reu-
tilización, suscrito por la diputada Daniela de los Santos
Torres e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. 
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Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, para que implemente una campaña de pre-
vención a fin de combatir el aumento indiscriminado del
trastorno bipolar en los jóvenes, a cargo de la diputada Ka-
rina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sectur,
a efecto de que los comerciales que se transmiten por di-
versos medios de comunicación, en los cuales promociona
la visita turística a Oaxaca y Chiapas, se incluya la difusión
de sus pueblos mágicos, a cargo de la diputada Edith Yo-
landa López Velasco, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen, y a la Comi-
sión Especial Para el Impulso y Promoción de los Pueblos
Mágicos, para opinión.

7. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Inifed y a la
Conagua, a celebrar un convenio en materia de infraestruc-
tura educativa, con la finalidad de terminar con los rezagos
en materia de sistemas para la eliminación de aguas negras
o residuales en las escuelas rurales, comunitarias e indíge-
nas, a cargo del diputado Jesús Antonio López Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, relativo a los apoyos para la re-
construcción por daños parciales y totales de viviendas
afectadas en Oaxaca por los sismos ocurridos en el mes de
septiembre, a cargo de la diputada Natalia Karina Barón
Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, relativo a la distribución y sumi-
nistro de agua embotellada en sus diversas presentaciones
en el Congreso de la Unión, en el Poder Judicial de la Fe-
deración, en la administración pública federal y en diversas
instituciones de los tres niveles de gobierno, suscrito por la

diputada Evelyng Soraya Flores Carranza e integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, relativo a fortalecer las acciones
y programas dirigidos a la sensibilización de las autorida-
des migratorias en materia de protección de los derechos
humanos, a cargo del diputado Carlos Gutiérrez García, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen,
y a la Comisión Especial de Seguimiento a las Agresiones
a Periodistas y Medios de Comunicación, para opinión.

11. Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la Secreta-
ría de Salud, a que en coordinación con especialistas, se di-
señe e implemente un programa nacional de atención opor-
tuna designado a los niños y niñas con síndrome de Down
de 0-6 años, a cargo del diputado Jesús Antonio López Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión Salud, para opinión.

12. Con punto de acuerdo, relativo a la investigación de
fraudes médicos en el estado de Oaxaca, a cargo de la dipu-
tada Natalia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, relativo al aumento de feminici-
dios y a la urgente declaratoria de alerta de género para el
estado de Oaxaca, a cargo de la diputada Natalia Karina
Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen, y
a la Comisión Especial de Alerta de Género, para opinión.»



INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY DE AGUAS NACIONALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo de la diputada Fa-
biola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Fabiola Guerrero Aguilar, diputada federal, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II y 78
fracción III de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, concordantes con los numerales 6 fracción
I, 77 y 78 del reglamento de la Cámara de Diputados y el
diverso 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos me permito presentar para su análisis y dictamen la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan los artículos 1, 3, 7 Bis, 9, 13 y 14
Bis 5 todos ellos de la Ley de Aguas Nacionales.

Proemio

La presente iniciativa versa en la primacía del Estado por
fortalecer los marcos jurídico y normativo respecto al ac-
ceso del recurso hídrico a nivel nacional y persiguiendo
que este se brinde de forma equitativa a las mujeres en Mé-
xico, garantizando de esta forma la observancia irrestricta
al respeto de los derechos humanos de las y los mexicanos.

Exposición de Motivos

El 28 de julio de 2010 a través de la resolución 64/292 de
la Asamblea General de las Naciones Unidas se reconoció
el derecho humano al agua y el saneamiento,1 lo que signi-
ficó un llamado a los gobiernos para llevar acabo el com-
promiso de proveer agua potable y limpia a todos los rin-
cones del mundo, sin embargo, aunque el acceso al agua es
un derecho constitucional, se presentan una serie de pro-
blemas en la obtención del recurso que va desde su uso co-
mo elemento de control y castigo contra comunidades re-
gidas por el sistema de usos y costumbres, hasta la
provisión limitada del mismo; bajo la perspectiva de géne-
ro se pueden asumir otros puntos trascendentales, ya que
las mujeres jugamos un papel estratégico en los esquemas
de salud, saneamiento y éxito en los programas y proyec-
tos relativos al sector hídrico. Todo lo anterior se suma co-
mo observaremos al uso del tiempo, en donde las mujeres

tienen dobles o triples jornadas de trabajo en zonas rurales;
así mismo los roles de género han agravado la situación de
la mujer en relación con el acceso al agua, ya que son las
responsables de abastecer a sus hogares del recurso, mejo-
rar su calidad, y asumir el rol de cuidadoras incluso de per-
sonas enfermas. En el mismo contexto la provisión de los
servicios públicos en general, en particular los de agua, es-
tá concebida y organizada bajo el esquema mujer ama de
casa / hombre proveedor. 

Es por lo anterior que se plantea un breve análisis de pun-
tos que resultan trascendentes para contribuir al desarrollo
de políticas públicas en matearía de igualdad de oportuni-
dades para las mujeres en México en atención al acceso a
los recursos hídricos. 

I. Planteamiento del problema

La mujer juega un importante papel en el manejo del agua:
a menudo es ella quien la recoge, utiliza y administra no
solo en los hogares, sino también en la agricultura pluvial
y de riego.2 La mujer es por tanto, un factor trascendental
en los esquemas de uso del recurso, y un elemento intrín-
seco en el establecimiento de políticas públicas y progra-
mas para el desarrollo de los recursos agua y riego. No obs-
tante en muchos casos, las políticas y programas relativos
a este recurso han mermado los derechos de la mujer al su-
ministro de agua y, por tanto, a su uso y manejo sostenible.

El derecho de la mujer al servicio al agua es cuando menos
precario, aun siendo un derecho humano reconocido por
nuestra Constitución Federal en el sexto párrafo del artícu-
lo 4o.,3 lo que esta concadenado con el acceso a la salud y
otros factores; es por lo anterior que el acceso al vital li-
quido por parte de las mujeres resulta indispensable, por
causas derivadas del desarrollo endémico de las familias,
comunidades y sociedad en su conjunto. Podemos acotar
aquí las connotaciones bajo los esquemas de género, las
cuales brindan un rol determinado a las mujeres atribuyén-
doles con ello funciones básicas de cuidado como lo es la
procuración de la salud familiar. 

Así el acceso a los recursos hídricos conlleva la problemá-
tica del género, debido a que aunque las mujeres desempe-
ñan un rol clave en el aprovisionamiento, la gestión y la
salvaguarda del agua, las desigualdades de género persis-
ten. De la misma forma, en los entornos rurales las muje-
res y los niños y niñas proporcionan prácticamente toda el
agua que necesitan los hogares. Esta agua se usa para pro-
cesar y preparar la comida, beber, bañarse, lavar, regar y
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dar de beber a los animales. La mujer recoge, almacena y
controla su uso e higiene. La recicla, usa la menos limpia
para lavar y regar y da el agua de escorrentía al ganado.4

Así, si mujeres y niñas recogen cada litro de agua que ne-
cesita la familia se genera un factor que impide a muchas
mujeres participar en actividades productivas o en la edu-
cación, lo que reproduce y agrava las desigualdades de gé-
nero existentes. Además, las mujeres también tienen una
imperiosa necesidad del agua para sus actividades de pro-
ducción económica como la agricultura y la microempresa.

Lo anterior, da sustento del gran problema que debemos
solucionar con relación al acceso al recurso hídrico y la in-
clusión de la teoría de género, en particular por lo que ha-
ce a la protección a las mujeres, para que este derecho no
sólo sea plenamente ejercido, sino que contribuya de forma
lo importante en el saneamiento y la conservación de la sa-
lud, así como a la disminución de las brechas de género.

II. Justificación

Resulta imprescindible la implementación de una política
de género en la gestión de los recursos hídricos para gene-
rar aspectos equitativos en la participación de mujeres y
hombres para la planificación, construcción, operación,
mantenimiento y abastecimiento de agua doméstica, irriga-
ción, saneamiento o protección del medio ambiente. 

En ese orden de ideas, resulta importante señalar lo estable-
cido por el estudio A World Bank review of 121 rural water
supply projects (Revisión del Banco Mundial de 121 proyec-
tos de abastecimiento de agua en zonas rurales), el cual reve-
ló que la participación de las mujeres se encontraba entre las
variables fuertemente asociadas a la efectividad de los pro-
yectos hídricos. De la misma forma demostró que la omisión
de tomar en cuenta las diferencias y desigualdades de género
puede llevar al fracaso de los mismos.5

La interrupción en la obtención del recurso hídrico impac-
tará en la capacidad de una mujer para lograr la subsisten-
cia propia y familiar. Con todo, la falta de movilidad de las
mujeres es una limitación adicional para desarrollar estra-
tegias alternativas para hacer frente a la presión sobre los
recursos hídricos y familiares.6

Es por esto que situar las diferencias con relación al acce-
so al agua y los roles que generan y mantienen las des-
igualdades de género nos permitirá influir en la conforma-
ción política y el andamiaje jurídico ante los roles y
relaciones asentados entre hombres y mujeres, con miras a

la generación de una política de género en la materia, esto
porque los roles de género influyen en las respuestas co-
lectivas a los problemas en la gestión del agua. Esto se ve
recrudecido si observamos que los obstáculos para acceder
al agua potable para personas más pobres pueden deberse a
diferentes razones, como que la fuente quede muy alejada
de la vivienda, o que el terreno de acceso sea muy acci-
dentado (cuestas pronunciadas, terrenos pedregosos o are-
nosos) y al suministro insuficiente para la cantidad de per-
sonas que habitan la vivienda.7 Aunado a esto las mujeres
con frecuencia enfrentan obstáculos específicos como lo es
la violencia sexual en sus comunidades cuando se trasladan
para obtener el recurso, la falta de acceso a posiciones de
responsabilidad y liderazgo en los comités que se encargan
del desarrollo social de sus comunidades y ya no digamos
en los procesos de tomas de decisiones sobre el acceso al
agua y al saneamiento siendo poco percibidas en los orga-
nismos de Cuenca de índole gubernamental. 

A este respecto la Ley de Aguas Nacionales8 contempla di-
versas disposiciones que fomentan la participación ciuda-
dana pero que no resultan suficientes. Tal es el caso de los
siguientes numerales:

“Artículo 7 Bis. Se declara de interés público:

I. …

II. La descentralización y mejoramiento de la gestión de
los recursos hídricos por cuenca hidrológica, a través de
Organismos de Cuenca de índole gubernamental y de
Consejos de Cuenca de composición mixta, con parti-
cipación de los tres órdenes de gobierno, de los usuarios
del agua y de las organizaciones de la sociedad en la to-
ma de decisiones y asunción de compromisos;

Artículo 13. “La Comisión”, previo acuerdo de su Con-
sejo Técnico, establecerá Consejos de Cuenca, órganos
colegiados de integración mixta, conforme a la Frac-
ción XV del Artículo 3 de esta Ley. …” 

En nuestro país existen 26 Consejos de Cuenca con 812
vocales y conforme la información reportada por la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SE-
MARNAT) para integrar el “Índice de Participación Ciu-
dadana del Sector Ambiental”, en 2016 sólo participaron
97 mujeres, (11.94% de las vocalías).9 El mismo informe
revela que Únicamente cuatro Consejos de Cuenca Río
Mayo, Costa de Chiapas, Ríos Grijalva y Usumacinta y
Península de Yucatán, incluyen explícitamente vocalí-



as en atención a la equidad de género, buscando la inte-
gración de una cuota equitativa. Esto se replica en toda
América, en donde actualmente las mujeres están subre-
presentadas, siendo solamente el 19,7% de las empleadas
del sector de agua y saneamiento (comparado con más
del 60% en el sector servicios).10

Subsanar los procesos que causan inequidad en la obten-
ción de los recursos hídricos está asociado a los roles de
género, a la infraestructura para la obtención del agua, a la
participación de las mujeres en los procesos de tomas de
decisiones y al establecimiento insuficiente de políticas pú-
blicas. Esto se percibe pese a que las instituciones del sec-
tor no generan información desagregada por sexo lo que di-
ficulta la realización de diagnósticos específicos de las
inequidades de género. No obstante, se han hecho esfuer-
zos para determinar que hay una variabilidad en el porcen-
taje de horas por semana que dedican las y los miembros
del hogar de 12 años y más por actividad relacionada con
el medio ambiente según su sexo, dando como resultado
datos de 42.45 horas para hombres frente a 57.55 horas de
mujeres para el acarreo o guardado del agua para uso del
hogar.11

Así, los análisis están incompletos ya que existen diferen-
cias en el uso del recurso natural por los y las usuarias del
agua ya que no observan quién realiza qué trabajo, quién
toma qué decisiones, quién usa el agua para qué fin, quién
controla qué recursos, quién es responsable de las diferen-
tes obligaciones familiares,12 entre otros puntos y es relie-
ve de problemas subsistentes.

En este punto me permito rescatar algunas cifras estadís-
ticas a nivel internacional que ponen en contexto lo ya
señalado:

En el mismo orden de ideas los programas avocados al re-
curso y sector hidráulico tienen que cerciorarse de observar
las teorías de género, lo anterior a efecto de:

• Involucrar a las mujeres en las iniciativas de gestión y
servicios integrada de los recursos hídricos puede forta-
lecer la eficacia y la eficiencia de los proyectos del sec-
tor agua,13 por lo que las leyes en la materia deben pre-
ver la integración de esquemas aplicables que ordenen
el acceso equitativo de las mujeres al recurso.14

• El acceso equitativo de las mujeres al recurso hídrico
apoyará el pago de tarifas y la sostenibilidad ambiental
lo que contribuirá a la implementación de nuevas políti-
cas públicas y a la aplicación y evaluación efectiva de
las actuales.

III. Marco normativo aplicable.

a) Normatividad nacional

a.1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos15

• Artículo 4o., párrafo sexto. 

• Artículo 26, fracción B.

• Artículo 27.

a.2. Ley de Aguas Nacionales.16

Reglamentaria del artículo 27 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos en materia de
aguas nacionales; es de observancia general en todo el
territorio nacional, sus disposiciones son de orden pú-
blico e interés social y tiene por objeto regular la explo-
tación, uso o aprovechamiento de dichas aguas, su dis-
tribución y control, así como la preservación de su
cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral sus-
tentable.

a.3. Ley de Contribución de Mejoras por Obras Públicas
Federales de Infraestructura Hidráulica.17

Es objeto de esta Ley las mejoras por obras públicas fe-
derales de infraestructura hidráulica construidas por de-
pendencias o entidades de la Administración Pública
Federal, que benefician en forma directa a personas físi-
cas o morales. Las obras públicas a que se refiere son las
que permiten usar, aprovechar, explotar, distribuir o
descargar aguas nacionales, sean superficiales o del sub-
suelo, así como la reparación, terminación, ampliación
y modernización de las mismas.
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a.4. Ley del Sistema Nacional de Información Estadísti-
ca y Geografía.18

El 14 de abril de 2008 se publica la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica regla-
mentaria del apartado B del artículo 26 constitucional.
En esta Ley se establece que la información de interés
nacional es aquella que resulte necesaria para el diseño
y evaluación de las políticas públicas, que se elabore
con base en una metodología científicamente sustenta-
da, que sea generada en forma regular y periódica y que
se trate de alguno de los temas marcados en la Ley, en-
tre los que se encuentra el del agua.

b) Resoluciones Judiciales a nivel nacional. Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

Derecho humano de acceso al agua. Supuestos en que
procede la suspensión del suministro por falta de pago
del servicio para uso personal y doméstico (legislación
del estado de Puebla).

La resolución determina que el acceso al agua es un dere-
cho humano que implica para el Estado el deber de pro-
porcionar agua potable sin distinción alguna y con capaci-
dad de respuesta a los sectores más vulnerables, para
garantizar su sobrevivencia y desarrollo económico y so-
cial. A su vez, establece que se viola el derecho humano al
agua si una persona recibe menos de 100 litros de líquido
al día. Además, define el derecho al saneamiento conforme
a lo establecido por el derecho internacional de los dere-
chos humanos.

c) Normatividad Interamericana.

La Carta de la Organización de Estados Americanos en su
artículo 34 dispone que los Estados miembros convienen
en pos del desarrollo integral dedicar sus máximos esfuer-
zos a la consecución de una serie de metas básicas, entre
las que se pueden mencionar a la nutrición adecuada y con-
diciones que hagan posible una vida sana, productiva y
digna. La consecución de dichas metas depende irreducti-
blemente del acceso al agua apta para el consumo humano
en condiciones de igualdad real para la satisfacción de los
derechos humanos como punto de partida de un desarrollo
integral.

Así mismo, la jurisprudencia tanto de la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos (CIDH) como de la Cor-
te Interamericana, ha abordado una serie de cuestiones re-
feridas al acceso al agua a través de la interpretación del
contenido de una serie de derechos humanos establecidos
en los instrumentos interamericanos, para lo cual ha consi-
derado los aportes del sistema universal e información téc-
nica de una serie de organismos especializados.19

En cuanto a la vinculación del derecho a la vida con el ac-
ceso al agua, tanto la Comisión como la Corte Interameri-
cana han considerado, junto a otros elementos, que el ac-
ceso al agua potable y salubre es un requisito indispensable
para el pleno disfrute del derecho a la vida consagrado en
el artículo 4 de la Convención Americana.20

d) Normatividad y tratados internacionales.

d.1. Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Los esfuerzos por avanzar hacia la formulación del de-
recho al agua en el sistema universal se derivan en pri-
mer lugar de la normativa de la Declaración Universal
de los Derechos Humanos del año 1948, particularmen-
te en consideración a la normativa de su artículo 25, el
cual indica que “Toda persona tiene derecho a un nivel
de vida adecuado que le asegure, así como a su familia,
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el
vestido, la vivienda [...]”.21

d.2. Observación General No 15.

Como ha explicado el Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (Comité DESC) en noviembre de
2002, en su Observación General No 15 denominada “el
derecho al agua”, el derecho al agua significa “el derecho
de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable,
accesible y asequible para el uso personal y domésti-
co”.22 El Comité DESC estableció el fundamento jurídi-
co del derecho al agua en el ámbito internacional sobre la
base de la normativa de los artículos 11 (derecho a un ni-
vel de vida adecuado), y el artículo 12 (derecho de dis-
frutar del más alto nivel de salud posible), ambos del Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (en adelante el “PIDESC”).23

d.3. CEDAW. 

En el párrafo 2 del artículo 14 de la Convención sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación



contra la mujer (CEDAW) se dispone que los Estados
Partes asegurarán a las mujeres el derecho a “gozar de
condiciones de vida adecuadas, particularmente en las
esferas de [...] abastecimiento de agua”.24

d.4. Consultas en New Delhi

Los resultados del seguimiento a la Década Internacio-
nal de Agua Potable y Saneamiento (1981-1990) fueron
discutidos durante consultas en Nueva Delhi en 1990. A
pesar de que las discusiones sobre aspectos de género
fueron limitadas, hubo una llamada específica a incre-
mentar la toma de decisiones de las mujeres y su parti-
cipación en la administración de los recursos del agua. 

d.5. La Declaración de Dublín (1992)25

Ratificada por más de 100 países, reconoce que la mu-
jer desempeña un papel fundamental en el abasteci-
miento, la gestión y la protección del agua. Reconoce el
papel primordial de la mujer como proveedora y consu-
midora del agua y conservadora del medio ambiente vi-
viente, e invoca a que este papel se refleje en disposi-
ciones institucionales para el aprovechamiento y la
gestión de los recursos hídricos. 

d.6. Declaración de Río.26

El Principio 20 de la Declaración de Río (1992) estipu-
la que “las mujeres desempeñan un papel fundamental
en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo. 

d.7. Plataforma de Acción de Beijing.27

La Plataforma de Acción de Beijing (1995) destacó el
medio ambiente como una esfera de especial preocu-
pación: “desigualdades basadas en el género en la ges-
tión de los recursos naturales y la protección del me-
dio ambiente”. 

d.8. Conferencia Internacional sobre el Agua Dulce.28

La Conferencia Internacional sobre el Agua Dulce,
Bonn, Alemania (2001), sostiene: “Las políticas en ma-
teria de agua y los sistemas de administración del agua
deben tener en cuenta a ambos sexos. Deben reflejar la
división de las funciones y del trabajo- remunerado y no
remunerado- entre hombres y mujeres en todos los con-
textos relacionados con el agua. Los datos relativos al
agua deben desglosarse por sexo.” 

d.9. Resolución 58/21729

En diciembre de 2003, la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas proclamó (mediante) el período 2005-
2015 como la Década Internacional para la Acción, “El
agua, fuente de vida”, e hizo un llamado a ocuparse más
a fondo de la ejecución de los programas y proyectos re-
lativos al agua, “y que al mismo tiempo se trate de ase-
gurar la participación e intervención de la mujer en las
medidas de desarrollo relacionadas con el agua.” 

d.10. Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)30

Incluían objetivos de igualdad de género y empodera-
miento de la mujer, además de objetivos en los sectores
de agua segura y saneamiento.

d.11. Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.31

De esta agenda se desprenden 17 objetivos y 169 metas,
pretende retomar los Objetivos de Desarrollo del Milenio.
Su objetivo 6 persigue garantizar la disponibilidad de
agua y sus gestión sostenible y el saneamiento para to-
dos señalando en su apartado 6.1., que debe lograrse el ac-
ceso universal y equitativo al agua potable, a un precio ase-
quible para todos.

Así mismo, en su punto 6.2. determina que para 2030, se
busca lograr el acceso equitativo a servicios de saneamien-
to e higiene adecuados para todos y poner fin a la defeca-
ción al aire libre, prestando especial atención a las nece-
sidades de las mujeres y las niñas y las personas en
situaciones vulnerables.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a con-
sideración de esta Honorable Soberanía el siguiente pro-
yecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 1, 3, 7 Bis, 9, 13 y 14 Bis 5, todos ellos de la Ley de
Aguas Nacionales 

Artículo Único. Se reforman y adicionan los artículos 1,
3, 7 Bis, 9, 13 y 14 Bis 5 todos ellos de la Ley de Aguas
Nacionales para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es Reglamentaria del Artículo 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en materia de aguas nacionales; es de observancia general en
todo el territorio nacional, sus disposiciones son de orden pú-
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blico e interés social y tiene por objeto regular la explotación,
uso o aprovechamiento de dichas aguas, su distribución y
control, así como la preservación de su cantidad y calidad pa-
ra lograr su desarrollo integral sustentable.

La presente ley considera como un derecho humano
prioritario el acceso al agua de los sectores más vul-
nerables, así como la aplicación de la perspectiva de
género para garantizar el desarrollo económico, so-
cial y sustentable.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a XIV. …

XV. “Consejo de Cuenca”: Órganos colegiados de inte-
gración mixta compuestos bajo criterios que garanti-
cen la paridad de género en su integración, que serán
instancia de coordinación y concertación, apoyo, con-
sulta y asesoría, entre “la Comisión”, incluyendo el Or-
ganismo de Cuenca que corresponda, y las dependen-
cias y entidades de las instancias federal, estatal o
municipal, y los representantes de los usuarios de agua
y de las organizaciones de la sociedad, de la respectiva
cuenca hidrológica o región hidrológica;

XVI. a XXXIII. …

XXXIX. “Organismo de Cuenca”: Unidad técnica, ad-
ministrativa y jurídica especializada de integración
mixta, compuesta bajo criterios que garanticen la
paridad de género en su integración con carácter au-
tónomo, adscrita directamente al Titular de “la Comi-
sión”, cuyas atribuciones se establecen en la presente
Ley y sus reglamentos, y cuyos recursos y presupuesto
específicos son determinados por “la Comisión”;

XL. a LXVI. …

Artículo 7 Bis. Se declara de interés público:

I. …

II. La descentralización y mejoramiento de la gestión de
los recursos hídricos por cuenca hidrológica, a través de
Organismos de Cuenca de índole gubernamental y de
Consejos de Cuenca de composición mixta integrados
bajo criterios que garanticen la paridad de género en
su composición, con participación de los tres órdenes
de gobierno, de los usuarios del agua y de las organiza-

ciones de la sociedad en la toma de decisiones y asun-
ción de compromisos;

III. a XI. …

Artículo 9. …

Son atribuciones de “la Comisión” en su nivel nacional, las
siguientes:

I a XLVI. …

XLVII. Integrar el Sistema Nacional de Información so-
bre cantidad, calidad, usos y conservación del agua, con
la participación de los Organismos de Cuenca, en coor-
dinación con los gobiernos de los estados y del Distrito
Federal y con los Consejos de Cuenca, y en concordan-
cia con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental procurando para
ello la perspectiva de género e información desagre-
gada por sexo;

XLVII a LIV. …

Artículo 13. “La Comisión”, previo acuerdo de su Conse-
jo Técnico, establecerá Consejos de Cuenca, órganos cole-
giados de integración mixta bajo criterios que garanticen
la paridad de género en su composición, conforme a la
Fracción XV del Artículo 3 de esta Ley. …”

Artículo 14 Bis 5. Los principios que sustentan la política
hídrica nacional son:

I. a IV. …

V. La atención de las necesidades de agua provenientes
de la sociedad para su bienestar, de la economía para su
desarrollo y del ambiente para su equilibrio y conserva-
ción; particularmente, la atención especial de dichas ne-
cesidades para los grupos vulnerables, la población
marginada y menos favorecida económicamente, pro-
curando la implementación de políticas públicas con
perspectiva de género.

VI a XXI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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tenible/

Anexo I

OMS y UNICEF (2010). Progress on Sanation an Drinking-Water. 2. 

http://water.org/water-crisis/women-children-facts/;3.,4. y 5. WaterAid
(2015). Water for Women; 6. Encuestas de Hogar - Datos disponibles
más recientes para 17 países.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.—
Diputada Fabiola Guerrero Aguilar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.

LEY DE VIVIENDA

«Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley de Vivien-
da, a cargo de la diputada Guadalupe González Suástegui,
del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Guadalupe González Suástegui, diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto



por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de
Vivienda, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

La incorporación de las mujeres en el ámbito laboral y los
cambios sociales que se generado deben verse reflejados en
legislaciones de vanguardia, aunado a las políticas públicas
que se puedan emanar de dichas legislaciones. 

El derecho a una vivienda digna y decorosa está reconocido
en diversos tratados internacionales de derechos humanos,
entre ellos el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales que a la letra dice: el derecho de toda
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, in-
cluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una
mejora continua de la condiciones de existencia. 

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) establece en
su artículo 14, párrafo 2, que: 

Los Estados partes adoptarán todas las medidas apropiadas
para eliminar la discriminación contra la mujer en las zo-
nas rurales… y en particular le asegurarán el derecho a:…
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmen-
te en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la
electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las
comunicaciones. 

La agenda urbana aprobada por la ONU en la Conferencia
de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo
Urbano Sostenible organizada en Quito en el 2016, reo-
rienta la manera en que se planifican, diseñan, financian,
desarrollan, administran las ciudades y los asentamientos
humanos. Entre los objetivos está el “lograr la igualdad de
género y el empoderamiento de las mujeres y las niñas a fin
de aprovechar plenamente su contribución vital al desarro-
llo sostenible”. 

En el ámbito nacional, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en su artículo 4, párrafo séptimo,
establece el derecho a disfrutar de vivienda digna y deco-
rosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesa-
rios a fin de alcanzar tal objetivo. 

De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi) con los datos intercensales 2015, las mujeres re-
presentan más de la mitad de la población total es decir el
51.4 por ciento con relación a los hombres 48.6 por ciento.

También dicha encuesta arrojó lo siguientes datos: del total
de la población las mujeres de 15 a 59 años que se encuen-
tra en edad productiva es del 62.8 por ciento arriba del por-
centaje de hombres en la misma situación, es decir el 61.5
por ciento. 

Del resto de la población que es de menores de 0 a 14 años
y de 60 y más años, representan juntos el 37.8 por ciento
que sería la población dependiente económicamente. 

A nivel nacional, las mujeres jefas de hogar en condición
de pobreza por cada cien jefes de hogar en condiciones
de pobreza, representan el 33.44 por ciento, de acuerdo
al Coneval.

En ese tenor, se observa un crecimiento considerable de 4
puntos porcentuales entre 2010 al 2015 en hogares con je-
fatura femenina. Del Censo 2010 se registraron 6 millones
916 mil 206 hogares con jefatura femenina, lo que daba un
total de 24.6 por ciento, para la Encuesta Incercesal 2015
se registraron 9 millones 266 mil 211 hogares con jefatura
femenina, que dan un 29 por ciento. 

A nivel estatal, la Ciudad de México es la entidad fede-
rativa que cuenta con el porcentaje más alto de hogares
con jefaturas femeninas, seguida por Guerrero y More-
los, con un 35.7 por ciento, 32.7 por ciento y 32.2 por
ciento respectivamente. 

Para este 2015, se registraron en México 31.9 millones de
viviendas particulares habitadas, sin embargo sólo en el
67.7 por ciento viven las o los propietarios. 

De este porcentaje de propietarios de las viviendas y con-
dición de la tenencia nos encontramos que el 56 por ciento
de los propietarios son hombres, mientras en el 35.3 por
ciento son mujeres. 

Sin embargo, un dato muy revelador es que cuando se tra-
ta de diferenciar entre zona urbana y rural la brecha de des-
igualdad se amplia. Mientras en el sector urbano el 57.3
por ciento de hombres son propietarios y el 42.7 por cien-
to de mujeres, en el sector rural el porcentaje de hombres
propietarios aumenta a 69.9 por ciento frente al 30.1 por
ciento de mujeres propietarias.

Estos datos dan cuenta que la mujer sigue estando en esta-
do desigual para acceder a una vivienda, por lo que se re-
quiere hacer cambios en la legislación que se reflejen en
políticas públicas con perspectiva de género. 
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La propuesta radica que el Instituto Nacional de las Muje-
res sea integrante permanente de la Comisión Intersecreta-
rial, ya que de acuerdo al artículo 32 de la Ley de Vivien-
da es la instancia que hace garante la ejecución de los
programas y el fomento de las acciones de vivienda, a fin
de dar cumplimiento a la Política Nacional de Vivienda. 

Uno de los objetos generales del Instituto Nacional de las
Mujeres de conformidad a la Ley del Instituto Nacional de
las Mujeres es el promover y fomentar las condiciones que
posibiliten la no discriminación, la igualdad de oportunida-
des y de trato entre los géneros; el ejercicio pleno de todos
los derechos de las mujeres y su participación equitativa en
la vida política, cultural, económica y social del país, bajo
los criterios de: 

- Transversalidad, en las políticas públicas con perspec-
tiva de género en las distintas dependencias y entidades
de la administración pública federal, a partir de la eje-
cución de programas y acciones coordinadas o conjun-
tas.

Además, el Instituto tiene como atribución el estimular la
incorporación de la perspectiva de género en las políticas
públicas y en la elaboración de programas sectoriales o, en
su caso, institucionales específicos, como en la ley que nos
aborda refiriéndose a la Política Nacional de Vivienda. 

Por primera vez en la historia se cuenta con un Plan Na-
cional de Desarrollo que incluye en uno de sus ejes
transversales la igualdad de oportunidades entre mujeres
y hombres. 

Derivado de ello, el Programa Nacional para la Igualdad de
Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres
(Proigualdad) contempla la transversalidad de género ya
que obliga a explicar el impacto de la acción pública en
hombres y mujeres; y por lo tanto a transformar los planes
con los que se enfocan tradicionalmente los problemas y
sus soluciones. 

Del diagnóstico que presentan en materia de vivienda es la
siguiente: 

Los hogares requieren de una vivienda y un entorno
adecuado y seguro para la armoniosa convivencia fa-
miliar. Todavía hay metas que cumplir para garantizar
viviendas dignas; alrededor de un 15 por ciento de las
mujeres habita en viviendas con deficiencias de infraes-
tructura, de espacio o de servicios. Entre la población

indígena el porcentaje con carencias por calidad y es-
pacios de la vivienda alcanza al 42 por ciento de las
mujeres y por carencias en los servicios básicos a un
50.6 por ciento.

La calidad de las viviendas y su equipamiento son de-
terminantes para disminuir las cargas de trabajo de las
mujeres. Considerando las viviendas sin acceso directo
al agua entubada, se estima que las horas que dedican
las mujeres a los quehaceres domésticos se incrementan
en un 15 por ciento; cuando tienen que acarrear el agua
el incremento llega a ser del 40 por ciento. La calidad
de la vivienda también afecta el tiempo de las mujeres,
cuando una vivienda tiene piso de tierra los incremen-
tos son de alrededor del 17 por ciento.

Las desigualdades de género inciden en el acceso al
mercado formal de trabajo y con ello a los créditos pa-
ra la vivienda. A pesar de los esfuerzos, sólo poco más
de un 35.3 por ciento de los créditos que el Infonavit
otorga son para mujeres. Los grupos identificados como
menos favorecidos por las políticas de vivienda son: las
mujeres jefas de hogar, las mujeres indígenas, las muje-
res jóvenes y las adultas mayores.

Por lo que se reitera que es de vital importancia el ingreso
permanente del Instituto Nacional de las Mujeres a dicha
Comisión Intersecretarial dado el crecimiento de las jefatu-
ras de mujeres, y el poco acceso a la propiedad por parte de
las mismas. 

A fin de cumplir su objeto el Instituto en mención tiene co-
mo organismo responsable de conformidad al artículo 7 de
la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres: 

I. Apoyar la formulación de políticas públicas guberna-
mentales e impulsar las de la sociedad, para alcanzar la
equidad de género;

II. Impulsar la incorporación de la perspectiva de géne-
ro en la planeación nacional de desarrollo, programa-
ción y presupuesto de la federación; 

III. Estimular la incorporación de la perspectiva de gé-
nero en las políticas públicas y en la elaboración de pro-
gramas sectoriales o, en su caso, institucionales especí-
ficos, así como en las acciones de las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal centrali-
zada y paraestatal;



Por lo que la participación del Instituto dentro de esta Co-
misión permitirá fortalecer las acciones que eliminen las
desigualdades que actualmente se tienen entre las y los je-
fes de familia, además que se contemple un real acceso de
las mujeres a una vivienda digna y decorosa tal y como lo
establece nuestra carta magna. Este tipo de medidas no so-
lo benefician a las mujeres jefas de familia sino a la fami-
lia en general.

Además, es importante mencionar que la intervención del
Instituto en la Comisión será relevante, en virtud de que es
una obligación de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y el Decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación, que los recursos públicos fede-
rales se apliquen con base en la equidad de género. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de esta asamblea el siguiente: 

Decreto por el que se reforma diversas disposiciones de
la Ley de Vivienda

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 33 de la
Ley de Vivienda, para quedar como sigue: 

Artículo 33. La Comisión Intersecretarial será presidida
por el titular del Ejecutivo federal, a través del titular de la
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano o por
quien éste designe, y estará integrada por los titulares de
las siguientes secretarías de estado: 

I. a XI. … 

A las sesiones de la Comisión Intersecretarial podrán ser
invitados a participar otras dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal, de acuerdo con los
temas de que se trate. Tendrá carácter de invitado per-
manente con derecho a voz y voto el Instituto Nacional
de las Mujeres. 

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.—
Diputada Guadalupe González Suástegui (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen. 

LEY DE PLANEACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Planeación, a cargo de la diputada Cecilia So-
to González, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La interculturalidad es uno de los conceptos vinculado al
ejercicio de los derechos humanos establecidos en la Cons-
titución y los tratados internacionales para propiciar el de-
sarrollo integral y sustentable y disfrutar de él.

Contamos con varios instrumentos jurídicos y experiencias
internacionales que fundamentan las razones de incorpo-
rarlo al marco jurídico nacional, que van desde convenios
y conferencias hasta declaraciones.

Por su parte, el tema vinculado con la pluriculturalidad y su
enfoque intercultural se ha circunscrito únicamente al con-
texto de los pueblos indígenas y deja de lado al resto de la
población con su riqueza cultural en cuanto a su origen, co-
mo lo son los afromexicanos, afrodescendientes, migran-
tes, comunidades de distinto origen nacional, comunidades
campesinas y urbanas, incluida la población monolingüe y
monocultural. Es decir, la interculturalidad la hacemos to-
das y todos.

La utilización de términos como la integración, asimila-
ción, tolerancia y multiculturalismo está rebasada y ha
cumplido su función histórica. El siguiente paso es la inter-
acción y respeto entre culturas y sus sociedades, no sólo
identificarlos y asimilarlos.

La falta de un marco jurídico que lo visibilice se convierte
en una necesidad parlamentaria que debe considerarse pa-
ra proteger el correcto ejercicio de todos los derechos hu-
manos y garantías fundamentales.

Argumentación

La interculturalidad infiere una coexistencia de las culturas
en un plano de igualdad. Es una herramienta de emancipa-
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ción de lucha por una igualdad real, o equidad real, en el
sentido no sólo cultural en términos superficiales sino tam-
bién material. Lo observamos en la identidad de los pue-
blos indígenas que nunca se identifica solamente de mane-
ra con su origen sino también campesina y también obrera.
Estas identidades son duales por lo menos en el sentido en
el que unen lo de la clase y lo de la “etnia”.

El concepto de interculturalidad surge un poco después del
concepto de multiculturalidad y como una forma de comple-
mentarlo; el uso de ambos como categoría analítica de las re-
alidades sociales y políticas se hace común y recurrente a fi-
nales del siglo XX. Así, si la propuesta multicultural se
refiere a la coexistencia de distintas culturas dentro de un
mismo territorio e incluso compartiendo un mismo marco ju-
rídico; la interculturalidad apela a la relación simétrica y dia-
lógica entre culturas diversas en un intento de conocimiento
y aceptación, trascendiendo la simple tolerancia.

Para el Consejo de Europa, el diálogo intercultural consis-
te en un intercambio de opiniones abierto y respetuoso, ba-
sado en el entendimiento mutuo, entre personas y grupos
que tienen orígenes y un patrimonio étnico, cultural, reli-
gioso y lingüístico diferente. Contribuye a la integración
política, social, cultural y económica, así como a la cohe-
sión de sociedades culturalmente diversas. Fomenta la
igualdad, la dignidad humana y el sentimiento de unos ob-
jetivos comunes. Tiene por objeto facilitar la comprensión
de las diversas prácticas y visiones del mundo; reforzar la
cooperación y la participación; permitir a las personas des-
arrollarse y transformarse, además de promover la toleran-
cia y el respecto por los demás.

Resulta evidente que en el mundo existe un vacío sobre las
ideologías derivado de los nacionalismos modernos quie-
nes propician la cohesión social y construcción de identi-
dades de forma tal que eclipsan la diversidad cultural y
construyen identidades homogéneas a partir de la lengua y
la cultura hegemónica. Ante la tendencia globalizadora al
cosmopolitismo se produce el retorno a lo “étnico” como
espacio de resistencia cultural y de construcción de nuevas
identidades políticas.

La interculturalidad de estirpe funcional postula la necesi-
dad del diálogo y el reconocimiento sin darle peso a la po-
breza crónica y extrema en que se encuentra la población
que pertenece a culturas subalternas de la sociedad. Su dis-
curso invisibiliza las crecientes asimetrías sociales, los
grandes desniveles culturales internos y todos aquellos

problemas económicos y sociales dado que no cuestionan
el sistema poscolonial vigente y facilita su reproducción.

Se requiere pues de una construcción de ciudadanía enrai-
zada en la esencia de la gente, que incorpore los conceptos
que los pueblos tienen sobre sus derechos y que sea cultu-
ralmente diferenciada. Ser intercultural implica asumir la
identidad cultural que mejor convenga y no limitarse a re-
producir en uno mismo ni la identidad heredada ni la iden-
tidad que la sociedad mayor nos fuerza a adoptar por todos
los medios.

Dentro de las condiciones para que se pueda dar un diálo-
go intercultural se encuentran el respeto a los derechos hu-
manos, democracia y estado de derecho; propiciar la igual
dignidad y respeto mutuo, incluida la de género y superar
las barreras que lo impiden.

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa incorpora la
perspectiva de interculturalidad, al igual que la de género
para ser tomadas en cuenta en la planeación nacional y en
el de las entidades federativas, aunado a la incorporación
de las variables ambiental y sustentable que están ausentes
en la ley vigente.

En el artículo 2, se incorpora como principio la perspecti-
va de género que consiste en “propiciar la coexistencia de
la diversidad cultural de la sociedad en un plano de igual-
dad, equidad real, dignidad y seguridad humana, indepen-
dientemente del origen de las personas para conservar y
fortalecer los rasgos, características y diferencias sociocul-
turales, y permitir la interacción, el intercambio abierto y
respetuoso de ideas, saberes, conocimientos y opiniones
basado en el entendimiento mutuo, la comprensión de las
diversas prácticas y visiones del mundo”.

También se incluye dentro de los instrumentos de planea-
ción los índices e indicadores para medir la eficiencia y efi-
cacia del plan y los programas a los que la ley se refiere.
En particular, se adiciona el artículo 16 Bis para que el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía elabore y evalúe
el Índice Nacional de Interculturalidad a partir de una serie
de indicadores. Este instrumento deberá ser incorporado a
las estrategias de planeación de las entidades federativas.

Fundamento legal

Cecilia Guadalupe Soto González, diputada federal de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del



Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con:

Proyecto de decreto por que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Planeación

Único. Se reforman el primer párrafo del artículo 2 y su
fracción I; 3, 4, 8, segundo párrafo, 9, primer párrafo, 14,
fracciones III y VIII, 16, fracciones III y VI, 21, segundo
párrafo, 31 y 33; y se adicionan la fracción VI Bis del ar-
tículo 2 y el artículo 16 Bis, todos de la Ley de Planeación
para quedar como sigue:

Artículo 2. La planeación deberá llevarse a cabo como un
medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad del
Estado sobre el desarrollo integral y sustentable del país,
con perspectiva intercultural y de género y deberá ten-
der a la consecución de los fines y objetivos políticos, so-
ciales, culturales, económicos y ambientales contenidos
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Para ello, estará basada en los siguientes principios:

I. El fortalecimiento de la soberanía, la independencia y
autodeterminación nacionales, en lo político, lo econó-
mico, lo ambiental y lo cultural;

II al VI….

VI Bis. La perspectiva de interculturalidad para
propiciar la coexistencia de la diversidad cultural de
la sociedad en un plano de igualdad, equidad real,
dignidad y seguridad humana, independientemente
del origen de las personas, para conservar y fortale-
cer los rasgos, características y diferencias sociocul-
turales, y permitir la interacción, el intercambio
abierto y respetuoso de ideas, saberes, conocimientos
y opiniones basado en el entendimiento mutuo, la
comprensión de las diversas prácticas y visiones del
mundo.

VII a VIII ……

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entiende por pla-
neación nacional de desarrollo la ordenación racional y siste-
mática de acciones que, en base al ejercicio de las atribucio-
nes del Ejecutivo Federal en materia de regulación y

promoción de la actividad económica, social, política, cultu-
ral, de protección al ambiente y aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos naturales así como de ordenamiento terri-
torial de los asentamientos humanos y desarrollo urbano,
tiene como propósito la transformación de la realidad del pa-
ís, de conformidad con las normas, principios y objetivos que
la propia Constitución y la ley establecen.

Mediante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrate-
gias, índices, indicadores y prioridades, así como criterios
basados en estudios de factibilidad cultural; se asignarán
recursos, responsabilidades y tiempos de ejecución, se co-
ordinarán acciones y se evaluarán resultados.

Artículo 4. Es responsabilidad del Ejecutivo federal con-
ducir la planeación nacional del desarrollo con la partici-
pación democrática de los grupos sociales, de conformidad
con lo dispuesto en la presente Ley y bajo los principios
que la misma señala.

Artículo 8. …..

Informarán también sobre el desarrollo y los resultados de
la aplicación de los instrumentos de política económica,
social, ambiental y cultural en función de dichos objetivos
y prioridades, precisando el impacto específico y diferen-
cial que generen en mujeres y hombres y su origen inter-
cultural.

…

…

Artículo 9. Las dependencias de la administración pública
centralizada deberán planear y conducir sus actividades
con perspectiva intercultural y de género y con sujeción a
los objetivos y prioridades de la planeación nacional de de-
sarrollo, a fin de cumplir con la obligación del Estado de
garantizar que éste sea equitativo, integral y sustentable.

…

…

Artículo 14. …..

I a II …

III. Proyectar y coordinar la planeación regional con la
participación que corresponda a los gobiernos de las en-
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tidades federativas, municipales y de las demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México; así como
consultar a los grupos sociales y los pueblos indígenas
y, en su caso, incorporar las recomendaciones y pro-
puestas que realicen; y elaborar los programas especia-
les que señale el presidente de la república;

IV a VII….

VIII. Promover la incorporación de índices e indicado-
res con perspectiva intercultural y de género que fa-
ciliten el diagnóstico del impacto de los programas en
las personas, distinguiendo por su origen, etaria,

Artículo 16. A las dependencias de la administración pú-
blica federal les corresponde:

I a II….

III. Elaborar programas sectoriales, tomando en cuenta
las propuestas que presenten las entidades del sector y
los gobiernos de las entidades federativas, así como
las opiniones de los grupos sociales y de los pueblos y
comunidades indígenas interesados;

V a IV…

VI. Considerar el ámbito territorial de las acciones pre-
vistas en su programa, procurando su congruencia con
los objetivos y prioridades de los planes y programas de
los gobiernos de las entidades federativas;

VII a VIII….

Artículo 16 Bis. El Instituto Nacional de Estadística y
Geografía formulará, ejecutará y evaluará el Índice
Nacional de Interculturalidad como herramienta de
evaluación y seguimiento a partir de indicadores que
permitan evaluar el lugar en el que se ubica en los dis-
tintos ámbitos de la política y gestión públicas, así como
los progresos realizados en el tiempo, que permita indi-
car dónde deben concentrarse los esfuerzos en el futu-
ro, identificar las buenas prácticas y comunicar los re-
sultados de una manera visual y gráfica el nivel de logro
y el progreso con el tiempo.

El índice nacional se complementará con los datos que
proporcionen las diversas entidades y dependencias de
la administración pública federal, así como con aportes
de expertos, investigadores, académicos y organizacio-

nes sociales, con el objetivo de generar el análisis co-
rrespondiente y definir una serie de recomendaciones
que el Instituto emitirá para su cumplimiento por la ad-
ministración pública federal y recomendatorias para
los demás órdenes de gobierno. Los gobiernos de las en-
tidades federativas, municipales y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México podrán implantar
mecanismos homólogos para el ámbito de su competen-
cia, además de aquellos que requieran de acuerdo a sus
especificidades.

Para la formulación y evaluación del índice nacional y
locales se considerarán, al menos, los siguientes indica-
dores:

I. Compromiso sobre el reconocimiento de la inter-
culturalidad;

II. Composición pluricultural;

III. Implantación de política pública;

IV. Dinámica demográfica;

V. Educación intercultural;

VI. Salud intercultural;

VII. Rendimiento económico;

VIII. Convivencia;

IX. Servicios públicos;

X. Mercado laboral;

XI. Espacio público;

XII. Vida cultural y civil;

XIII. Acceso a la justicia;

XIV. Lenguas;

XV. Medios de comunicación;

XVI. Hospitalidad y movilidad humana;

XVII. Identidad;



XVIII. Medición y solución de conflictos;

XIX. Liderazgo y participación social; y

XX. Perspectiva internacional.

El índice nacional se publicará anualmente en el
Diario Oficial de la Federación y, cuando se trate de
índices locales se hará en los órganos públicos de di-
fusión de cada entidad federativa.

Artículo 21. …

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos na-
cionales, estrategia y prioridades del desarrollo integral y
sustentable del país con perspectiva intercultural y de
género, contendrá previsiones sobre los recursos que serán
asignados a tales fines; determinará los instrumentos y res-
ponsables de su ejecución, establecerá los lineamientos de
política de carácter global, sectorial y regional; sus previ-
siones se referirán al conjunto de la actividad económica,
social y cultural, tomando siempre en cuenta las variables
ambientales que se relacionen a éstas y regirá el contenido
de los programas que se generen en el sistema nacional de
planeación democrática.

…

Artículo 31. El plan y los programas sectoriales serán re-
visados con la periodicidad que determinen las disposicio-
nes reglamentarias, tomando en cuenta los resultados del
Índice Nacional de Interculturalidad al que se refiere
esta Ley y demás indicadores aplicables. Los resultados
de las revisiones y, en su caso, las adecuaciones conse-
cuentes al Plan y los programas, previa su aprobación por
parte del titular del Ejecutivo, se publicarán igualmente en
el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 33. El Ejecutivo federal podrá convenir con los
gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las
formalidades que en cada caso procedan, la coordinación
que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen
en la planeación nacional del desarrollo; coadyuven, en el
ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución
de los objetivos de la planeación nacional, y para que las
acciones a realizarse por la Federación y las entidades fe-
derativas se planeen de manera conjunta. En todos los ca-
sos se deberá considerar la participación que corresponda a
los municipios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, el 28 de no-
viembre del año 2017.— Diputada Cecilia Guadalupe Soto Gonzá-
lez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Salud, suscrita por el diputado José Antonio Arévalo Gon-
zález e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, José Antonio Arévalo González y
diputados del Partido Verde Ecologista de México, en la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a con-
sideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción
XI Bis al artículo 7 de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Con la proclamación de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos en 1948 se establecieron por primera vez
los derechos y libertades a los que todo ser humano puede
aspirar de manera inalienable y en condiciones de igual-
dad; de ello se desprende que, aunque los seres humanos
tenemos diferencias en cuanto a edad, género, religión, en-
tre otras, ninguno de nosotros es inferior.

El documento ha sido traducido a más de 360 idiomas, lo
que demuestra su carácter y alcance a nivel internacional,
en él se constituyen los fundamentos de un futuro justo y
digno al alcance de todos y brinda a las personas un instru-
mento en la lucha contra la impunidad, la opresión y los
agravios a la dignidad humana; en este sentido, todos los

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2017 / Apéndice I 29



Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados30

Estados parte tienen la obligación de apoyar y defender ta-
les derechos.

Una realidad que debemos aceptar es que con la imple-
mentación de la Declaración Universal no se ha logrado
poner fin a los abusos cometidos contra los derechos hu-
manos, sin embargo, desde su nacimiento innumerables
personas han logrado una mayor libertad y respeto a los
mismos; en nuestro país el terreno conquistado en la mate-
ria ha sido significativo, se ha podido garantizar el acceso
equitativo a la educación, a las oportunidades económicas,
recursos adecuados para el pleno desarrollo de las personas
y atención sanitaria de calidad.

En este orden de ideas, una de las principales problemáti-
cas que se padece a nivel internacional es que las mujeres
son víctimas de violencia, maltrato, trata de personas, vio-
laciones y asesinatos; estos abusos a sus derechos humanos
no sólo dejan como secuela importantes daños y sufri-
miento a las personas, también afectan considerablemente
a sociedades enteras.

La respuesta internacional ha sido positiva, ya que se han
realizado importantes esfuerzos a fin de poner freno a la
violencia en contra de las mujeres, en 2008, el secretario
general de la Organización de las Naciones Unidas (ONU),
implementó una campaña internacional multianual titulada
“Unidos para poner fin a la violencia contra las mujeres”,
con ella se anima a todos los Estados parte a unir fuerzas
con el objetivo fundamental de eliminar cualquier manifes-
tación violenta contra el género femenino. 

Por otro lado, el Departamento de Asuntos Económicos y
Sociales de la ONU elaboró el “Manual de Legislación so-
bre la Violencia contra la Mujer”,1 el cual tiene como ob-
jeto ayudar a los Estados y a otros actores interesados a
mejorar y promulgar leyes que protejan la integridad y de-
rechos de las mujeres.

Es importante mencionar que diversos estudios han señala-
do que uno de los principales espacios donde se genera ma-
yor violencia contra la mujer es en el ámbito familiar, es
ahí donde se deben focalizar esfuerzos ya que muchos de
los crímenes y violaciones a su integridad física y emocio-
nal tienen origen a manos de un familiar, ya sea padre,
hermanos, tíos o su propia pareja sentimental.

La violencia intrafamiliar o doméstica es aquella que tiene
lugar dentro del propio núcleo familiar, ya sea que el agre-
sor comparta o haya compartido el mismo domicilio, y que

comprende entre otros elementos, violación, maltrato físi-
co, psicológico y abuso sexual.

De acuerdo con lo anterior, entendemos que la violencia
doméstica es un modelo de conducta aprendida, coercitiva
que involucra abuso físico o amenazas; también, puede in-
cluir violencia psicológica sistemática, ataque sexual, ais-
lamiento social progresivo, castigo, intimidación y/o coer-
ción económica.

Lamentablemente, este tipo de agresión va en aumento, ya
que una de sus características es que en la mayoría de los ca-
sos es muy difícil detectar la violencia, en términos genera-
les, se podría afirmar que es el “uso deliberado de la fuerza
para controlar y/o manipular a la pareja o al ambiente más
cercano”;2 se trata de un abuso habitual psicológico, sexual o
físico entre personas relacionadas efectivamente o adultos
contra los menores que viven en un mismo hogar.

De acuerdo con estimaciones publicadas en enero de 2016
por parte de la Organización Mundial de la Salud (OMS),
indican que una de cada tres mujeres en el mundo ha sufri-
do violencia física y/o sexual por parte de su pareja o vio-
lencia sexual por terceros en algún momento de su vida;
asimismo, aproximadamente 38% del número total de ho-
micidios femeninos se debe a la violencia conyugal, una ci-
fra muy alarmante. 

La situación de violencia que viven las mujeres en la ac-
tualidad tienen un impacto significativo en su calidad de
vida, impidiéndoles un pleno desarrollo en los diferentes
ámbitos sociales; diversos estudios han señalado que las
mujeres que han sido víctimas de abusos físicos o sexuales
en su hogar presentan mayor riesgo de padecer una serie de
problemas de salud importantes; por mencionar algunos
destaca que tienen un 16% más de probabilidades de dar a
luz a bebés con un peso por debajo del que se considera sa-
ludable y más del doble de probabilidades de padecer de-
presión, en algunas regiones son 1.5 veces más propensas
a contraer el VIH en comparación con las mujeres que no
han sido víctimas de violencia conyugal.3

En nuestro país el fenómeno de la violencia contra las mu-
jeres es un hecho significativo, no sólo por la magnitud y
el impacto social que deja a su paso, sino fundamental-
mente por el dolor y sufrimiento que genera en sus vícti-
mas; algunas de las manifestaciones más frecuentes son los
golpes, abuso sexual, insultos, amenazas y en muchos ca-
sos son ignoradas y menospreciadas por su compañero; si-
tuación que las coloca en un estado de vulnerabilidad.



Según los resultados de la Encuesta Nacional sobre la Di-
námica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH)
2016, de las mujeres mayores de 15 años aproximadamen-
te 61.1 por ciento ha padecido al menos un incidente de
violencia emocional, económica, física, sexual o discrimi-
nación en el hogar, por ende, los principales agresores son
la pareja, novio, padre o hermanos; el 43.9 por ciento de las
mujeres que tienen o tuvieron una pareja, ya sea por matri-
monio, convivencia o noviazgo han sido agredidas por su
ésta en algún momento de su vida marital.

El incremento de la violencia doméstica la ha colocado co-
mo uno de los principales problemas de salud pública,
siendo una causa prevalente de daño, incapacidad y muer-
te; por su parte, como problema jurídico y social, constitu-
ye uno de los grandes focos de atención desde la perspec-
tiva de los derechos humanos.

Por lo anterior, es necesario redoblar esfuerzos en varios
sectores, ante todo, para prevenir, eliminar y tratar esta for-
ma de violencia, así como para ofrecer los servicios de
atención necesarios a las mujeres que la padecen. 

En este orden de ideas, uno de los principales logros en
nuestro país fue la promulgación de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en ella
la violencia de género es reconocida como un asunto de Es-
tado, el cual debe prevenirse, atenderse y erradicarse.

El contenido de dicha normativa sienta las bases de coor-
dinación con diferentes instancias de los tres niveles de go-
bierno a fin de implementar las medidas necesarias enca-
minadas a la prevención, sanción y tratamiento de la
violencia contra las mujeres; en este sentido, y dando cum-
plimiento a la legislación en la materia se instaló el Siste-
ma Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar
la Violencia contra las Mujeres, el cual impulsará a las en-
tidades federativas a la creación de Centros de Justicia pa-
ra las Mujeres. 

Es evidente el terreno conquistado en la materia, actual-
mente nuestro país cuenta con una estructura claramente
dirigida a ofrecer servicios de manera coordinada, integral
y con perspectiva de género; sin embargo, es importante re-
saltar el gran impacto que la violencia tiene sobre la salud
de las mujeres.

En este contexto, es necesario que el sector salud desarrolle
líneas de acción dirigidas a dar respuesta oportuna a los dife-
rentes efectos producidos por la violencia contra la mujer, se

requiere que los diferentes servicios de salud adopten medi-
das específicas para dar atención especializada y mejorar el
acceso a los servicios de atención mental a fin de no estig-
matizar a las mujeres y que sean capaces de reconocer los
vínculos existentes entre violencia y salud mental.

Es necesario que las autoridades correspondientes fomen-
ten la sensibilización sobre este asunto, por ello es impor-
tante que el sector salud encuentre los canales de comuni-
cación adecuados a fin de convencer a las mujeres de que
no existe problema alguno en buscar ayuda en instituciones
de salud cuando hayan experimentado actos violentos; si lo
hacen deben recibir atención médica apropiada y otros ti-
pos de asistencia, así como, garantizar su confidencialidad,
seguridad y poder ser canalizadas a las centros especializa-
dos de ayuda. 

El personal médico es pieza fundamental en la atención
adecuada a las víctimas, parte de su formación debe garan-
tizar que dichos profesionales sean sensibles con respecto
a las cuestiones relacionadas con la violencia, que traten a
las mujeres con respeto y que no refuercen sus sentimien-
tos de culpa y estigma.

Investigaciones en el campo de la salud afirman que perso-
nas que son sometidas a situaciones crónicas de violencia
dentro del hogar desarrollan un debilitamiento gradual de
sus defensas físicas y psicológicas, lo cual se traduce en
enfermedades psicosomáticas como la depresión; dichas
personas también generan una importante disminución en
el rendimiento intelectual que afecta directamente en sus
actividades laborales y educativas.

Por los argumentos antes expuestos, afirmamos que la vio-
lencia intrafamiliar hacia las mujeres ha dejado de ser un
problema doméstico, privado y aislado para convertirse en
una problemática social, la cual requiere de la intervención
de las instituciones educativas, jurídicas y de salud, pues
sus efectos trascienden las barreras del núcleo familiar y se
constituyen como causa fundamental y determinante de
otras problemáticas, tales como abandono de sus activida-
des académicas o laborales. 

Las secuelas que deja la violencia en el hogar generan que la
mujer no logre un adecuado desempeño en la sociedad, vul-
nerando considerablemente sus capacidades para desempe-
ñarse adecuadamente en el ámbito académico, social y labo-
ral, por ello quienes integramos el Grupo Parlamentario del
Partido Verde trabajamos constantemente a fin de implemen-
tar los mecanismos de apoyo necesarios para ponerle fin. 
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El papel de la mujer dentro del proceso democrático del pa-
ís es fundamental, ya que se requiere de su participación
para mantener su autenticidad, así como para modificar los
sistemas y leyes que les impiden a las sociedades en su
conjunto lograr un verdadero Estado igualitario; por ello,
trabajamos incansablemente por la equidad de género, im-
pulsando agendas que brinden las mismas oportunidades
tanto a hombres como mujeres y, sobre todo, abrir los ca-
nales institucionales necesarios para empoderar al género
femenino y promover una participación cada vez mayor en
la vida política de México.

Por lo antes expuesto, las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario Partido Verde Ecologista de México
sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea
el siguiente: 

Proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XI Bis al artículo 7 de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XI Bis al ar-
tículo 7 de la Ley General de Salud, para quedar como a
continuación se indica:

Artículo 7. La coordinación del Sistema Nacional de Salud
estará a cargo de la Secretaría de Salud, correspondiéndole
a está: 

I al IX…

X. Promover el establecimiento de un sistema nacional
de información básica en materia de salud; 

X Bis. Establecer, promover y coordinar el Registro Na-
cional de Cáncer.

XI. Apoyar la coordinación entre las instituciones de sa-
lud y las educativas, para fomentar y capacitar recursos
humanos para la salud;

XI Bis. Contar con personal médico y de salud en ge-
neral capacitado y sensible para el tratamiento y cana-
lización de los casos de violencia familiar y de género.

XII al XV… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook%
20for%20legislation%20on%20VAW%20(Spanish).pdf

2 http://www.funvic.org/Violencia%20intrafamiliar.pdf

3 http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/85243/1/WHO_RHR_
HRP_13.06_spa.pdf?ua=1&ua=1

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
noviembre de 2017.— Diputados:  José Antonio Arévalo González, Je-
sús Sesma Suárez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD, LEY GENERAL DE 
POBLACIÓN Y LEY GENERAL DE INSTITUCIONES

Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
Generales de Salud, de Población, y de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, a cargo de la diputada Cecilia So-
to González, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

En los últimos años la necesidad de donaciones de tras-
plantes de órganos y tejidos de personas fallecidas en Mé-
xico sigue creciendo. Al 29 de julio de 2016, en el Sistema
del Registro Nacional de Trasplantes ubicado en la página
electrónica del Centro Nacional de Trasplantes de la Secre-
taría de Salud, 20 mil 362 personas estaban en espera de la
donación de algún órgano; 12 mil 481 personas esperaban
recibir un trasplante de riñón; 7 mil 405 personas un tras-
plante de córnea; 402 personas un trasplante de hígado; 52
personas un trasplante de corazón; 10 personas un tras-
plante de páncreas; 9 personas un trasplante de riñón-pán-
creas; 2 personas un trasplante de hígado-riñón y 1 perso-
na un trasplante de corazón-pulmón.

En contraste la cifra de trasplantes realizados es menor a la
demanda. En 2015, se realizaron 6 mil 432 trasplantes. Es-
te año 2016, al 29 de julio, se han registrado 3 mil 747 tras-
plantes; 2 mil 16 personas recibieron un trasplante de cór-
nea; 2 mil 16 personas un trasplante de riñón; 105 personas



un trasplante de hígado; 22 personas un trasplante de cora-
zón; 3 personas un trasplante de páncreas; 1 persona un
trasplante de pulmón.1

Uno de los factores que influyen en impulsar la donación
es que cuando hay muerte encefálica surgen mitos sobre si
en verdad se está muerto. En realidad, existen estrictos cri-
terios médicos y legales para declarar muerta a una perso-
na, que ha perdido en forma total e irreversible sus funcio-
nes cerebrales –cuando el tallo y la corteza cerebral están
destruidas–, y se encuentra mantenida por soporte artifi-
cial, sin poder devolverle la vida.

También, las creencias religiosas o morales influyen en la do-
nación. Aunque en la mayoría de las religiones existe una po-
sición favorable a favor de la donación y el trasplante de ór-
ganos. Ya que finalmente, es un acto de benevolencia y amor
para ayudar y salvar la vida de otra persona.

Otro obstáculo que pesa en México es que las propias ca-
pacidades de los servicios de salud para atender los proce-
sos tan complejos de trasplantes son cuando menos insufi-
cientes. De hecho, es en los grandes hospitales
especializados de la Ciudad de México, Guadalajara o
Monterrey donde se realizan la mayoría de los trasplantes
de órganos en el país, ya que se requiere la participación de
profesionales altamente especializados y los requerimien-
tos técnicos son muy complejos.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

Se entiende por trasplante conforme a la fracción XIV del
artículo 314 de la Ley General de Salud a “la transferencia
de un órgano, tejido o células de una parte a otra, o de un
individuo a otro y que se integren al organismo”. En la ma-
yoría de los casos, se realiza mediante una intervención
quirúrgica que sustituye un órgano enfermo por uno sano,
devolviendo la calidad de vida o salvar la vida misma, al
paciente enfermo.

Existe la donación en vida, que es cuando una persona de-
cide donar un órgano o tejido estando en vida. Muchos
trasplantes de donadores en vida son realizados por la rela-
ción consanguínea entre el donante y el receptor, así se do-
nan, por ejemplo, un riñón, células madre, médula ósea,
segmentos de hígado o lóbulo pulmonar.

Pero también se puede donar después de la vida, esta deci-
sión se toma cuando la persona al fallecer, especialmente
por muerte encefálica, puede donar sus órganos (riñones,

corazón, páncreas, pulmones, hígado) y tejidos (hueso,
piel, córneas, tendones, cartílago y vasos sanguíneos).
Cuando se fallece por paro cardio-respiratorio, únicamente
podrá donar tejidos. Se dice que un donante no vivo puede
salvar o mejorar la calidad de vida de hasta ocho personas
receptoras.

Sin embargo, es necesario, indudablemente, aumentar el
ritmo de donaciones de órganos. En la actualidad se cono-
cen dos formas de dar un consentimiento de la persona pa-
ra que, después de su muerte, su cuerpo o cualquiera de sus
componentes se utilicen para trasplantes de órganos: uno es
el de consentimiento tácito o expreso –el que legalmente
impera en México– y el otro es el presunto.

La donación de consentimiento tácito o expreso significa que
la persona debe expresar claramente su voluntad de donar sus
órganos al momento de su muerte. Este modelo reconoce la
libertad del individuo de disponer de su cuerpo y reconoce el
derecho de revocarla si fuera necesario. Es un modelo donde
el altruismo del donante voluntario prevalece.

La donación presunta considera que la persona que no
quiere donar sus órganos debe expresar su rechazo. En ca-
so de que no exista una constancia expresa registrada del
citado rechazo, se da por otorgado el consentimiento para
la donación de órganos, lo que autoriza la extirpación de
órganos al momento del fallecimiento de la persona. Es un
modelo donde prevalece la solidaridad con toda la socie-
dad, ya que el objetivo es lograr el mayor número posible
de donaciones de órganos.

Hay toda una discusión ética en marcha sobre las conse-
cuencias de la donación presunta. Lo que es un hecho, es
que en países como España, donde existe la donación pre-
sunta, es en donde se tienen registrados el mayor número
de donaciones y trasplantes en relación al número de habi-
tantes. Países de Europa y Latinoamérica lo han incorpora-
do en su legislación, de estos últimos destacan Argentina,
Brasil, Colombia y Uruguay.

En México, donde se da la donación de órganos y tejidos
de manera tácita o expresa, todavía se requiere de toda una
cadena familiar de la persona fallecida para autorizarla.
Con la donación presunta, esto ya no sería necesario. La
discusión, tiene que ver con las formas de implementarla.

Por lo anteriormente expuesto, se proponen las siguientes
reformas a la Ley General de Salud:
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• Reformar el artículo 321, para que se establezca el
consentimiento presunto en la donación para trasplantes
después de la muerte, prescindiendo de la figura actual
de consentimiento tácito.

• Reformar el artículo 324, para especificar que “habrá
consentimiento presunto del donante cuando no haya
dejado constancia expresa de su oposición a que des-
pués de su muerte su cuerpo o componentes sean utili-
zados para trasplantes”. Asimismo, en el citado artícu-
lo, se busca dar la oportunidad a aquellas personas que,
en caso de fallecer, no deseen ser donantes de órganos
y tejidos puedan manifestarlo, o en su caso su consen-
timiento, ya sea en la cédula de identidad ciudadana o
en la credencial para votar, u otro documento público
que para este propósito determine la Secretaría de Sa-
lud. Dicha manifestación de la persona deberá quedar
inscrita en el Registro Nacional de Trasplantes que ad-
ministra el Centro Nacional de Trasplantes de la Se-
cretaría de Salud.

• Sustituir, en el artículo 325, la figura del consenti-
miento tácito por el consentimiento presunto, para que
aplique la donación sólo una vez que se confirme la pér-
dida de la vida del disponente conforme a lo estableci-
do en la Ley General de Salud, las exigencias éticas, los
avances científicos en la materia, y la práctica médica
generalmente aceptada.

• Señalar que, en la donación presunta, “los órganos y
tejidos sólo podrán extraerse cuando se requieran para
fines de trasplantes.”

• Establecer, en el artículo 326, relacionado a las res-
tricciones para la donación otorgada por menores de
edad, incapaces o por personas que por cualquier cir-
cunstancia se encuentre impedidas libremente en vida,
su consentimiento o negativa expresa considerando la
figura del consentimiento presunto.

• Reformar el artículo 334 para que al realizar un tras-
plante se consulte si existe en el Registro Nacional de
Trasplantes inscripción del difunto o donante que mani-
fieste su consentimiento o negativa expresa a la donación.
Asimismo, siempre que las circunstancias no lo impidan
se facilite a los familiares de la persona fallecida, infor-
mación completa, amplia, veraz y oportuna sobre la ne-
cesidad, naturaleza y circunstancias de la obtención de
los órganos y tejidos, restauración, conservación o prácti-
cas de sanidad mortuoria.

• Reformar la fracción II del artículo 316 Bis, para que
los coordinadores hospitalarios de la donación de órga-
nos y tejidos para trasplantes consulten si existe negati-
va expresa del fallecido a la donación, así como infor-
mar al familiar presente sobre el procedimiento de la
donación de órganos y tejidos para trasplantes.

• Adicionar una nueva fracción VI al artículo 338, con
el objetivo de que el Centro Nacional de Trasplantes, a
cargo del Registro Nacional de Trasplantes, tenga como
mandato expreso en dicho Registro, inscribir a las ciu-
dadanas o los ciudadanos que manifiesten su consenti-
miento o negativa expresa a la donación en materia de
órganos, tejidos o células.

• Reformar el artículo 107 de la Ley General de Pobla-
ción, para que en armonía con las propuestas de refor-
mas al artículo 324 de la Ley General de Salud, se man-
date de manera expresa con la adición de una fracción
VII, que en la Cédula de Identidad Ciudadana se posibi-
lite, cuando lo solicite el ciudadano, que ésta contenga
la manifestación de consentimiento o negativa expresa a
la donación de órganos, tejidos o células.

• Adicionar un inciso f) al numeral 2 del artículo 156 de
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, para que también en armonía con las propuestas
de reformas al artículo 324 de la Ley General de Salud,
se mandate de manera expresa que, en la credencial pa-
ra votar, se posibilite cuando lo solicite el ciudadano, in-
cluir la manifestación de consentimiento o negativa ex-
presa a la donación de órganos, tejidos o células.

Debe señalarse que tanto para la Cédula de Identidad Ciu-
dadana, como para la credencial para votar, se proponen las
previsiones de reformas legales en las leyes correspondien-
tes para que la ciudadana o el ciudadano pueda modificar
su manifestación de consentimiento o negativa expresa a la
donación de órganos, tejidos o células en términos de la
Ley General de Salud.

Asimismo, para que entre en vigor esta reforma se plantea en
el primer artículo transitorio, un tiempo de trescientos sesen-
ta y cinco días naturales a partir de la publicación de su de-
creto en el Diario Oficial de la Federación. Esto, debido a que
se considera necesario para que las instituciones oficiales in-
volucradas se preparen para hacerla realidad. Además, para
que, bajo el principio de máxima difusión, la ciudadanía ten-
ga suficiente tiempo para conocer la reforma relacionada al
consentimiento presunto de donaciones de órganos y tejidos,



ya que se requiere educación y una cultura solidaria, para te-
ner una actitud más positiva ante la citada donación. En es-
pecial, es importante que la ciudadanía conozca que podrá
registrarse en un documento oficial manifestando que no de-
sea donar sus órganos y tejidos, además de conocer que esto
constará en el Registro Nacional de Trasplantes respectivo
para que su cuerpo no sea sujeto a ablación.

Igualmente, en un segundo artículo transitorio se señala
que la Secretaría de Salud, la Secretaría de Gobernación y
el Instituto Nacional Electoral deberán, en un plazo de 180
días naturales posteriores a la publicación del presente de-
creto, adecuar sus reglamentos, procedimientos internos e
implementar las acciones que sean necesarias para su debi-
da aplicación.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, se propo-
ne la discusión y, en su caso, la aprobación de esta iniciati-
va con proyecto de decreto.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; los artículos 6, fracción 1, numeral I., 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la suscrita, diputada Cecilia Guada-
lupe Soto González, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, en la LXIII Le-
gislatura, somete a consideración de este pleno, la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Salud, de la Ley General de Población,
y de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales, en materia de donación y trasplantes de ór-
ganos y tejidos

Artículo Primero. Se reforma la fracción II del artículo
316 Bis, el artículo 321, el artículo 324, el artículo 325, el
primer párrafo y la fracción I del artículo 326, las fraccio-
nes II y II Bis del artículo 334, las fracciones V y VI del ar-
tículo 338; se adicionan un tercer, cuarto y quinto párrafos
y se recorre el tercero al sexto párrafo del artículo 324; una
fracción VII al artículo 338 de la Ley General de Salud, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 316 Bis. ...

...

Corresponderá a los coordinadores a los que se refiere este
artículo:

I. ...

II. Consultar si existe en el Registro Nacional de
Trasplantes o en documento público, negativa expre-
sa del fallecido a la donación, así como informar al
familiar presente sobre el procedimiento de la dona-
ción de órganos y tejidos para trasplantes, en térmi-
nos del artículo 334 de esta ley;

III. a X. (...)

Artículo 321. La donación en materia de órganos, tejidos,
células y cadáveres, consiste en el consentimiento presun-
to o expreso de la persona para que, en vida o después de
su muerte, su cuerpo o cualquiera de sus componentes se
utilicen para trasplantes.

Artículo 324. Habrá consentimiento presunto del donante
cuando no haya dejado constancia expresa de su oposición
a que después de su muerte su cuerpo o componentes se-
an utilizados para trasplantes. Dicha oposición, podrá
referirse a la disposición total del cuerpo o limitada cuan-
do sólo se otorgue respecto de determinados componentes.

El escrito por el que la persona exprese no ser donador po-
drá constar en alguno de los documentos públicos que pa-
ra este propósito se determinen por la Secretaría de
Salud, así como en aquellos señalados en este artículo.

La Secretaría de Gobernación, con el apoyo de la Se-
cretaría de Salud a través del Centro Nacional de Tras-
plantes, estará obligada a registrar y asentar en la Cé-
dula de Identidad Ciudadana de toda ciudadana o todo
ciudadano, la manifestación de su consentimiento o ne-
gativa expresa a la donación en materia de órganos, te-
jidos o células.

Asimismo, el Instituto Nacional Electoral, con el apoyo
de la Secretaría de Salud a través del Centro Nacional
de Trasplantes, estará obligado a registrar y asentar en
la credencial para votar de toda ciudadana o todo ciu-
dadano, la manifestación de su consentimiento o nega-
tiva expresa a la donación en materia de órganos, teji-
dos o células.

Tanto la Secretaría de Gobernación, como el Instituto
Nacional Electoral informarán al Centro Nacional de
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Trasplantes de la ciudadana o el ciudadano que mani-
fieste su consentimiento o negativa expresa a la dona-
ción por medio de la Cédula de Identidad Ciudadana o
la Credencial para Votar para que a su vez se inscriba
en el Registro Nacional de Trasplantes. En todo mo-
mento, la ciudadana o el ciudadano podrán modificar
su consentimiento o negativa expresa para la donación,
manifestándolo ante la autoridad donde haya realizado
dicho registro.

Las disposiciones reglamentarias determinarán aquellos
asuntos no considerados para obtener dicho consenti-
miento o negativa expresa.

Artículo 325. El consentimiento presunto sólo aplicará pa-
ra la donación de órganos y tejidos una vez que se confir-
me la pérdida de la vida del disponente conforme a lo esta-
blecido en esta ley, las exigencias éticas, los avances
científicos en la materia y la práctica médica generalmente
aceptada.

En el caso de la donación por consentimiento presunto, los
órganos y tejidos sólo podrán extraerse cuando se requie-
ran para fines de trasplantes.

Artículo 326. El consentimiento o negativa expresa a la
donación en materia de órganos, tejidos o células, tendrá
las siguientes restricciones respecto de las personas que a
continuación se indican:

I. El presunto o expreso otorgado por menores de
edad, incapaces o por personas que por cualquier
circunstancia se encuentren impedidas para expre-
sarlo libremente en vida, no será válido, y

II. ...

Artículo 334. ...

I. ...

II. Consultar si existe en el Registro Nacional de
Trasplantes inscripción del difunto que manifieste su
consentimiento o negativa expresa a la donación en
materia de órganos, tejidos o células o en su caso en
documento público, siempre que las circunstancias
no lo impidan, conforme al artículo 324 de esta ley;

II Bis. Siempre que las circunstancias no lo impidan,
se deberá facilitar al o la cónyuge, el concubinario, la

concubina, los descendientes, los ascendientes, los
hermanos, el adoptado o el adoptante del donante,
conforme a la prelación señalada, información com-
pleta, amplia, veraz y oportuna sobre la necesidad,
naturaleza y circunstancias de la obtención de los ór-
ganos y tejidos, restauración, conservación o prácti-
cas de sanidad mortuoria, y

III. ...

Artículo 338. ...

I. a IV. (...)

V. Los datos de los receptores considerados candidatos
a recibir el trasplante de un órgano, tejido o células, in-
tegrados en bases de datos hospitalarias, institucionales,
estatales y nacional;

VI. Los casos de muerte encefálica en los que se haya
concretado la donación, así como los órganos, tejidos o
células que fueron trasplantados en su caso, y

VII. El registro de ciudadanas o ciudadanos, que ma-
nifiesten su consentimiento o negativa expresa a la
donación en materia de órganos, tejidos o células.

…

Artículo Segundo. Se reforman las fracciones V y VI al ar-
tículo 107, las fracciones II y III al artículo 109; se adicionan
una fracción VII al artículo 107 y una fracción al artículo 109,
de la Ley General de Población, para quedar como sigue:

Artículo 107. La Cédula de Identidad Ciudadana con-
tendrá cuando menos los siguientes datos y elementos de
identificación:

I. a V. ...

VI. Firma y huella dactilar, y

VII. A solicitud del ciudadano, manifestación de con-
sentimiento o negativa expresa a la donación de ór-
ganos, tejidos o células en términos de la Ley Gene-
ral de Salud.

Artículo 109. La Cédula de Identidad Ciudadana deberá
renovarse;



I. ...

II. ...

III. Cuando los rasgos físicos de una persona cambien
de tal suerte que no se correspondan con los de la foto-
grafía que porta la cédula, y

IV. Cuando el ciudadano decida modificar su mani-
festación de consentimiento o negativa expresa a la
donación de órganos, tejidos o células en términos de
la Ley General de Salud.

…

Artículo Tercero. Se reforman los incisos d) y e) del nu-
meral 2 y el numeral 3, así como se adiciona un inciso f) al
citado numeral 2, todos del artículo 156 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar
como sigue:

Artículo 156.

1. ...

a) a i) ...

2. ...

a) a d) ...

e) En el caso de la que se expida al ciudadano residente
en el extranjero, la leyenda “Para Votar desde el Extran-
jero”, y

f) A solicitud del ciudadano, manifestación de con-
sentimiento o negativa expresa a la donación de ór-
ganos, tejidos o células en términos de la Ley Gene-
ral de Salud.

3. A más tardar el último día de enero del año en que se ce-
lebren las elecciones, los ciudadanos cuya credencial para
votar hubiera sido extraviada, robada, sufrido deterioro
grave o cuando decidan modificar su manifestación de con-
sentimiento o negativa expresa a la donación de órganos,
tejidos o células en términos de la Ley General de Sa-
lud, deberán solicitar su reposición ante la oficina del Re-
gistro Federal de Electores correspondiente a su domicilio.

4. ...

5. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los tres-
cientos sesenta y cinco días naturales después de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud, la Secretaría de Gober-
nación y el Instituto Nacional Electoral deberán, en un pla-
zo de 180 días naturales posteriores a la publicación del
presente decreto, adecuar sus reglamentos, procedimientos
internos e implementar las acciones que sean necesarias
para su debida aplicación.

Nota

1 http://www.cenatra.salud.gob.mx/interior/trasplante_estadisticas.
html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.—
Diputada Cecilia Guadalupe Soto González (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Go-
bernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley General de
Salud, suscrita por el diputado José Antonio Arévalo Gon-
zález e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, José Antonio Arévalo González y
diputados federales del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, en la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, fracción I, 77 numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, sometemos a la con-
sideración de esta soberanía, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
IX Bis 1 al artículo 3 de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente:
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Exposición de Motivos

Los cánceres que afectan a la mujer, como el de mama, el
cervicouterino y el ovárico, provocan cientos de miles de
defunciones prematuras. Las inversiones y los programas
encaminados a prevenir y tratar las formas de cáncer que
afectan a las mujeres, como el cervicouterino, han mejora-
do la situación y dado lugar a reducciones fuertes en países
de ingresos altos. El cáncer cervicouterino es a nivel mun-
dial el segundo cáncer más frecuente entre las mujeres. No
obstante, debido al acceso limitado a los servicios de de-
tección y tratamiento, la gran mayoría de las defunciones
ocurre entre mujeres que viven en países de ingresos bajos
y medianos.1

El cáncer cervicouterino (CCU) es un tumor maligno que
inicia en el cuello de la matriz causado por la infección per-
sistente de los virus de papilomas humanos (VPH) de alto
riesgo, una infección de transmisión sexual. Los tipos 16 y
18 del VPH son los que comúnmente se encuentran en el
CCU y combinados representan cerca del 70 por ciento de
los casos de cáncer cervicouterino (CCU) en América La-
tina. Este tipo de cáncer afecta a 8 de cada 10 personas
(hombres y mujeres) en algún momento de la vida.2

A nivel mundial, el cáncer de cuello uterino (CCU) es la
séptima neoplasia3 más frecuente en la población mundial
y la cuarta más frecuente entre las mujeres con un estima-
do de 528 mil nuevos casos diagnosticados anualmente, 85
por ciento de los cuales se registran en países en vías de de-
sarrollo. La incidencia varía desde 42.7 en África Oriental,
hasta 4.4 por cada 100 mil mujeres en Asia occidental (Me-
dio Oriente). Se han reportado aproximadamente 266 mil
defunciones anuales por cáncer cervicouterino, 87 por
ciento de las cuales ocurren en países subdesarrollados.
Las tasas de mortalidad van de 2 en Asia Occidental hasta
27.6 defunciones por cada 100 mil mujeres en África
Oriental.4

La tendencia de la mortalidad es descendente debido a una
menor incidencia de la enfermedad por la mejora en las
condiciones sociales y la respuesta de los sistemas de sa-
lud. Por lo tanto, constituye un indicador de desigualdad,
ya que la mortalidad tiende a concentrarse en las regiones
más desfavorecidas.5

En América Latina el cáncer cervicouterino es la segunda
neoplasia más común en mujeres, con 68 mil 818 casos
anuales. La incidencia en la región es de 21.2 casos por ca-
da 100 mil mujeres, alcanzando valores superiores a 30 en

países como Perú, Paraguay, Guyana, Bolivia, Honduras,
Venezuela, Nicaragua y Surinam.6

En esta región la mortalidad es de 8.7 defunciones por ca-
da 100 mil mujeres. El 75 por ciento de las 28 mil 565 de-
funciones anuales por esta causa ocurren en seis países:
Brasil, México, Colombia, Perú, Venezuela y Argentina;
sin embargo, la mortalidad es más alta en Guyana (21.9),
Bolivia (21.0) y Nicaragua (18.3).7

Los factores que favorecen la progresión de la infección
por VPH a cáncer de cuello uterino son:8

1. Tabaquismo.

2. Infecciones de transmisión sexual concomitantes
(herpes, clamidia).

3. Uso de hormonales orales

4. Número elevado de embarazos.

5. Deficiencias nutricionales.

6. Inicio de vida sexual sin protección en la adolescen-
cia.

8 de cada 10 personas en algún momento de la vida se
infectan por VPH, pero sólo en 1 de cada mil la infec-
ción persiste y puede progresar a cáncer.9

El cáncer de cuello uterino es la única neoplasia prevenible
al 100 por ciento, mediante:

* Vacunación contra VPH (protege contra los tipos de
VPH asociados al 70 por ciento de los cánceres)

* Uso del condón (reduce en 70 por ciento la transmi-
sión del VPH)

* Detección y tratamiento de lesiones precancerosas

* Evitar el consumo de tabaco

Otros factores que contribuyen a la aparición del cáncer
cervicouterino son la situación socioeconómica baja, la in-
munodepresión, un gran número de partos y el uso prolon-
gado de anticonceptivos orales. Sin duda, las mujeres cons-
tituyen un grupo más vulnerable o poco favorecido para
contraer cáncer cervicouterino y, en específico, el sector



que está expuesto a un mayor riesgo de sufrir cáncer cervi-
couterino es el de las mujeres indígenas que viven en zonas
rurales, así como las sexoservidoras. En ese contexto, di-
versas estadísticas señalan que la incidencia máxima de la
infección por el VPH se presenta en la adolescencia, poco
después de la iniciación de la actividad sexual.10

En virtud de ello, es de resaltar que la información y edu-
cación sanitaria acerca del comportamiento sexual sano en
las adolescentes, así como la postergación de la iniciación
sexual, un número pequeño de compañeros sexuales y el
uso del condón, son fundamentales en la prevención del
cáncer cervicouterino.11

Respecto a las mujeres adultas, los exámenes para detectar
lesiones precancerosas del cuello uterino, seguidas del tra-
tamiento de las lesiones, han sido la manera más eficaz de
detener la progresión a un cáncer invasor.

No obstante, es de destacar que las consideraciones de géne-
ro son particularmente importantes, ya que la situación so-
ciocultural y económica de las mujeres, sus creencias religio-
sas, su grado de instrucción y su grupo étnico influyen en su
acceso a la información y en la demanda y la utilización de
servicios de prevención del cáncer cervicouterino.12

Ahora bien, por lo que hace a la investigación científica para
la prevención y detección oportuna del cáncer cervicouterino,
es de indicar que, derivado de diversos estudios, se han im-
plementado diversas técnicas, dentro de las que se encuentran
la inspección visual con ácido acético (IVA) y la prueba del
ADN del VPH, cuyos resultados han sido iguales o mejores
que los de la prueba de Papanicolaou. Como los resultados
del IVA se conocen de inmediato, se puede adoptar un enfo-
que basado en una consulta única en la que se combinan el ta-
mizaje y el tratamiento de afecciones precancerosas. Con es-
te enfoque se ha logrado una gran reducción de las tasas de
mortalidad. Varios países de la región, como Bolivia, Colom-
bia, Costa Rica, Guatemala, México y Perú, están utilizando
actualmente métodos alternativos de tamizaje. Por consi-
guiente, en cada país se deben ampliar los distintos métodos
de tamizaje según el grado de acceso a los sistemas de salud,
la disponibilidad de servicios de laboratorio y los recursos
humanos y económicos.13

En México, desde 2006, el cáncer de cuello uterino es la
segunda causa de muerte por cáncer en la mujer.

Anualmente se estima una ocurrencia de 13 mil 960 casos
en mujeres, con una incidencia de 23.3 casos por cada 100

mil mujeres. En el año 2013, se registraron 3 mil 784 de-
funciones en mujeres con una tasa cruda de 7 defunciones
por cada 100 mil mujeres.14

En el grupo específico de mujeres de 25 años y más, se re-
gistraron 3 mil 771 defunciones en mujeres con una tasa
cruda de 11.3 defunciones por cada 100 mil mujeres y un
promedio de edad a la defunción de 59 años. Las entidades
con mayor mortalidad por cáncer de cuello uterino son:
Morelos (18.6), Chiapas (17.2) y Veracruz (16.4).

Al respecto, la Organización Mundial de Salud ha reco-
mendado la adopción de un enfoque integral para prevenir
y controlar el cáncer cervicouterino, dicho enfoque debe
ser multidisciplinario e incluir componentes como la edu-
cación y sensibilización de la comunidad, la movilización
social, la vacunación, la detección, el tratamiento y los cui-
dados paliativos, en ese sentido, señala que la prevención
primaria comienza con la vacunación de las niñas de 9 a 13
años antes de que inicien su vida sexual.15

Otras intervenciones preventivas recomendadas destinadas
a adolescentes, hombres o mujeres según proceda, son:
educar en materia de prácticas sexuales seguras y retrasar
el inicio de la vida sexual; promover el uso de preservati-
vos y suministrarlos a quienes ya hayan iniciado su vida se-
xual; advertir contra el consumo de tabaco, que a menudo
comienza en la adolescencia y es un factor de riesgo im-
portante de CCU y de otros tipos de cáncer; así como la cir-
cuncisión masculina.16

Bajo este contexto, la Organización Mundial de la Salud ha
reiterado en varias ocasiones tres recomendaciones básicas
para los países subdesarrollados, estas consisten en: 

* La administración a las niñas, entre los 9 y 13 años, de
dos dosis de la vacuna contra los papilomavirus huma-
nos (PVH).

* Difundir información de forma más amplia.

* Utilizar las pruebas de detección de PVH como méto-
do de cribado para prevenir el cáncer cervicouterino.

Sobre el particular, en nuestro país ya se han implementa-
do y desarrollado diversas políticas públicas en lo que se
refiere a la vacuna contra el virus del papiloma humano e
incluirla en el esquema de vacunación nacional de las ni-
ñas, así como difundir información sobre el tema de forma
más amplia; no obstante, por lo que hace a la investigación
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científica para utilizar las pruebas de detección de PVH co-
mo método de cribado para prevenir el cáncer cervicoute-
rino aún nos hace falta camino por recorrer, al respecto, es
de indicar que dicho método resulta de vital trascendencia,
toda vez que si el resultado de la pruebas de detección del
PVH es negativo, la mujer no tendrá que someterse de nue-
vo a la prueba, al menos durante cinco años, aunque sí de-
berá repetirla antes de que transcurran diez años. Conse-
cuentemente, si tómanos en cuenta el costo de otros tipos
de pruebas, este método supondrá un importante ahorro pa-
ra los sistemas de salud.

En virtud de lo anterior, con la presente iniciativa en el
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico proponemos establecer como materia de salubri-
dad general, la investigación científica para la detección
oportuna de los factores de riesgo del cáncer cervicou-
terino, con la finalidad de que se incremente la investiga-
ción científica en la utilización de las pruebas de detección
de PVH como método de cribado para prevenir el cáncer
cervicouterino y con ello contribuir a garantizar el derecho
humano a la protección de la salud.

Lo anterior, toda vez que la Organización Mundial de la
Salud ha señalado reiteradamente que la prevención y el
control del cáncer cervicouterino pueden salvar muchas vi-
das de niñas y mujeres en el mundo entero y con ello abo-
nar en la solución de un problema que tiene su origen en la
desigualdad y que a su vez genera desigualdad.

Y es que si el acceso a los servicios de salud o la ausencia de
programas para tratar este tipo cáncer se torna limitado, dicha
situación provoca desigualdad, pues las mujeres más pobres
y de las zonas rurales de los países en vías de desarrollo co-
rren el mayor riesgo de padecer cáncer cervicouterino.

Bajo este contexto, es de resaltar que el derecho humano a
la protección de la salud es parte de los mínimos básicos
que el Estado debe garantizar para la población de nuestro
país. Proteger a las niñas y mujeres de México es de vital
trascendencia, toda vez que el rol de la mujer en la vida so-
cial, política, económica y familiar de nuestro país resulta
indispensable para lograr el desarrollo sostenible, la paz y
la democracia.

Consecuentemente, garantizar el derecho humano a la salud
de las niñas y mujeres contribuye virtualmente a su empode-
ramiento, ya que el hecho de no contar con una buena salud,
limita su inclusión en diversos sectores, como los de la parti-
cipación política, así como en el de la toma de decisiones en

el sector empresarial, la administración pública, etcétera. No
fomentar el empoderamiento de las mujeres, así como su par-
ticipación en los ámbitos de decisión se convierte en un obs-
táculo para el desarrollo de cualquier país.

Al respecto, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
se basa en la igualdad de género, en consecuencia, las Na-
ciones Unidas han reflexionado sobre la manera de acele-
rar y aprovechar al máximo la aplicación eficaz de esta
Agenda 2030 y sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible
(ODS) a fin de lograr el empoderamiento de las mujeres y
las niñas. En específico el objetivo 5 establece que se debe
“lograr la igualdad de género y empoderar a todas las mu-
jeres y las niñas”.

Sobre el particular, ONU-Mujeres ha señalado diversos
principios para empoderar a las mujeres, los cuales consis-
ten en:17

1. Promover la igualdad de género desde la dirección al
más alto nivel.

2. Tratar a todos los hombres y mujeres de forma equi-
tativa en el trabajo; respetar y defender los derechos hu-
manos y la no discriminación.

3. Velar por la salud, la seguridad y el bienestar de to-
dos los trabajadores y trabajadoras.

4. Promover la educación, la formación y el desarrollo
profesional de las mujeres.

5. Llevar a cabo prácticas de desarrollo empresarial, ca-
dena de suministro y mercadotecnia a favor del empo-
deramiento de las mujeres.

6. Promover la igualdad mediante iniciativas comunita-
rias y cabildeo.

7. Evaluar y difundir los progresos realizados a favor de
la igualdad de género.

En ese sentido, el Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, comprometido con asegurar la
salud universal de las niñas y mujeres mexicanas, pro-
pone establecer como materia de salubridad general, la
investigación científica para la detección oportuna de
los factores de riesgo del cáncer cervicouterino, a efecto
de contribuir al empoderamiento de ellas, toda vez que si
queremos crear economías fuertes, lograr objetivos de de-



sarrollo y sostenibilidad convenidos internacionalmente,
así como mejorar la calidad de vida de las mujeres, las fa-
milias y las comunidades, es imperativo empoderar a las
mujeres para que participen plenamente en la vida econó-
mica, política y en todos los sectores de nuestro país.

Por lo anteriormente planteado, en aras de contribuir con el
empoderamiento de las niñas y mujeres de México, a tra-
vés del aseguramiento de la salud universal, sometemos a
su consideración la siguiente iniciativa con:

Proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
IX Bis 1 al artículo 3 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona una fracción IX Bis 1 al ar-
tículo 3 de la Ley General de Salud, recorriéndose las de-
más en el orden subsecuente, para quedar como sigue:

Ley General de Salud

Artículo 3. En los términos de esta Ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. a IX Bis. (…)

IX Bis 1. La investigación científica para la detección
oportuna de los factores de riesgo del cáncer cervi-
couterino.

X. a XXVIII. (…)

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Cfr. Organización Panamericana de la Salud, Oficina Regional de la
Organización Mundial de la Salud, Prevención y control integrales del
cáncer cervicouterino: un futuro más saludable para niñas y mujeres,
Nota de orientación, 2013. 

http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/ 85344/1/ 9789275317
471_ spa.pdf?ua=1

2 Cfr. 

https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/cancer-de-cue-
llo-uterino

3 Neoplasia.- Multiplicación o crecimiento anormal de células en un
tejido del organismo. Tumor.

4 Cfr. 

https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/cancer-de-cue-
llo-uterino

5 Ibídem

6 Ibídem

7 Ibídem

8 Ibídem

9 Ibídem

10 Cfr. Organización Panamericana de la Salud, Oficina Regional de la
Organización Mundial de la Salud, Estrategia y Plan de Acción Regio-
nal para la Prevención y el Control del Cáncer Cervicouterino en Amé-
rica Latina y el Caribe, PP-5-6. file:///C:/Users/User/Downloads/Estra-
tegia%20y%20plan%20accion%20regional%20SP.pdf

11 Ibídem

12 Ibídem

13 Ibídem

14 Cfr. 

https://www.gob.mx/salud/acciones-y-programas/cancer-de-cue-
llo-uterino

15 Cfr. 

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs380/es/

16 Ibídem

17 Cfr. 

http://www.unwomen.org/es/partnerships/businesses-and-founda-
tions/womens-empowerment-principles

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
noviembre del año 2017.— Diputados: José Antonio Arévalo Gonzá-
lez,  Jesús Sesma Suárez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 132 de Ley Federal del
Trabajo, suscrita por el diputado José Antonio Arévalo
González e integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, José Antonio Arévalo González e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México en la LXIII Legislatura, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración de esta asamblea la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto, por el que se adicio-
na la fracción XXIX al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), el cáncer
de mama es el más frecuente en las mujeres de los países des-
arrollados y de los países en desarrollo. La incidencia de cán-
cer de mama está aumentando en el mundo en desarrollo de-
bido a la mayor esperanza de vida, el aumento de la
urbanización y la adopción de modos de vida occidentales.

Pese al avance para su erradicación, las estrategias de pre-
vención no pueden eliminar la mayoría de los casos de cán-
cer de mama que se dan en los países de ingresos bajos y
medios, donde el diagnóstico del problema se hace en fa-
ses muy avanzadas, por ello la detección precoz sigue sien-
do la piedra angular del control del cáncer de mama.

La OMS promueve el control del cáncer de mama en el
marco de los programas nacionales de lucha contra el cán-
cer, integrándolo en la prevención y el control de las enfer-
medades no transmisibles.

El escenario es alarmante, el propio titular del Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS), Mikel Arriola Peña-
losa, refirió que México requiere unir sus esfuerzos y dar
una respuesta integral a este problema, pues tenemos cifras
que cada vez más personas mueren por este padecimiento.

Arriola comentó además que en el IMSS la incidencia de
cáncer de mama es de 22 por cada 100 mil mujeres, cifra
que, si bien está por debajo de los 35 casos promedio de la
OMS, lo cierto es que no deja de representar un riesgo ur-
gente de atender.

El secretario de Salud, José Narro Robles, refirió que en
América Latina se registran al año más de un millón de ca-
sos nuevos de cáncer y 550 mil fallecimientos por este pa-
decimiento, mientras que en México se presentan 190 mil
casos nuevos anuales y unas 80 mil defunciones.

Las cifras en sí reflejan la magnitud del problema, sin em-
bargo, los alcances y consecuencias del cáncer de mama
van mucho más allá. Quienes lo padecen enfrentan conse-
cuencias personales, sociales, laborales y políticas.

Las mujeres afectadas por este padecimiento deben enfren-
tar consecuencias que además de poner en riesgo su salud,
afectan significativamente su núcleo social y familiar, pues
aquellos quienes las rodean se ven involucrados en una se-
rie de situaciones que sin duda ponen en riesgo la estabili-
dad emocional entre éstos.

Cambios físicos y económicos, los primeros como conse-
cuencia de las terapias para su tratamiento, mientras que
los segundos surgen como consecuencia de varios factores,
el principal, los altos costos de la atención médica del pa-
decimiento, sin omitir el abandono laboral provocado por
la necesidad de atender su salud, ya que, en ocasiones, la
falta de apoyo por parte de los patrones es razón indiscuti-
ble para abandonar sus empleos.

Aunque resulte difícil relacionarlo, se considera que las en-
fermedades que afectan preponderantemente a las mujeres,
son una limitante para desarrollarse en los diferentes ámbi-
tos, en el caso que nos ocupa se trata de la participación po-
lítica de la mujer.

El liderazgo y la participación política de las mujeres se en-
cuentran en peligro, tanto a escala nacional como interna-
cional; pese a los avances, las mujeres siguen teniendo me-
nor representación no sólo como votantes, también en los
puestos directivos, ya sea en cargos de elección popular, en
la administración pública, el sector privado o el mundo
académico. Esta realidad contrasta con su indudable capa-
cidad como líderes y agentes de cambio y su derecho a par-
ticipar igualitariamente en la gobernanza democrática.

Las mujeres se enfrentan a un sinfín de obstáculos, como
señala la resolución sobre la participación de la mujer en la
política aprobada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas en 2011, “las mujeres siguen estando marginadas
en gran medida de la esfera política en todo el mundo, a
menudo como resultado de leyes, prácticas, actitudes y es-
tereotipos de género discriminatorios, bajos niveles de edu-



cación, falta de acceso a servicios de atención sanitaria,
y debido a que la pobreza las afecta de manera despropor-
cionada”.1

Algunas mujeres han conseguido superar estos obstáculos;
a nivel internacional la participación de las mujeres en el
parlamento va en aumento, ejemplo de ello es Ruanda co-
mo el país con mayor número de parlamentarias; 61.3 por
ciento de los escaños de la Cámara baja están ocupados por
mujeres.2

A escala mundial sigue habiendo diferencias importantes
en los porcentajes promedio de parlamentarias según las
regiones. En junio de 2017 se registraban los siguientes
(Cámaras únicas, bajas y altas combinadas): países nórdi-
cos, 41.7; América, 28.1; Europa (incluidos los países nór-
dicos), 26.5; Europa (excluidos los países nórdicos), 25.3;
África subsahariana, 23.6; Asia, 19.4; países árabes, 17.4;
y región del Pacífico, 17.4.3

Por lo que hace al país, el avance en la participación polí-
tica de las mujeres ha sido un proceso que se ha ido conso-
lidando a través del tiempo, volviéndose más visible a par-
tir de la segunda mitad del siglo XX. La relevancia de
generar indicadores de género en el tema radica en que per-
mite visibilizar las brechas, los avances y los retrocesos en
la participación de mujeres en la toma de decisiones desde
el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Judicial.4

Respecto al Poder Legislativo, vemos con agrado cómo se ha
avanzado en la inclusión de las mujeres en dicha esfera, se-
gún se muestra en las siguientes gráficas, obtenidas del Cen-
tro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad
de Género (CEAMEG) de la Cámara de Diputados:

*Datos actualizados al 13 de febrero de 2014.
Fuente: CEAMEG, con base en información estadística parlamentaria,
2014.

*Datos actualizados al 13 de febrero de 2014.
Fuente: CEAMEG, con base en información estadística parlamentaria,
2014.

A la par de este crecimiento, la participación de la mujer en
los procesos de adopción de decisiones o el desempeño de
cargos públicos ha tenido resultados significativos en la
buena gobernanza que incumbe a toda la comunidad. Por
ejemplo, los estudios de caso y las investigaciones indican
que la mayor participación de la mujer en los procesos de
adopción de decisiones se ha reflejado en un incremento
del gasto público en actividades relacionadas con el medio
ambiente y con la salud.5

Por ello debemos centrarnos en este sector de mujeres que,
por una inadecuada atención a su salud, se limita e incluso
se priva de participar activamente en la vida social y polí-
tica del país; de ahí la importancia de implementar y ro-
bustecer los esfuerzos hasta hoy implementados para com-
batir, a través de la prevención el cáncer de mama.

No podemos ser omisos a las acciones implantadas hasta el
momento por las autoridades de salud en el país, pero tam-
poco podemos dejar de observar la creciente y, sobre todo,
alarmante cifra de enfermas de cáncer de mama; para quie-
nes es vital la detección y prevención de manera temprana,
pues con ello se garantizaría un tratamiento y cura si se ac-
túa de manera pronta, por lo que debe prevalecer la actitud
y la conciencia de médicos y pacientes para hacer frente a
la enfermedad tal y como lo refirió el actual Secretario de
Salud, José Narro Robles, durante su participación en el fo-
ro Cáncer, desafíos en México y América Latina.

Por lo anterior, el Partido Verde Ecologista de México pro-
pone establecer en la Ley Federal del Trabajo el otorga-
miento de una licencia para que las mujeres trabajadoras
asistan a realizarse estudios de mastografía y ginecológi-
cos, intentando con ello que las mujeres participen plena-
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mente en las acciones de prevención sin el temor de verse
perjudicadas en sus centros de trabajo, siendo esto una de
las principales razones por la que las mujeres no asisten pe-
riódicamente a realizarse revisiones y estudios clínicos
preventivos.

Dicha propuesta se ha venido explorando a escala interna-
cional, ejemplo de ello es Argentina, cuyo parlamento im-
pulsa una iniciativa para promover la importancia de la de-
tección temprana de cáncer de mama en la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires. De aprobarse dicha iniciativa,
los organismos públicos y entes descentralizados de la ciu-
dad deberán otorgar a sus trabajadoras un día de licencia al
año para realizarse los estudios mamográficos y ginecoló-
gicos anuales.

Creemos que la propuesta es una de las muchas acciones
que deben seguir impulsándose para prevenir el cáncer de
mama, de tal suerte que la licencia que se propone otorgar
no representaría una pérdida significativa para el patrón,
especialmente si se compara con los enormes beneficios
que puede generar para nuestro sistema de salud, pues se-
gún datos referidos por Mikel Arriola Peñalosa, titular del
IMSS, el cáncer de mama es la primera causa de muerte en
dicho instituto y la cuarta de mayor gasto, con 3,143 mi-
llones de pesos en 2016; cifra que podría dirigirse a otros
rubros de atención médica.

Por todo lo anterior, y ante la evidencia de la necesidad
de seguir impulsando acciones que beneficien el empo-
deramiento de las mujeres a través de medios que garan-
ticen su participación en la sociedad, en la política y en
general, en mejorar su condición de vida, a través de la
protección de su salud, quienes integramos el Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México so-
metemos a consideración de esta asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XXIX al ar-
tículo 132 de la Ley Federal de Trabajo

Único. Se adiciona la fracción XXIX al artículo 132 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXVIII. [...]

XXIX. Otorgar a las trabajadoras un día de licencia
al año con goce de sueldo por un máximo de veinti-

cuatro horas para acudir a realizarse estudios de
mastografía y ginecología, debiendo presentar com-
probante médico que acredite la realización de los
mismos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase 

http://www.unwomen.org/es/what-we-do/leadership-and-political-
participation

2 Unión Interparlamentaria. “Women in national parliaments, as at 1
june 2017”, 

http://www.unwomen.org/es/what-we-do/leaders

hip-and-political-participation/facts-and-figures

3 Ibídem.

4 Participación política de las mujeres 2014. Centro de Estudios para
el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género. Cámara de Dipu-
tados LXII Legislatura, 

http://ceameg.diputados.gob.mx

5 Informe sobre el desarrollo mundial 2012, Banco Mundial, páginas
68 y 69 (versión en inglés).

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de
2017.— Diputados: José Antonio Arévalo González, Jesús Sesma Suá-
rez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.



LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS,
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO

URBANO

«Iniciativa que reforma el artículo 74 de la Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y De-
sarrollo Urbano, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los artículos 6, numeral 1, fracción I y 77,
numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
el suscrito, Jericó Abramo Masso, diputado federal de la
LXIII Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presenta inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adiciona un pá-
rrafo al artículo 74 Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El 28 de noviembre del 2016 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Decreto por el que se expide la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, abrogando la Ley General de
Asentamientos Humanos publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 21 de julio de 1993.

Esta ley tiene como objetivo generar un nuevo modelo ur-
bano que haga frente a los retos de nuestras ciudades y me-
trópolis, permitiendo que los ciudadanos disfruten de las
ciudades donde viven, estableciendo las pautas generales
para los gobiernos municipales y estatales en cuanto a su
acción urbanística y el uso debido del territorio y asenta-
mientos humanos en el país.

Son a lo largo de toda nuestra República Mexicana 2 457
municipios dentro de 32 entidades federativas donde habi-
tamos 127 millones de personas2 de las cuales el 78% vive
en una zona urbana.

La citada ley, en sus primeros artículos deja en claro los
principios sobre los cuales se han de regir las políticas y
programas para el ordenamiento territorial y el desarrollo
urbano. Dichos principios, entre otros, son:3

• Equidad e inclusión;

• Coherencia y racionalidad;

• Participación democrática y transparencia; 

• Protección y progresividad del espacio público.

Tales principios son fundamentales para que el Estado
cumpla con su elemento teleológico que es el bienestar ge-
neral para el ser humano y que éste pueda desarrollarse li-
bremente dentro de su entorno llegando a la concreción de
las metas que a sí mismo se proponga.

Como parte del gasto que se lleva a cabo dentro de los mu-
nicipios y entidades federativas, es el de “rehabilitación” o
“remodelación” de parques, plazas públicas, mobiliario, et-
cétera el menos desglosado, y a la vez, el menos transpa-
rente, dejando así la incógnita de hacia dónde exactamente
se están yendo los recursos públicos. De esta forma es que
los gobiernos municipales y estatales llevan a cabo accio-
nes a veces innecesarias de remodelación, rehabilitación o
restauración en las que permean los colores de sus respec-
tivos partidos políticos que les postularon sin que esto sea
imperioso para dar buen aspecto a la ciudad.

Es de notarse la costumbre típica que durante la transición
política entre gobiernos municipales y estatales de distintos
partidos se realicen las mencionadas acciones meses o in-
cluso semanas previo a la conclusión de su mandato para
“dejar huella” de lo que se hizo durante la administración
generando un gasto al erario sin fundamento y completa-
mente innecesario, pues al llegar el siguiente mandatario
hará lo mismo para poner lo suyo pintando la ciudad de de-
terminado color de afiliación partidista.

Otra forma en la que las administraciones toman por excu-
sa para hacer notar los colores de su afiliación partidista es
a través de la promoción de planes, programas y resultados
estatales y municipales. Mediante estos se excusan los
mandatarios para delimitar su territorio y el mobiliario que
está a cargo de determinado partido político haciendo gas-
tos innecesarios del erario.

A través de la utilización de colores partidistas para resal-
tar algún programa de acción o de resultados, se generan
desembolsos de dinero público por el simple hecho de que-
rer dejar una señal de quién hizo tal o cual obra o montaje
de mobiliario para el servicio de la comunidad, no dando
apertura a un espacio de participación democrática ni mu-
cho menos de equidad e inclusión para las demás expresio-
nes políticas del área conurbada.
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Es por ello que debemos proteger, tal cual dice la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Humano, el espacio público y el mobilia-
rio mismo del municipio y de la entidad federativa al
máximo, buscando incluir, en todo momento, los demás
principios consagrados para estar en un camino de progre-
sividad y mejora para nuestro entorno, restringiendo el gas-
to innecesario por parte de estas administraciones en pintar
o dejar huellas que serán borradas por administraciones
distintas al momento en el que se llega a una transición, pu-
diendo ser los espacios públicos y mobiliario rehabilitados,
remodelados o reinstaurados, así como los programas so-
ciales de publicación de resultados y demás homogéneos,
publicitados a través de colores neutros o que no asemeje
su combinación a afiliación partidista alguna.

La forma más efectiva de hacer cumplir un deber legal es
que éste traiga aparejada una sanción, siendo ésta, como la
definió García Máynez, la consecuencia jurídica que el in-
cumplimiento de un deber produce en relación con el obli-
gado a efecto de mantener la observancia de las normas, re-
poner el orden jurídico violado y reprimir las conductas
contrarias al manejo legal.4 Para ello, la Ley General de
Responsabilidades Administrativas publicada el 18 de julio
de 2016 prevé en su artículo 75 y siguientes las sanciones
en las que pueden incurrir los servidores públicos por fal-
tas no graves, regulando a su vez, los órganos competentes
para su sanción, remitidos a esta legislación debido al ar-
tículo 109 de la Ley General de Asentamientos Humanos,
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano.

Por esta iniciativa, se contribuirá de una mejor forma a ga-
rantizar los principios de equidad e inclusión, coherencia y
racionalidad, participación democrática y transparencia,
así como a la protección y progresividad del espacio públi-
co, toda vez que dejamos éstos, junto con sus servicios ur-
banos, libres de cualquier propaganda de acción partidista
estando fortalecidos por una ley especial encargada de san-
cionar las faltas y acciones ilícitas por parte de servidores
públicos.

Para tener ciudades y entidades federativas más incluyen-
tes, equitativas, coherentes y democráticas, es que limita-
mos el actuar de las administraciones en la promoción de
planes, programas sociales y resultados municipales y es-
tatales de desarrollo y servicios urbanos, así como el equi-
pamiento urbano y mobiliario en el que se ejecutan los ser-
vicios públicos.

En virtud de lo anteriormente expuesto, y con el propósito
de coadyuvar a mejorar el entorno de nuestros municipios
y entidades federativas, someto a consideración de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 74
de la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Humano

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 74 de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Humano para quedar como sigue:

Artículo 74.- La creación, recuperación, mantenimiento y
defensa del Espacio Público para…

…

Los municipios serán los encargados de velar, vigilar y
proteger la seguridad, integridad y calidad del espacio
público.

Para efectos de promoción de planes, programas socia-
les y resultados municipales y estatales de desarrollo y
servicios urbanos, así como el equipamiento urbano y
mobiliario en el que se ejecutan los servicios públicos,
únicamente podrán ser identificados a través de su res-
pectivo logotipo de la administración que lo ejecute con
colores neutros, prohibiendo todo tipo de coloración
partidista.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Consultado de “División Territorial. Cuéntame México”, de 

http://cuentame.inegi.org.mx/territorio/division/default.aspx?te-
ma=T el 17 de julio de 2017 a las 20:41 horas. 

2 Consultado de “World Development Indicators – The World Bank”
de 

http://wdi.worldbank.org/table/2.1# el 17 de julio de 2017 a las
21:00 horas.



3 Artículo 4°, Fracciones II, IV, V y VII de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano.

4 García Máynez, Eduardo, Introducción al estudio del Derecho, 47ª
Ed. Editorial Porrúa, México, 1995, p. 301.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días del mes de
septiembre de 2017.— Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen.

LEY FEDERAL SANIDAD ANIMAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado
Óscar García Barrón, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Óscar García Barrón, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, presento a consideración de
esta Soberanía, iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Federal de Sanidad Animal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley Federal de Sanidad Animal vigente desde el año
2007, que sustituyó a la de 1993, tiene como objeto darle
el carácter oficial al cumplimiento de las disposiciones de
sanidad animal, así como darle legalidad a las buenas prác-
ticas pecuarias en los establecimientos que impliquen el
manejo de animales con fines agropecuarios. Dicha ley
busca prevenir, controlar y erradicar las enfermedades y
plagas de los animales, con excepción de los que tengan
como hábitat el medio acuático.

La aplicación de esta ley corresponde al Ejecutivo Federal,
por conducto de la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), la cual,
según la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, tiene la facultad de vigilar el cumplimiento y aplicar la

normatividad en materia de sanidad animal, así como fo-
mentar los programas y elaborar normas oficiales de sani-
dad animal y atender, coordinar, supervisar y evaluar las
campañas de sanidad, así como otorgar las certificaciones
relativas al ámbito de su competencia.

Además de dichas facultades y atribuciones la Sagarpa tie-
ne la facultad, con base en la Ley Orgánica citada, para
que, junto con las Secretarías de Hacienda y Crédito Públi-
co y de Relaciones Exteriores, de vigilar que se cumpla con
las restricciones zoosanitarias en materia de importación y
en la información sobre la existencia de enfermedades y
plagas de los animales en el extranjero, respectivamente.
Asimismo, la Ley Federal de Sanidad Animal faculta a la
Sagarpa para operar el Dispositivo Nacional de Emergen-
cia de Sanidad Animal, el cual establece las medidas de se-
guridad que deberán aplicarse al caso particular en el que
se diagnostique la presencia de una enfermedad o plaga
exótica de los animales.

El propósito de la legislación en materia de sanidad animal
es que se reconozca el apoyo y la utilidad que brindan los
Organismos Auxiliares de Sanidad Animal, así como los
órganos de coadyuvancia, en referencia al Consejo Técni-
co Consultivo Nacional de Sanidad Animal y sus homólo-
gos en las entidades federativas, así como al Comité Con-
sultivo Nacional de Normalización de Protección
Zoosanitaria de cada entidad federativa, respecto a la me-
dicina veterinaria en el control zoosanitario y bienestar ani-
mal, y así dar cumplimiento a las buenas prácticas pecua-
rias. La importancia de la inspección veterinaria representa
el inicio de la cadena de investigación y la rastreabilidad
que se realiza a la producción y distribución y venta de los
productos animales en las labores del campo mexicano.

Esta iniciativa parte de la detección del problema consis-
tente en que en la actualidad los Organismos Auxiliares de
Sanidad Animal no están dando los resultados para los que
fueron creados, debido a omisiones en la legislación vi-
gente y ausencia de una mejor regulación de su funciona-
miento. A manera de ejemplo, la mayoría de ellos no pre-
sentan informes mensuales. Otro caso: el Estado de
Durango, al que tengo el honor de representar, ha perdido
hasta en dos ocasiones su estatus sanitario, cuando una de
las obligaciones de tales Organismos Auxiliares de Sanidad
Animal consiste en elevar el estatus sanitario de su respec-
tiva entidad federativa.

El estatus sanitario es un reconocimiento otorgado por la
Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE, por sus si-
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glas en inglés) de países y territorios miembros, respecto
de la fiebre aftosa, en su integridad o en zonas determina-
das, con base en dos criterios: libre de fiebre aftosa sin va-
cunación, y libre de fiebre aftosa con vacunación. 1

También es muy importante saber que la salud animal está
íntimamente vinculada con la salud humana. La veterinaria
de salud pública es un componente de las actividades de sa-
lud pública dedicado a aplicar las técnicas, conocimientos
y recursos de veterinaria a la protección y mejora de la sa-
lud humana.

En la mayoría de los países, las actividades de veterinaria
de salud pública comprenden la vigilancia, prevención y
lucha contra las zoonosis, la higiene de los alimentos y los
aspectos relacionados con los animales de la protección y
mejora del medio ambiente. Inevitablemente, hay muchas
áreas en que estas actividades coinciden parcialmente con
las de los servicios de sanidad animal. Esto ocurre sobre to-
do cuando las dos actividades corren a cargo de ministerios
diferentes.

Es importante que exista la máxima integración para que
los servicios sean completos, y los factores económicos y
sociales han de tenerse plenamente en cuenta en la prepa-
ración y ejecución de los programas.

Otro aspecto a considerar, para ponderar debidamente la
importancia de que funcionen bien los Organismos Auxi-
liares de Sanidad Animal tiene que ver con el mejoramien-
to genético, entendido como: es el arte y la ciencia de in-
crementar el rendimiento o productividad, la resistencia o
tolerancia a agentes bióticos y abióticos adversos, el rango
de adaptación de las especies animales y vegetales domés-
ticas o la belleza y calidad de sus productos, por medio de
modificaciones del genotipo (la constitución genética) de
los individuos. Se puede entender también como una disci-
plina que gestiona recursos genéticos de especies con inte-
rés económico actual o potencial mediante selección y me-
jora de caracteres deseados, con la finalidad de incrementar
y estabilizar mayores niveles productivos y de adaptabili-
dad en un grupo de la descendencia y, a la vez, asegurar la
conservación a largo plazo de la variabilidad genética po-
blacional existente y su biodiversidad. No solo se basa en
las cosas negativas, algunos mejoramientos que brindan los
alimentos genéticamente modificados van desde mayor
cantidad de alimento con poca mano de obra como la re-
sistencia a algunos químicos y plagas.2

Tampoco podemos perder de vista que la sanidad animal
al incrementar los índices reproductivos, también tiene
implicaciones económicas, de competitividad y de co-
mercio internacional.

Esta figura de los Organismos Auxiliares de Sanidad Ani-
mal también está prevista en otras leyes, como por ejemplo
la Ley de Organizaciones Ganaderas de 1999, establecien-
do una mayor y más rígida regulación para su constitución
y operación.

Otra muestra del deficiente funcionamiento de los Orga-
nismos Auxiliares de Sanidad Animal puede apreciarse al
ver los subejercicios en los que ha incurrido el Servicio Na-
cional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria
(SENASICA), como órgano administrativo desconcentra-
do de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), especialmente en
los ejercicios 2013 y 2015, año éste último, donde ascen-
dió a más de 248 millones de pesos.

Por lo expuesto, es por lo que se hace evidente la necesi-
dad de actualizar la legislación en materia de sanidad ani-
mal, con el objeto de reforzarla considerando ciertos as-
pectos que actualmente están contemplados en el
Reglamento de la misma, para incluirlos dentro de la mis-
ma Ley Federal, ya que consideramos que de esta forma se
eliminaría la discrecionalidad y opacidad que actualmente
tiene la disposición reglamentaria y establecer un equili-
brio de la Secretaría con los diversos órganos auxiliares de
Sanidad Animal de las diversas entidades federativas del
país, pero sobre todo llevar a cabo el mismo nivel de coor-
dinación sobre las disposiciones en materia de sanidad ani-
mal, principalmente en la formulación, desarrollo y eva-
luación de las medidas zoosanitarias y de las buenas
prácticas pecuarias aplicadas a los bienes de origen animal.
Del mismo modo, consideramos que deben quedar clara-
mente establecidas en la ley, las causales de revocación de
las autorizaciones dadas a los organismos auxiliares de Sa-
nidad Animal.

Para una mejor y más fácil comprensión de la presente ini-
ciativa, me permito incluir el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo antes expuesto y fundado, se somete a consideración
de esta Soberanía, la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se modifican: el párrafo sesenta y siete del artícu-
lo 4; las fracciones XXXIV, XXXV, XXXVI y LX del ar-
tículo 6; el párrafo segundo del artículo 60; el artículo 142;
el artículo 143; se adicionan: un párrafo tercero al artícu-
lo 59; el artículo 142 bis; el artículo 143 bis; el artículo 143
ter, todos de la Ley Federal de Sanidad Animal, para que-
dar como sigue:

Artículo 4. …

Organismos auxiliares de sanidad animal: Aquellos autoriza-
dos por la Secretaría y que están constituidos por las organi-
zaciones de los sectores involucrados de la cadena sistema
producto, como son las de productores, comercializadores,
industrializadores, académicos, científicos, investigado-
res, profesionistas, entre otros, y que coadyuvan con ésta
en la sanidad animal y en las actividades asociadas a las bue-
nas prácticas pecuarias de los bienes de origen animal, in-
cluidos los Comités de Fomento y Protección Pecuaria auto-
rizados por la misma Secretaría;

Artículo 6. Son atribuciones de la Secretaría:

I. al XXXIII. …

XXXIV. Organizar, integrar y coordinar la puesta en
operación del Consejo Técnico Consultivo Nacional en
Sanidad Animal, así como la de los Consejos Técnicos
Consultivos Estatales de Sanidad Animal de cada en-
tidad federativa.

Los órganos nacionales como estatales estarán inte-
grados por organizaciones de industriales, prestadores
de servicios, comerciantes, productores pecuarios, cen-
tros de investigación científica o tecnológica, federa-
ción de colegios de profesionales y por personal técni-
co de la Sagarpa, Semarnat, Profeco, SE y SSA.

Su función estará enfocada en aprobar, tramitar la
publicación de las Normas Oficiales Mexicanas en
materia de salud animal, así como sus respectivas
modificaciones, a través de la coordinación de los co-
mités que se encargan de elaborar los anteproyectos
de normas.



XXXVI. Regular, supervisar y analizar los trabajos y
resultados de los organismos auxiliares de sanidad ani-
mal o de buenas prácticas pecuarias de bienes de origen
animal; haciéndose del conocimiento para fines de
coordinación a cada Consejo Técnico Consultivo Es-
tatal de Sanidad Animal.

XXXVII. al LIX…

LX. Proponer y evaluar los programas operativos zoo-
sanitarios y de buenas prácticas pecuarias de los bienes
de origen animal, en coordinación con los Gobiernos
Estatales, el respectivo Consejo Técnico Consultivo
Estatal de Sanidad Animal y organismos auxiliares de
sanidad animal, así como emitir dictámenes sobre su
ejecución y, en su caso, recomendar las medidas que
procedan;

LXI. al LXXI…

Artículo 59. …

…

A efecto de dar seguimiento y evaluar los resultados an-
teriormente descritos, los organismos auxiliares de sa-
nidad animal deberán informar a la Secretaría y al pro-
pio Consejo Técnico Consultivo Estatal de Sanidad
Animal los logros alcanzados en la materia, señalando
en su caso las causas e impedimentos de los objetivos no
alcanzados.

Artículo 60. …

La Secretaría podrá acordar y convenir con los gobiernos
de los estados, la Ciudad de México, los municipios, el
respectivo Consejo Técnico Consultivo Estatal de Sani-
dad Animal, organismos auxiliares de sanidad animal y
particulares involucrados, la constitución de un fondo de
contingencia para la despoblación y demás gastos que se
deriven.

Artículo 142. El Consejo Técnico Consultivo Nacional de
Sanidad Animal se apoyará en los consejos técnicos consul-
tivos estatales de Sanidad Animal que, en su caso, se cons-
tituirán en cada entidad federativa de la misma manera que el
nacional, invitándose también a representantes de los gobier-
nos de los estados, el Distrito Federal y municipios, así como
de los organismos auxiliares de sanidad animal. 

La organización, estructura y funciones del Consejo Técni-
co Consultivo Nacional de Sanidad Animal y de los conse-
jos técnicos consultivos estatales de Sanidad Animal, se
llevará a cabo en los términos del Reglamento de esta Ley.

Artículo 142 Bis. Los representantes ganaderos del
Consejo Técnico Consultivo Nacional de Sanidad Ani-
mal, estarán obligados a informar a los Consejos Técni-
cos Consultivos Estatales de Sanidad Animal, cualquier
tipo de acuerdo al que se haya llegado con la Secretaría
y los demás representantes del Consejo, así como cual-
quier tipo de medida que se haya acordado para su im-
plementación.

Los representantes ganaderos de los Consejos Consulti-
vos Estatales de Sanidad Animal estarán obligados a in-
formar a las diferentes organizaciones ganaderas que
representan, cualquier tipo de acuerdo al que se haya
llegado con la Secretaría y los demás representantes del
Consejo, así como cualquier tipo de medida que se ha-
ya acordado para su implementación.

Artículo 143. …

…

La Secretaría en todo caso estará facultada para revocar la au-
torización otorgada a algún organismo auxiliar de Sanidad
Animal, cuando determine que desapareció la causa que jus-
tificó su otorgamiento o que no cumple con su función. In-
variablemente la Secretaría comunicará a la delegación
estatal, al gobierno de la entidad federativa, al Consejo
Técnico Consultivo Estatal de Sanidad Animal y al mis-
mo Organismo Auxiliar de Sanidad Animal, lo anterior
mediante oficio debidamente fundado y motivado.

Para obtener la autorización como organismo auxiliar
de sanidad animal se deberá presentar solicitud por es-
crito, adjuntando la siguiente documentación:

V. Acta constitutiva o de asamblea protocolizada an-
te fedatario público, en su caso, del Consejo Directi-
vo, que demuestre representación equitativa de las
organizaciones de productores de la entidad;

VI. Programa de trabajo anual;

VII. Registro Federal de Contribuyentes, y
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VIII. Demostrar que cuenta con la infraestructura,
personal, capacidad técnica, operativa y administra-
tiva, que permita el desarrollo de los proyectos de
trabajo.

La Secretaría analizará y en su caso, expedirá la cédu-
la de registro de reconocimiento oficial. La vigencia de
la autorización será de dos años.

La Secretaría también podrá revalidar la autorización
de los organismos auxiliares de sanidad animal. Para
tal objeto, los requisitos de revalidación garantizarán
que los organismos auxiliares de Sanidad Animal cuen-
tan con un sistema de planeación, una estructura orga-
nizacional y capacidad técnica, operativa y administra-
tiva que coadyuve de manera efectiva con la Secretaría
en la ejecución de los programas de trabajo.

Para conservar su vigencia, el organismo auxiliar de
Sanidad Animal estará obligado a cumplir con las dis-
posiciones señaladas en esta ley y presentar a la Secre-
taría lo siguiente:

III. Acta protocolizada ante fedatario público, de la
actualización del Consejo Directivo, en su caso, y;

IV. Actualización anual de la plantilla de personal,
inventario de vehículos y de bienes inmuebles.

Los requisitos para la operación de los Organismos Au-
xiliares de Sanidad Animal tendrán el objeto de preci-
sar las actividades de planeación, implementación, su-
pervisión y evaluación, tales como el registro de
unidades de producción, elaboración de planes y pro-
gramas de trabajo, establecimiento y administración de
recursos humanos, materiales, tecnológicos y económi-
cos, evaluación de resultados, identificación de áreas de
riesgo sanitario, análisis costo-beneficio de daños po-
tenciales y delimitación de áreas de riesgo sanitario.

Artículo 143 Bis. Son causales para revocar la autoriza-
ción como Organismo Auxiliar de Sanidad Animal, las
siguientes:

I. Por conflictos que se presenten entre los miembros
del Organismo Auxiliar de Sanidad Animal o con
otras instancias, que afecten y pongan en riesgo el
desempeño de los proyectos de sanidad animal y bue-
nas prácticas pecuarias; 

II. Por resolución o sentencia ejecutoria dictada por
la autoridad judicial o administrativa competente; 

III. Por desvío o malversación de los recursos públi-
cos; 

IV. Por incumplimiento en los informes técnico-fi-
nancieros mensuales, trimestrales y cierres finiqui-
tos; y

V. Cuando el Senasica determine que no existen
condiciones apropiadas para la administración y
ejercicio de los recursos tales como el incumpli-
miento de las metas establecidas y modificación de
las metas sin autorización oficial de ésta e incum-
plimiento de las actividades atribuibles al personal
autorizado dentro de los organismos auxiliares de
Sanidad Animal.

Artículo 143 Ter. Para respaldar el desarrollo de las ac-
ciones descritas en los artículos anteriores, cada Conse-
jo Técnico Consultivo Estatal de Sanidad Animal de ca-
da una de las entidades federativas, deberá estructurar
una unidad técnica de apoyo para llevar a cabo la su-
pervisión, el control y la evaluación de la información
técnica y financiera de los Organismos Auxiliares de
Sanidad Animal.

La unidad técnica de supervisión, control y evaluación
estará integrada de la siguiente manera:

1. Un Presidente, cuyo cargo recaerá en el represen-
tante designado por el gobierno de la entidad respec-
tiva.

2. Un Secretario, cuyo cargo recaerá en el represen-
tante de la Secretaría.

3. Primer Vocal, a cargo de un representante desig-
nado por las organizaciones ganaderas.

4. Segundo Vocal. A cargo del representante de las
instituciones académicas

5. Tercer Vocal. A cargo de las instituciones de inves-
tigación.

6. Gerente. A cargo de un profesional conocedor del
sector ganadero.



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. En tanto se expiden las disposiciones reglamen-
tarias de esta ley, continuarán aplicándose las que sobre la
materia se hubieren expedido con anterioridad, en todo lo
que no se opongan a este ordenamiento. El Ejecutivo Fe-
deral expedirá el Reglamento correspondiente a la presen-
te ley, o harás las adecuaciones necesarias al vigente.

Notas

1 http://www.oie.int/es/sanidad-animal-en-el-mundo/portal-sobre-la-
fiebre-aftosa/estatus-sanitario/

2 https://es.wikipedia.org/wiki/Mejoramiento_gen%C3%A9tico

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 19
de septiembre de 2017.— Diputado Óscar García Barrón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ganadería, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, en materia de derechos la-
borales de periodistas, suscrita por las diputadas Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco y Carmen Salinas Lozano, del
Grupo Parlamentario del PRI

“La comunicación es un derecho humano esencial y ex-
tensible para la ciudadanía plena de las mujeres, y un as-
pecto fundamental para la democratización del país.”.1

Las suscritas, diputadas Laura Nereida Plascencia Pacheco
y Carmen Salinas Lozano, integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adicionan el Capítulo XVIII, y los artícu-
los 353 Bis al 353 Novies, al Título Sexto de la Ley de Fe-
deral del Trabajo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El derecho al trabajo digno es una garantía inalienable de
los Estados plenamente democráticos. 

La Organización Internacional del Trabajo ha definido el tra-
bajo digno o decente de la siguiente forma: “Trabajo decente
es un concepto que busca expresar lo que debería ser, en el
mundo globalizado, un buen trabajo o un empleo digno.2

La noción de “trabajo decente”, dada a conocer con estas
palabras y por vez primera en la memoria del director ge-
neral en la 87 reunión de la Conferencia Internacional del
Trabajo, celebrada en 1999, expresa los vastos y variados
asuntos relacionados hoy día con el trabajo y los resume en
palabras que todo el mundo puede reconocer. 

Pues bien, ¿qué abarca realmente la idea de trabajo decen-
te? En la citada memoria del director general, se estudian a
fondo cuatro elementos de este concepto: el empleo, la pro-
tección social, los derechos de los trabajadores y el diálo-
go social. El empleo abarca todas las clases de trabajo y
tiene facetas cuantitativas y cualitativas. Así pues, la idea
de “trabajo decente” es válida tanto para los trabajadores
de la economía regular como para los trabajadores asala-
riados de la economía informal, los trabajadores autóno-
mos (independientes) y los que trabajan a domicilio. La
idea incluye la existencia de empleos suficientes (posibili-
dades de trabajar), la remuneración (en metálico y en espe-
cie), la seguridad en el trabajo y las condiciones laborales
salubres. La seguridad social y la seguridad de ingresos
también son elementos esenciales, aun cuando dependan
de la capacidad y del nivel de desarrollo de cada sociedad.3

Por su parte la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos protege este derecho de la siguiente manera:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo dig-
no y socialmente útil; al efecto, se promoverán la crea-
ción de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.4

Ahora bien, la OIT señala que trabajo digno o decente se
refiere a una comprensión de la actividad laborativa huma-
na como no-mercantil y no-individual, sino basada en el
bienestar de la comunidad. La noción de dignidad aparece
aquí como disruptiva y anticapitalista. El empleo (igual a
salario) no es lo relevante, sino la forma de organización
que se da el colectivo, orientada hacia el interés general.5
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En nuestro país existen distintas formas de trabajo digno,
reconocidos y tutelados en la Ley Federal del Trabajo, pe-
ro sigue ausente el trabajo periodístico que es trascenden-
tal para ejercer plenamente el derecho humano a la libertad
de expresión.

El periodismo encarna mejor que ninguna otra actividad
este derecho, pero a pesar de los grandes esfuerzos institu-
cionales –que se han visto materializados en la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos
y Periodistas-, quienes se dedican a esta profesión lo hacen
en condiciones de mucho riesgo y en condiciones de traba-
jo que no son las óptimas.

Por supuesto que en ésta, como en muchas otras activi-
dades, las condiciones de trabajo en que se desarrolla es-
ta profesión, ponen en condición de mucha mayor vulne-
rabilidad a las mujeres, lo que obliga a mirar todas las
regulaciones bajo una perspectiva distinta, me refiero a
la de género.

Mediante el estudio Las condiciones laborales de las y los
periodistas, un acercamiento, la Asociación Civil Comuni-
cación e Información de la Mujer (CIMAC A.C.) realizó un
diagnóstico, con perspectiva de género, donde analizó las
condiciones en que las y los periodistas ejercen su activi-
dad, encontrando una serie de situaciones que ponen en
mayor riesgo a quienes se dedican al periodismo.6

En dicho estudio se destacó que la distancia entre el centro
de trabajo y el lugar a donde las y los periodistas se des-
plazan a realizar sus labores influye sobre su condición la-
boral, ya que entre más se aleja de su centro, sus condicio-
nes laborales y de vida empeoran.7

CIMAC destacó que las agresiones contra periodistas no
sólo se circunscriben en el crimen organizado, sino que
también están vinculadas por la asignación de género,
siendo las mujeres periodistas hostigadas sexualmente, sin
que esto sea considerado una agresión ni atentado contra la
libertad de expresión. 

Por otra parte, también destacó que aun cuando la Ley Fede-
ral del Trabajo reconoce diferentes profesiones, las cuales por
la naturaleza de su trabajo requieren protección especial, la
de periodista no está definida ni contemplada en la Ley. 

También señala que estas profesiones reconocidas en la
referida Ley, gozan de condiciones particulares y conlle-
van una protección especial tales como la obligación del

patrón, en algunos casos, de cubrir el pago de comida,
dar alojamiento cuando el trabajo así lo requiera, incre-
mentar el salario en caso de que se prolongue la jornada
por causas de fuerza mayor, independientemente de las
horas extraordinarias.

En el capítulo de “trabajos especiales” se considera tam-
bién en otros casos otorgar más vacaciones que las previs-
tas en la legislación cuando el trabajo que se realiza es de
mayor tensión; se establecen mayores obligaciones espe-
ciales de los patrones para cuidar de la seguridad de sus tra-
bajadores en relación con la naturaleza del trabajo.

No obstante estar ignorada en la legislación, la profesión
de periodista tiene características específicas que requieren
de protección especial.

Por ejemplo, es necesario que existan para las y los perio-
distas, como derechos laborales, el derecho a mantener la
secrecía de sus fuentes ante el patrón; el pago por la pro-
longación de su jornada de trabajo por la naturaleza del su-
ceso que está cubriendo; o las medidas de protección y ase-
guramiento cuando acude a zonas de guerra o de conflictos
que ponen en peligro su vida; protección y derechos para
los corresponsales; protección gubernamental ante las
amenazas por las publicaciones que realiza, entre otros.

Relevante es destacar que, aunque ya en 1990 se había de-
cretado el salario profesional para periodistas en nuestro pa-
ís, el equivalente a tres salarios mínimos, la precarización del
trabajo ejercido por periodistas se ha exacerbado debido, en
gran parte, a una nueva tendencia laboral que se ha instalado
en nuestro país, la subcontratación o el outsourcing.

El estudio de CIMAC, al que hacemos referencia en este
documento, también reveló que los patrones le otorgan so-
lo al 41 por ciento de los hombres periodistas el Salario
Mínimo Profesional, y para las mujeres periodistas la cifra
desciende drásticamente, ya que dicho salario es asignado
sólo al 21 por ciento.

Der manera general, el análisis de CIMAC revela que a
distintas mujeres periodistas se les sigue discriminando en
cuanto a los salarios y a las oportunidades de ascenso den-
tro de su medio laboral, se les sigue tratando con prejuicios
y siguen siendo limitadas las acciones que se emprenden
para armonizar su vida personal y familiar con la laboral. 

Coincido plenamente con mis colegas legisladoras y legis-
ladores, tanto de esta Cámara como de la de Senadores y



con las y los del Congreso de Veracruz y otros más que se
han pronunciado, en que es necesario tomar medidas legis-
lativas para la protección de los derechos laborales de las y
los periodistas, ya que se ha evidenciado que, en la mayo-
ría de los casos, no existe formalidad en la contratación ya
que no se redacta ni firma contrato, no se cuenta con pres-
taciones de ley, ni les es garantizado el Salario Mínimo
Profesional decretado en 1990, por lo que reformar la ley
de la materia representa un asunto urgente para los trabaja-
dores de ese medio.

De ahí que no sólo es necesario proteger a los periodistas
de su clima laboral, sino también de garantizarles su segu-
ridad social, sus prestaciones conforme a derecho, que los
aliente para trabajar en este oficio que es tan importante pa-
ra el desarrollo de la nación. Por ello es fundamental legis-
lar a favor de esta actividad, ya que el periodismo repre-
senta una fuente valiosa para la reconstrucción de las
estrategias en ésta y en otras materias. 

Esta iniciativa pretende incidir en parte, en la resolución de
las problemáticas antes descritas. 

Proponemos que los periodistas cuenten con derecho a la
seguridad social; al pago de horas extras; a que se les reco-
nozca dentro de las profesiones especiales que marca la
ley; a que se garantice su integridad física y que el patrón
otorgue las facilidades sin exponerlos a perder su empleo,
a que se diseñen acciones que combatan el hostigamiento 

y acoso sexual en contra de las periodistas, a que se inclu-
ya en la ley el secreto profesional y la cláusula de concien-
cia8 para que ejerzan su actividad en completa indepen-
dencia, a que se contemplen mecanismos que permitan
conciliar la vida personal, familiar y laboral, y a que se les
trate de la forma más digna posible. 

Reconozco el trabajo de quienes me han antecedido en
propuestas similares, pero en un ejercicio de responsabili-
dad con la entidad federativa a la que mi distrito pertenece,
Jalisco, es que planteamos la presente propuesta, atendien-
do las peticiones hechas por trabajadoras y trabajadores del
gremio, escuchando sus ideas y propuestas que enriquecie-
ron la presente iniciativa.

En virtud de lo expuesto, proponemos a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adicionan el capítulo XVIII, y los
artículos 353 Bis al 353 Novies, al Título Sexto de la
Ley Federal del Trabajo, con objeto de reconocer y tu-
telar los derechos laborales de las y los periodistas

Artículo Único. Se adicionan el Capítulo XVIII, y los ar-
tículos 353 Bis al 353 Novies, al Título Sexto de la Ley de
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Capítulo XVIII 
Del Trabajo de Periodistas

Artículo 353 Bis. Las disposiciones del presente Capítulo
son aplicables a las personas que laboran como periodistas
y a las personas físicas o jurídicas que los contratan. 

Artículo 353 Ter. Para los efectos de este Capítulo, se en-
tiende por

I. Periodista: las personas físicas, así como medios de
comunicación y difusión públicos, comunitarios, priva-
dos, independientes, universitarios, experimentales o de
cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en recabar,
generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, pu-
blicar o proveer información, a través de cualquier me-
dio de difusión y comunicación que puede ser impreso,
radioeléctrico, digital o imagen.

II. Cláusula de conciencia: cláusula legal, implícita en el
contrato de trabajo de las y los periodistas, según la
cual, en los supuestos que la ley tipifica en relación con
la conciencia del informador, los efectos económicos de
la extinción de la relación laboral periodística produci-
da por la voluntad unilateral del trabajador, equivalen a
los del despido por voluntad del empleador”.

Artículo 353 Quáter. Las relaciones de trabajo -incluidas
las jornadas- de las y los periodistas, se regirán de confor-
midad con lo dispuesto en este capítulo e invariablemente
deberán constar por escrito en los términos previstos por
los artículos 24, 25 y 26 de este mismo cuerpo legal. Los
contratos incluirán además acciones que permitan conciliar
la vida personal, familiar y laboral, así como la estipula-
ción de procedimientos internos, claros y sencillos, para
sancionar el hostigamiento y el acoso sexual en contra de
mujeres periodistas.

Artículo 353 Quinquies. Las remuneraciones o salarios se
acordarán en los contratos que para tal efecto se celebren, con
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fundamento en lo dispuesto en esta ley. En ningún caso po-
drán ser menores al Salario Mínimo Profesional.

Articulo 353 Sexies. Los patrones garantizarán a las y los
periodistas el acceso a la seguridad social. En caso de ries-
go a su seguridad e integridad física, el patrón estará obli-
gado a colaborar con las autoridades y proporcionar las fa-
cilidades y condiciones necesarias para que se salvaguarde
la integridad de las y los periodistas, de conformidad con la
ley de la materia, sin que ello afecte negativamente sus
condiciones de trabajo.

Artículo 353 Septies. Las jornadas que excedan las ho-
ras de trabajo contenidas en el artículo 60 de esta ley,
deberán atender a lo dispuesto por el artículo 61 de es-
te mismo ordenamiento legal, sin excepción alguna.

Artículo 353 Octies. Cuando las jornadas de trabajo
hayan de cumplirse fuera del territorio nacional, el pa-
trón deberá sufragar las necesidades económicas para
el cumplimiento de dicha labor en condiciones óptimas.
Lo mismo se observará cuando las actividades de la o él
periodista se cumplan dentro del país, pero en lugar dis-
tinto a donde habitualmente se realizan.

Artículo 353 Novies. Es derecho de las y los periodistas
mantener el anonimato de sus fuentes sin que por ello pue-
dan ser sancionados laboralmente. También tendrán dere-
cho a la Cláusula de Conciencia, por medio de la cual se
garantiza la independencia en el desempeño de su actividad
periodística. Los contratos que al efecto se celebren debe-
rán contener de forma expresa el Secreto Profesional y la
Cláusula de Conciencia, mismos que deberán ser estableci-
dos como garante de independencia ideológica y libertad
ante presiones y amenazas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor a partir del
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Texto tomado de la introducción del estudio publicado en coedición
por CIMAC, Comunicación e Información de la Mujer, AC y Funda-
ción Friedrich Ebert, Condiciones laborales de las y los periodistas en
México, un acercamiento, México, 2008, P. 8. Disponible en: 

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/mexiko/06447.pdf.

2 Disponible en: 

http://ilo.org/public/spanish/revue/download/pdf/ghai.pdf.

3 Disponible en 

h t t p : / / w w w . i l o . o r g / a m e r i c a s / s a l a - d e -
prensa/WCMS_LIM_653_SP/lang—es/index.htm

4 Disponible en 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/articulos/123.pdf

5 Disponible en 

http://www.herramienta.com.ar/revista-herramienta-n-44/trabajo-
decente-versus-trabajo-digno-acerca-de-una-nueva-concepcion-
del-trabajo

6 Condiciones laborales de las y los periodistas en México. Un acerca-
miento, CIMAC, Comunicación e Información de la Mujer, AC y Fun-
dación Friedrich Ebert, México, 2008 Disponible en: 

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/mexiko/06447.pdf.

7 Ibídem. 

8 Siguiendo a Marc Carrillo, hay que señalar que la cláusula de con-
ciencia y el secreto profesional de los periodistas son derechos especí-
ficos integrantes del derecho a comunicar información y constituyen
un presupuesto básico para el efectivo ejercicio de este derecho funda-
mental en el Estado democrático. De su pleno reconocimiento y eficaz
ejercicio en el seno de la empresa de comunicación (cláusula de con-
ciencia) y, frente a los poderes públicos, en especial frente al Poder Ju-
dicial (secreto profesional) depende que el derecho a la información se
configure como auténtica garantía de una opinión pública libre. Texto
disponible en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/7/21.pdf.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tadas: Laura Nereida Plascencia Pacheco, Carmen Salinas Lozano (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y LEY DE FISCALIZACIÓN 
Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que reforma los artículos 79 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación,
a cargo de la diputada Minerva Hernández Ramos, del
Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Minerva Hernández Ramos, diputada fe-
deral de la LXIII Legislatura al honorable Congreso de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, que reforma los artículos 79, párrafo sex-
to, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 86 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, al tenor del siguiente:

I. Planteamiento del problema

El 28 de noviembre de 1995 el Ejecutivo federal envío a la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
la iniciativa de decreto por el que se reformaban los artícu-
los 73, 74, 78 y 79 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. La iniciativa contemplaba un nue-
vo esquema de fiscalización pública para transformar a la
entonces Contaduría Mayor de Hacienda de 1824 y vigen-
te hasta el año 2000 y dar paso a la Auditoría Superior de
la Federación.

En la iniciativa se proponía que el órgano de la auditoría
superior de la Federación sería administrado y dirigido por
un cuerpo colegiado de auditores generales, quienes ac-
tuarían con plena independencia e imparcialidad. Su desig-
nación quedaba en manos de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión a propuesta del presiden-
te de la república, por periodos escalonados y sólo podrí-
an ser removidos mediante juicio político, declaración de
procedencia o sanción por causas graves de responsabili-
dad administrativa. Los auditores generales designarían
de entre ellos a su presidente.

Uno de los argumentos que se expusieron en la iniciativa
es que el esquema para la designación de los titulares de es-
tos órganos en todo el mundo involucra en gran mayoría de
los casos la participación de los poderes Ejecutivo y Le-
gislativo, a fin de asegurar equilibrio y transparencia. 

Por otro lado, el 2 de abril de 1996 el Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión propuso una iniciativa pa-
ra que la actuación de la Contaduría fuera evaluada por
una comisión legislativa, que sería enlace entre aquélla y
la Cámara de Diputados.

No obstante, el 24 de abril de 1997 el Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática en la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
proponía que el cargo del fiscal-contralor mayor de
Hacienda sería de seis años y podría prorrogarse su
nombramiento por otros seis años a propuesta motiva-
da y fundada de la Comisión de Fiscalización y Vigilan-
cia de la Hacienda Pública Federal de la Fiscalía y Con-
traloría Mayor de Hacienda.

No obstante, luego del análisis de estas iniciativas final-
mente, es el 30 de julio de 1999 que se publicó la reforma
en donde se contempló que el titular de la entidad de fisca-
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lización duraría en su encargo ocho años y podría ser
nombrado nuevamente por una sola vez, disposición que
a la fecha sigue vigente.

A 18 años de haber entrado en vigor esta reforma, conside-
ramos que siguen vigentes los postulados que dieron origen
a la transformación hacia la Auditoría Superior de la Fede-
ración, es decir, que a través de ese cambio, se garantiza la
eficiencia, el profesionalismo y la honradez en el ejercicio
de la función pública.

La pregunta que recurrentemente la sociedad cuestiona es
¿Si es viable la permanencia de ocho años de una sola per-
sona en el cargo para garantizar el buen funcionamiento de
la institución?

II. Argumentos que sustenten la presente iniciativa

Como parte de los argumentos presentados en el dictamen
que dio origen a la creación a la Auditoría Superior de la
Federación se encuentra el criterio de la designación uni-
personal. Los legisladores argumentaban que toda vez que
las funciones que se le asignarían a la entidad de fiscaliza-
ción superior de la Federación conllevarían una serie de de-
cisiones de carácter ejecutivo que, por tanto, requerirían de
una decisión pronta, expedita y oportuna, objetivos que no
se lograrían con un órgano colegiado, aunado al hecho de
que en la persona del titular de ese ente se centraliza y
concentra, en su caso, la responsabilidad de alto desem-
peño, en tanto que en un cuerpo colegiado se diluye y
atomiza dicha responsabilidad.

Asimismo, se reflexionó que la designación colegiada de
sus miembros como lo proponía la iniciativa del Ejecuti-
vo federal, se arriesgaría a que se hiciera en proporciones
de representatividad partidista en la Cámara de Dipu-
tados y se perdiera con ello la esencia de su función.

Sin embargo, no se estableció el argumento o el criterio
que dio origen a la designación de ocho años para el ejer-
cicio del cargo de auditor de la Federación.

Hoy tenemos un escenario muy diferente en todos los sen-
tidos al de hace 18 años, precisamente ha habido una trans-
formación del Estado mexicano, pensar en un órgano cole-
giado y darle autonomía constitucional es un tema que han
planteado diversos legisladores, pero este no es el tema de
la iniciativa.

El tema que la sociedad nos ha cuestionado es si este me-
canismo es el adecuado, no es materia de esta iniciativa
prejuzgar la labor que han hecho quienes se han desempe-
ñado en el cargo desde la creación de la Auditoría en el año
2000, para saber si el modelo ha funcionado.

En derecho comparado tenemos países donde existen pe-
riodos cortos como es el caso de Noruega, Argentina y Co-
lombia, donde el titular del ente superior de fiscalización
dura en promedio cuatro años.

En el caso de Noruega es elegido por el Parlamento y ca-
da nuevo Parlamento elige al auditor general, por lo
que su mandato dura cuatro años, pero puede ser reno-
vado cuantas veces se quiera si el Parlamento entrante así
lo dispone.

En Argentina, el órgano fiscalizador está a cargo de sie-
te miembros designados cada uno como auditor gene-
ral, seis de los cuales son elegidos por las dos Cámaras del
Congreso Nacional, correspondiendo la elección de tres a
la Cámara de Senadores y tres a la Cámara de Diputados;
el séptimo auditor general preside el ente y es nombra-
do por resolución conjunta de los presidentes de ambas
Cámaras. Al nombrarse a los auditores generales, se de-
termina por sorteo los tres que permanecerán en sus car-
gos cuatro años y los restantes a quienes les correspon-
derán ocho años, todos con posibilidad de reelección. 

Por su parte, en Colombia la Contraloría General de la
República es dirigida por un contralor que elige el Con-
greso de entre una terna presentada por la Corte Suprema
de Justicia y el Consejo de Estado, para un periodo igual
al del presidente de la república (cuatro años) sin posi-
bilidad de reelección.1

La duración del ejercicio del cargo público del presidente
de la república y los senadores es de seis años sin posibi-
lidad de reelección, no obstante, en el caso de los minis-
tros de la Suprema Corte de Justicia la duración es de
15 años.

Para la determinación de la temporalidad en el ejercicio de
los cargos no existe algún criterio o fórmula para el estable-
cimiento de los “años” que ejercerán el cargo, generalmente
el legislador lo establece libremente sin que se encuentre do-
cumentado la justificación de su establecimiento.

Si bien es cierto que la preparación académica y la expe-
riencia del servidor público son cartas credenciales indis-



pensables para desempeñar un cargo dependiendo de la
materia, también lo es que para el fortalecimiento de una
institución no necesariamente el servidor público tiene que
estar por muchos años para dar buenos resultados, afirmar
que el número de años dará como resultado que la institu-
ción funcione cada vez mejor sería vaguedad establecer es-
ta teoría como mecanismo de solución.

El análisis histórico, de derecho comparado y la experien-
cia, nos demuestran que no existe un sustento de que hoy
prevalezca que el auditor superior de la Federación se des-
empeñe ocho años en el cargo con posibilidad a reelegirse.

Así como la economía es dinámica, también lo es que las
funciones de la Auditoría Superior de la Federación no son
estáticas, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación
ha tenido transformaciones importantes, poco a poco se le
han otorgado mayores atribuciones a la Auditoría Superior
de la Federación para una mayor y más eficiente fiscaliza-
ción de los recursos.

Así las cosas, consideramos que como en el caso de Co-
lombia, el auditor superior de la Federación deberá ocupar
el cargo por un periodo de seis años, igual que el del presi-
dente de lar, en lugar de ocho años y sin la posibilidad de
poder reelegirse.

III. Fundamento legal

A esta iniciativa le son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

-Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

-Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración.

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto, que reforman los artí-
culos 79, párrafo sexto, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 86 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación.

V. Ordenamientos a modificar

a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y

b) Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto.

Artículo Primero. Se reforma artículo 79, párrafo sexto,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue: 

Artículo 79. ...

...

...

...

...

La Cámara de Diputados designará al titular de la Audito-
ría Superior de la Federación por el voto de las dos terce-
ras partes de sus miembros presentes. La ley determinará el
procedimiento para su designación. Dicho titular durará en
su encargo seis años. Podrá ser removido, exclusivamente,
por las causas graves que la ley señale, con la misma vota-
ción requerida para su nombramiento, o por las causas y
conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuar-
to de esta Constitución.

...

...

...

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 86 de Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 86. El titular de la Auditoría Superior de la Fede-
ración durará en el encargo seis años. Podrá ser removido
por la Cámara por las causas graves a que se refiere esta
Ley, con la misma votación requerida para su nombra-
miento, así como por las causas y conforme a los procedi-
mientos previstos en el Título Cuarto de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Si esta situación
se presenta estando en receso la Cámara, la Comisión Per-
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manente podrá convocar a un periodo extraordinario para
que resuelva en torno a dicha remoción.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Unidad de Evaluación y Control Comisión de Vigilancia de la Audi-
toría Superior de la Federación, LIX Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión. Fiscalización superior

comparada. Una aproximación al estudio de los modelos de fiscaliza-

ción superior en el mundo. México 2005.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.—
Diputada Minerva Hernández Ramos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, la
parte que le corresponde, y de Transparencia y Antico-
rrupción, la porción respectiva, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que adiciona el artículo 87-Bis 3 a la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Enrique Rojas Orozco, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional representado en esta LXIII Legislatura corres-
pondiente a la Cámara de Diputados, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 3, numeral 1, fracción VIII;
6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78, numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene a bien
someter a la consideración de esta honorable soberanía,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene el propósito de contribuir a for-
talecer el marco jurídico nacional relacionado con la pro-

tección, el bienestar, el trato digno y la tenencia responsa-
ble de los animales, particularmente de los llamados de
compañía. Esto se hace debido a que en la actualidad, aun-
que existen leyes y reglamentos que tratan estos temas, los
tres niveles de gobierno, en la mayoría de las ocasiones,
son omisos en implementar acciones, programas y políticas
públicas concretas, que atiendan las obligaciones impues-
tas mediante ley.

Muchos estados de la república han avanzado de forma im-
portante a favor del cuidado y el bienestar de los animales,
sobre todo de los de compañía, al crear en sus legislaciones,
leyes encaminadas a la protección animal, las que prevén no
solamente conductas prohibidas sino sanciones a quienes las
realicen. Esto está sucediendo también en el nivel municipal,
en donde los gobiernos comienzan a crear reglamentos sobre
tenencia responsable de animales de compañía, lo cual, como
ya se dijo, son avances irreprochables.

Sin embargo, existe un vacío institucional y de políticas
públicas en los tres niveles de gobierno, pues hay pocas ac-
ciones para promover la tenencia responsable y el trato dig-
no a favor de los animales, para fomentar la esterilización
de los animales como una medida de reproducción contro-
lada, para impulsar campañas de atención médica veterina-
ria que favorezca la economía del hogar y la salud de los
animales, o para concientizar y educar sobre cómo llevar
una tenencia responsable de los animales.

Esto es así porque las instituciones de los tres niveles de
gobierno, aunque tienen legislación al respecto, no cuentan
con la obligación expresa de materializar acciones a favor
de los animales, menos aun de los animales de compañía.
Esto es claro pues el artículo 87 Bis 2 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, el único
que trata el tema, refiere a la necesidad de contar con re-
gulaciones en este sentido, pero no implica la formulación
de políticas públicas y programas.

Así, la actual situación no es suficiente para generar cam-
bios en los hábitos y las costumbres de los mexicanos so-
bre la manera en que se relacionan con los animales, de tal
manera que se les procure un mejor bienestar y las condi-
ciones adecuadas para su desarrollo. Entonces, se identifi-
ca la urgencia de, como en toda idea fundante, la creación
y cimentación de proyectos, políticas o acciones de gobier-
no que permitan la materialización del contenido de las le-
yes, y que hagan posible el contar con la estructura de apli-
cación permanente de éstas.
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A este respecto, la vicepresidenta de Asociaciones Protec-
toras de Animales de México, señaló en relación a las leyes
de protección animal, lo siguiente: “Muchos ayuntamien-
tos y muchos gobiernos no cuentan con el personal o con
todo lo necesario para que la ley se aplique. Es la proble-
mática que encontramos porque las leyes pueden ser bue-
nas, sin embargo su impacto se pierde al no poder aplicar-
las”1, lo que sucede al no contar con programas, campañas,
políticas ni otro tipo de acciones.

La mayoría de las leyes de protección y cuidado animal en
los estados del país contemplan rubros como el fomento de
una cultura de protección a los animales, la participación
de la comunidad en su cuidado, el trato digno y respetuoso
a los animales, los servicios de atención y cuidado que de-
ben brindar las instituciones de manera gratuita o subsidia-
da, los derechos de los animales, las obligaciones de quie-
nes tienen un animal en su hogar, así como las infracciones
y sanciones. No obstante, no prevén su viabilidad en el día
a día, es decir, no se ha promovido la creación de progra-
mas dirigidos a materializar cada una de sus disposiciones.

Es con la aplicación estricta de las leyes de protección y
cuidado animal en los estados, así como de los reglamen-
tos de tenencia responsable de animales de compañía en los
municipios, que podremos generar verdaderas condiciones
de bienestar y trato digno a los animales en nuestro país.
Para lograrlo, es deseable la coordinación y concertación
de los esfuerzos estatales y municipales, pero también los
federales, para alcanzar mejores niveles de bienestar a fa-
vor de los animales.

Es con base en estos razonamientos, que el suscrito dipu-
tado federal Enrique Rojas Orozco, propone corregir la de-
ficiencia legislativa e institucional que ha permeado en los
gobiernos federal, estatales y municipales al no existir la
obligatoriedad de crear programas permanentes encamina-
dos a fomentar en la gente una cultura de tenencia respon-
sable de animales de compañía, un trato digno a los ani-
males en situación de calle, así como que los gobiernos
brinden servicios veterinarios gratuitos o subsidiados, y ha-
gan efectivo el cumplimiento de las regulaciones en mate-
ria de protección y cuidado animal.

Por lo expuesto y fundado, y haciendo uso de las faculta-
des que me otorga el orden constitucional y legal vigente,
me permito someter a la consideración de esta soberanía, el
siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un artículo 87 Bis 3 a la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 87 Bis 3. En materia de trato digno y respe-
tuoso de los animales, el gobierno federal, los gobiernos
de los estados, de la Ciudad de México y de los munici-
pios, conforme a las atribuciones señaladas en los artí-
culos 5o., 7o., 8o. y 9o. de esta ley, deberán:

I. Incluir dentro de sus acciones, políticas públicas y
programas permanentes para promover la tenencia
responsable y el trato digno a favor de los animales; 

II. Establecer y operar, con el apoyo de la Secretaría
de Salud que corresponda, campañas permanentes
de esterilización, cumpliendo las normas oficiales
mexicanas aplicables, con la finalidad de evitar la re-
producción descontrolada de animales;

III. Fomentar la realización de campañas de aten-
ción médica veterinaria gratuita o subsidiada, con el
fin de que las autoridades coadyuven con la pobla-
ción de escasos recursos económicos, a garantizar la
salud y el bienestar de los animales; y

IV. Promover, desde sus respectivos ámbitos de com-
petencia, acciones de concientización, sensibilización
y educación sobre tenencia responsable de animales
de compañía, considerando las legislaciones y nor-
matividades vigentes.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, se derogan todas aquellas disposiciones que se opon-
gan a lo establecido en la misma.

Nota

1 Consultado en la red mundial Internet, el 1 de agosto de 2017 a las
11:19 horas, en: 

http://www.sinembargo.mx/25-10-2014/1150376)
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Dado en el Recinto Legislativo de la Cámara de Diputados, a 10 de oc-
tubre de 2017.— Diputado Enrique Rojas Orozco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES 
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, en materia de paridad de género, suscrita por las di-
putadas Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Be-
nítez Tiburcio, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscritas, diputadas Laura Nereida Plascencia Pacheco
y Mariana Benítez Tiburcio, y la senadora Hilda Esthela
Flores Escaleras, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por la que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, en materia de paridad de gé-
nero, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Como sabemos y como lo han demostrado diversos estu-
dios en materia de género y, en general de las ciencias so-
ciales, la diferencia entre mujeres y hombres ha estado an-
clada en una construcción social que privilegia lo
masculino y que, en consecuencia, menosprecia lo femeni-
no. De esta forma, el mundo occidental en el que vivimos
ha sido construido por y para varones, lo que ha dado co-
mo resultado una sumisión histórica y social de las muje-
res. Así, por ejemplo; en el reparto de los espacios se con-
finó a la mujer al doméstico-privado, y al hombre al
público; es decir, el espacio de toma de decisiones fue asig-
nado únicamente a hombres.

Lo anterior refuerza la construcción de pares categoriales,
binarios, dicotómicos, donde se es lo uno o lo otro, con la

consecuencia de que se impide ver o concebir la construc-
ción de un mundo con espacio para todas y todos. Deriva-
do de tal construcción social, el gobierno que es también,
otra construcción masculinizada, fue ocupada en su mayo-
ría por los hombres, relegando a las mujeres a otras activi-
dades, ajenas a la toma de decisiones sobre la vida pública
del país.

De esta manera, la masculinización de la vida política ha-
ce que las reglas institucionales de competencia y partici-
pación política no tengan efecto igualitario entre hombres
y mujeres, siendo la desigual representación de mujeres en
cargos de elección popular su mejor ejemplo.1

En este contexto de desigualdad, tuvieron su origen las luchas
feministas por el reconocimiento de todos sus derechos, pa-
sando por los económicos, civiles, sociales, laborales, cultu-
rales y políticos. Esta última generación de derechos huma-
nos, ha cobrado especial relevancia en el México actual,
puesto que hemos pasado de la asignación de las llamadas
cuotas de género, a tener conformado un Congreso General
mediante el principio de paridad (50/50).

Ahora bien, el reconocimiento de tales derechos no hubie-
ra sido posible de no contar con instrumentos jurídicos in-
ternacionales en esta materia, así desde la fundación de la
Organización de las Naciones Unidas quedó prohibida la
discriminación en función del sexo, y posteriormente en la
Carta de las Naciones Unidas quedó consagrado el princi-
pio de igualdad de derechos entre hombres y mujeres en ju-
nio de 1945.2

En la Declaración Universal de los Derechos del Hombre
de 1948, se reafirma el principio de igualdad y no discri-
minación en función del sexo, y establece el derecho de las
personas a participar, en condiciones de igualdad, en la to-
ma de decisiones políticas y acceder a las funciones de los
asuntos públicos.3

Mientras que en la Convención de los Derechos Políticos
de las Mujeres de 1954, se propone poner en práctica el
principio de igualdad de derechos de mujeres y hombres,
enunciado en la Carta de las Naciones Unidas.4

Asimismo, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles
y Políticos de 1966, así como en el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Políticos y Sociales del mismo año,
los Estados partes se comprometen a respetar y garantizar
a todos los individuos en su territorio y sujetos a su juris-
dicción los derechos reconocidos en dichos instrumentos,
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sin distinción alguna de raza, idioma, sexo, nacionalidad,
religión, lengua, opinión política, entre otras.5

Por otra parte, la Convención sobre la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación contra la Mujer (CE-
DAW), establece una serie de disposiciones que los Esta-
dos deben observar a partir de las siguientes obligaciones: 

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constitu-
ciones nacionales y en cualquier otra legislación apro-
piada el principio de la igualdad del hombre y de la mu-
jer y asegurar por ley u otros medios apropiados la
realización práctica de ese principio; 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro ca-
rácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban
toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la
mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y
garantizar, por conducto de los tribunales nacionales o
competentes y de otras instituciones públicas, la protec-
ción efectiva de la mujer contra todo acto de discrimi-
nación; 

d) Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de dis-
criminación contra la mujer y velar porque las autorida-
des e instituciones públicas actúen de conformidad con
esta obligación; 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer practicada por cuales-
quiera personas, organizaciones o empresas; 

f) Adaptar todas las medidas adecuadas, incluso de ca-
rácter legislativo, para modificar o derogar leyes, regla-
mentos, usos y prácticas que constituyan discriminación
contra la mujer; 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales
que constituyan discriminación contra la mujer.6

De tal manera, el 25 agosto de 2006 el Comité de la CE-
DAW recomendó en la observación 11 de las “Observacio-
nes finales del Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer: México”,7 que se pongan en
marcha mecanismos de coordinación y seguimiento desti-
nados a lograr la armonización y aplicación efectivas de los
programas y políticas relativos a la igualdad de género, así

como la aplicación de la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres a nivel federal, estatal y municipal.

Aunado a ello, México forma parte de la Convención Inter-
americana para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia
contra la Mujer, (Convención de Belem do Pará).8 Esta
Convención plasma en su artículo 4 el derecho de las mu-
jeres a la igualdad de protección ante la ley y a la igualdad
de acceso a las funciones públicas de su país y a participar
en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones,
por lo cual el Estado mexicano se comprometió a tomar las
medidas necesarias, entre ellas las de carácter legislativo,
para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o pa-
ra modificar practicas jurídicas o consuetudinarias que res-
palden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra
la mujer o la violación de sus derechos.

Durante las últimas seis décadas, la comunidad internacio-
nal ha refrendado fuertes compromisos referidos a la igual-
dad de género y el empoderamiento de las mujeres, tanto
desde una perspectiva global, como a nivel interno de cada
uno de los Estados que la componen, como se constata en
el marco de los Objetivos de Desarrollo del Milenio adop-
tados por la Organización de las Naciones Unidas en el año
2000, cuando se señala como uno de estos objetivos, la
igualdad entre los géneros.

En agosto de 2015, la referida ONU presentó el documen-
to “Transformando nuestro mundo: la Agenda 2030 para el
desarrollo sostenible”,9 que busca erradicar la pobreza,
combatir las desigualdades y promover la prosperidad, me-
diante 169 metas y 17 objetivos. En dicha Agenda se seña-
la como objetivo 5: “Lograr la igualdad entre los géneros y
empoderar a todas las mujeres y las niñas”, con lo que que-
da constatado el interés mundial por lograr la igualdad de
la mujer y el hombre.

Por lo que respecta a nuestra región y tal como se señala en
la exposición de motivos de la Norma Marco para la De-
mocracia Paritaria,10 América Latina ha sido pionera en es-
tablecer acuerdos y un marco normativo para la aceleración
de políticas públicas que promuevan los derechos de las
mujeres y la igualdad de género, donde se destaca la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do
Para), y las Conferencias Regionales de la Mujer en Amé-
rica Latina y el Caribe, Quito (2007), Brasilia (2010), Re-
publica Dominicana (2014), así como la Conferencia de
Población y Desarrollo de Montevideo (2013), que han
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contribuido a lograr avances normativos muy significati-
vos plasmados en los llamados Consensos regionales. El
Consenso de Quito supuso un gran avance en la región al
reconocer que:

“(…) la paridad es uno de los propulsores determinantes
de la democracia, cuyo fin es alcanzar la igualdad en el
ejercicio del poder, en la toma de decisiones, en los meca-
nismos de participación y representación social y política,
y en las relaciones familiares al interior de los diversos ti-
pos de familias, las relaciones sociales, económicas, polí-
ticas y culturales, y que constituye una meta para erradicar
la exclusión estructural de las de las mujeres”.11

De esta forma tiene su origen la referida Norma Marco pa-
ra la Democracia Paritaria, que exige reformas en tres
grandes capítulos:12

I. En primer lugar, la Norma Marco identifica como ele-
mento vertebrador del cambio un modelo de Estado in-
clusivo que debe asumir su responsabilidad con la igual-
dad de género y el empoderamiento de las mujeres y
generar todas las garantías necesarias para que mujeres
y hombres disfruten de las mismas oportunidades y con-
diciones de igualdad en el ámbito político, económico,
social, cultural y civil. Atendiendo a la diversidad de los
seres humanos y a la discriminación histórica de las mu-
jeres, se dirige a los Estados el exhorto de remover, me-
diante la adopción de medidas especiales, todos aque-
llos elementos que se traducen en flagrante desigualdad
de hecho a pesar del reconocimiento formal del princi-
pio de igualdad.

II. El segundo eje vertebrador es la Paridad en todos los
poderes del Estado, legislativo, judicial y ejecutivo, en
toda la estructura del Estado, así como su paulatino tras-
lado a toda la sociedad. La paridad constituye una meta
de los Estados inclusivos como reconocimiento expreso
del hecho de que la humanidad está integrada por una
representación 50/50 de mujeres y hombres.

III. El tercer eje, es una verdadera transformación hacia
un modelo paritario en las relaciones y dinámica del po-
der de los partidos y organizaciones políticas. Los parti-
dos políticos, movimientos políticos y las candidaturas
independientes son instrumentos determinantes de un
sistema democrático para promover transformaciones
en la sociedad, así como para garantizar la paridad re-
presentativa y la efectiva consolidación del principio de
igualdad sustantiva.

Deben establecer condiciones en sus tres dimensiones, or-
ganizacional, electoral y programática, pero también en la
financiera, para que el entorno político deje de ser el cue-
llo de botella del empoderamiento político de las mujeres y
pase a ser la plataforma que lo impulse y defienda.

En virtud de lo anterior y en cumplimiento de la obligación
establecida en el artículo 133 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, donde se establece que la
Constitución será Ley Suprema de la Unión, junto con las
Leyes del Congreso de la Unión que de ella emanen y to-
dos los tratados que estén de acuerdo con la misma, cele-
brados y que se celebren por el Presidente de la República
con aprobación del Senado, el Estado mexicano se ha dado
a la tarea de incorporar los contenidos de dichos instru-
mentos internacionales en su legislación nacional.13

Un ejemplo de lo anterior lo constituye la reforma político-
electoral de 2014, con la que se garantizó que los congre-
sos locales y el Congreso de la Unión se integrarán bajo el
principio de paridad, sin embargo, las mujeres seguimos
relegadas de los espacios de la toma de decisiones, conti-
nuamos sin ocupar los espacios públicos en un país donde
somos más del 50 por ciento de la población. 

Ahora bien, en el ámbito nacional la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en sus artícu-
los 1 y 4 el principio de igualdad para el ejercicio de los de-
rechos político-electorales contenidos en su artículo 35.
Además, establece como principios rectores del ejercicio
de la función electoral la certeza, la legalidad, la indepen-
dencia, la imparcialidad, la máxima publicidad y la objeti-
vidad. Además, y por tratarse de derechos humanos, a es-
tos principios se deben sumar el pro persona, el de no
discriminación, universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad.

Estos principios y mandatos, tanto nacionales como inter-
nacionales, no deben ser sólo enunciativos, ya que ello nos
lleva a reproducir los esquemas de subordinación de las
mujeres, por lo que deben encontrar su factibilidad en la
adecuación normativa, para que, consecuentemente, todos
los espacios de toma de decisiones públicas sean integra-
dos bajo el principio de paridad de género (50/50), porque
esto nos conllevará a lograr la igualdad entre mujeres y
hombres, a la construcción de un Estado más justo e inclu-
yente, donde todos sus ciudadanos se encuentren debida-
mente representados.
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Porque, aunque ha habido avances muy importantes, los
puestos públicos, sobre todo los de mayor responsabilidad,
siguen ocupados mayoritariamente por varones, claro
ejemplo de ello es el órgano autónomo encargado de vigi-
lar y coordinar los diferentes procesos electorales tanto a
nivel federal, estatal y municipal, me refiero al Instituto
Nacional Electoral. Es así, que dicho organismo en la con-
formación de su órgano máximo de decisión, el Consejo
General, cuenta nominalmente con 30 integrantes entre
Consejeros Electorales, Consejeros del Poder Legislativo,
Representantes de los Partidos Políticos, Consejero Presi-
dente y Secretario Ejecutivo, de estos cargos 22 son ocu-
pados por hombres y únicamente 7 son ostentados por mu-
jeres, ello da cuenta de que, en lo que se supone debería ser
el órgano que vigile la implementación de la paridad de
género para la conformación del Poder Legislativo Federal,
la hegemonía masculina predomina de manera apabullante.

De igual modo, en la Secretaría Ejecutiva que es el órgano
técnico-administrativo del instituto, hay una absoluta pre-
dominancia del género masculino en todos los cargos, co-
mo se puede constatar al observar la página del institu-
to,14de los 11 integrantes que la componen, 11 son
hombres, esto da cuenta de que el acceso de las mujeres a
cargos directivos y de toma de decisiones dentro de esta
institución es nulo en las ramas administrativas y técnicas
que elegirán la ruta de los programas generales. Es indig-
nante que en pleno siglo XXI aún se sigan presentando si-
tuaciones en las instancias encargadas de defender el dere-
cho de las mujeres a participar en la política nacional, a su
interior obvien la presencia, capacidad y reconocimiento a
la labor de las mujeres.

En este contexto que se inscribe la presente iniciativa, en
clara referencia a implementar una conformación paritaria
al seno del Instituto Nacional Electoral, esto como un cla-
ro ejemplo de modernización en la cultura institucional y
política de México, en a las necesidades de la democracia,
del país, de sus ciudadanas y ciudadanos.

Dada la importancia de esta institución y, para garantizar
que las mujeres estemos representadas paritariamente en
los referidos asuntos político-electorales del país, es nece-
sario reformar la Ley para que los diferentes órganos que
conforman este Instituto se integren bajo el principio de pa-
ridad de género y, de esta forma, las mujeres podamos ocu-
par estos espacios históricamente masculinizados. 

Estoy convencidas de que, al integrar paritariamente, 50
por ciento mujeres y 50 por ciento hombres, los órganos

del Instituto Nacional Electoral su eficacia administrativa y
operación política-electoral se verá favorecida, ya que se
velarán por los intereses de la igualdad de género. Es ne-
cesario mencionar que, aunado a lo anterior, estaremos
dando cumplimiento a los diversos compromisos y con-
venciones internacionales en materia de paridad, a los que
el Estado mexicano se ha sujetado, como la Norma Marco
para la Democracia Paritaria, referida anteriormente, así
como a la CEDAW y a la Belém Do Pará, ejes jurídicos in-
ternacionales de la igualdad entre mujeres y hombres.

En este sentido y con el objetivo de lograr la paridad en los
espacios de decisión pública gubernamental y con la con-
vicción de que estas acciones nos llevarán a la creación de
un Estado con una democracia paritaria, se somete a consi-
deración de esta H. Cámara de Diputados, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, en materia de paridad de
genero

Artículo Primero. Se reforman y adicionan los artículos
36 numerales 3, 4 y 6, 39 numeral 3, 44 numeral 1 inciso
e), 50 numeral 1, 65 numeral 3, 76 numeral 3, 99 numeral
1, 108 numeral 1, 232 numeral 3, 234 numeral 1 y 264 nu-
meral 1 todos de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 36.

1. y 2. …

3. El Consejero Presidente del Consejo General debe reu-
nir los mismos requisitos que se establecen en el artículo
38 de esta Ley para ser Consejero Electoral. Durará en su
cargo nueve años y no podrá ser reelecto. Atendiendo al
principio de paridad, el cargo será detentado de forma
alternada por una mujer o un hombre en cada periodo,
sin que el género del consejero presidente pueda ser
modificado por cualquier causa durante el tiempo que
dure el encargo.

4. Los Consejeros del Poder Legislativo serán propuestos
en la Cámara de Diputados por los grupos parlamentarios
con afiliación de partido en alguna de las Cámaras, garan-
tizando la paridad entre mujeres y hombres, para ello,
el grupo parlamentario con mayor número de legisla-
dores designará primeramente a una mujer para el en-
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cargo y se irá alternando entre los subsecuentes grupos
parlamentarios en orden decreciente de legisladores in-
tegrantes. Sólo habrá un Consejero por cada grupo parla-
mentario, no obstante, su reconocimiento en ambas Cáma-
ras del Congreso de la Unión. Los Consejeros del Poder
Legislativo concurrirán a las sesiones del Consejo General
con voz, pero sin voto. Por cada propietario podrán desig-
narse hasta dos suplentes. Durante los recesos de la Cáma-
ra de Diputados, la designación la hará la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión.

5. …

6. Los Consejeros Electorales durarán en su cargo nueve
años, serán renovados en forma escalonada garantizando
la paridad entre los géneros y no podrán ser reelectos.

7. a 10. ...

Artículo 39.

1. y 2. ...

3. El Consejero Presidente, los Consejeros Electorales y el
Secretario Ejecutivo del Consejo General podrán ser suje-
tos a juicio político. De igual manera estarán sujetos al ré-
gimen de responsabilidades de los servidores públicos pre-
visto en el Título Cuarto de la Constitución.

4. a 7. …

Artículo 44.

1. El Consejo General tiene las siguientes atribuciones: 

a) a d) …

e) Designar a los directores ejecutivos y de unidades
técnicas del Instituto, a propuesta que presente el Con-
sejero Presidente, dicha propuesta será integrada de
acuerdo al principio de paridad entre mujeres y
hombres. En el caso de las direcciones ejecutivas y uni-
dades técnicas previstas en esta Ley, el nombramiento
de sus titulares deberá realizarse por mayoría de cuando
menos ocho votos.

f) a jj) …

2. y 3. …

Artículo 50.

1. El secretario ejecutivo del Instituto durará en el cargo
seis años y podrá ser reelecto una sola vez. Atendiendo al
principio de paridad, el cargo será detentado de forma
alternada por una mujer o un hombre en cada periodo,
sin que el género del Secretario pueda ser modificado
por cualquier causa durante el tiempo que dure el en-
cargo, salvo los casos en que sea por única reelección.

Artículo 65. 

1. y 2. …

3. Los consejeros electorales serán designados conforme a
lo dispuesto en el inciso h) del párrafo 1 del artículo 44 de
esta Ley y garantizando la paridad entre los géneros en
su conformación. Por cada Consejero Electoral propieta-
rio habrá un suplente. De producirse una ausencia definiti-
va, o en su caso, de incurrir el consejero propietario en dos
inasistencias de manera consecutiva sin causa justificada,
el suplente será llamado para que concurra a la siguiente
sesión a rendir la protesta de ley. Las designaciones podrán
ser impugnadas ante la Sala correspondiente del Tribunal
Electoral, cuando no se reúna alguno de los requisitos se-
ñalados en el artículo siguiente.

4. …

Artículo 76.

1. y 2. …

3. Los seis consejeros electorales serán designados por el
consejo local correspondiente conforme a lo dispuesto en el
inciso c) del párrafo 1 del artículo 68 de esta Ley y garanti-
zando la paridad entre los géneros en su conformación.
Por cada consejero electoral habrá un suplente. De producir-
se una ausencia definitiva o, en su caso, de incurrir el conse-
jero propietario en dos inasistencias de manera consecutiva
sin causa justificada, el suplente será llamado para que con-
curra a la siguiente sesión a rendir la protesta de ley. Las de-
signaciones podrán ser impugnadas en los términos previstos
en la ley de la materia, cuando no se reúna alguno de los re-
quisitos señalados en el artículo siguiente.

4. …
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Artículo 99.

1. Los organismos públicos locales contarán con un órgano
de dirección superior integrado por un consejero Presiden-
te y seis Consejeros Electorales, integrados de forma pa-
ritaria entre mujeres y hombres, con derecho a voz y vo-
to; el Secretario Ejecutivo y representantes de los partidos
políticos con registro nacional o estatal, quienes concurri-
rán a las sesiones sólo con derecho a voz.

2. …

Artículo 108.

1. Para la elección de los magistrados electorales que inte-
gren los organismos jurisdiccionales locales, se observará
lo siguiente: a) La Cámara de Senadores emitirá, a pro-
puesta de su Junta de Coordinación Política, la convocato-
ria pública que contendrá los plazos y la descripción del
procedimiento respectivo, respetando en todo momento
la integración paritaria, y b) El Reglamento del Senado
de la República definirá el procedimiento para la emisión y
desahogo de la convocatoria respectiva.

2. …

Artículo 232.

1. y 2. …

3. Los partidos políticos garantizarán y promoverán la pa-
ridad entre los géneros, en la postulación de candidatos a
los cargos de elección popular para la integración del Con-
greso de la Unión, los Congresos de los Estados y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

4. y 5. …

Artículo 234.

1. Las listas de representación proporcional se integrarán
por fórmulas de candidatos compuestas cada una por un
propietario y un suplente del mismo género, empezando
siempre por una fórmula de género femenino y se alter-
narán las fórmulas de distinto género para garantizar el
principio de paridad hasta agotar cada lista.

Artículo 364.

1. Las fórmulas de candidatos para el cargo de senador, de-
berán estar integradas de manera alternada por personas de
género distinto, comenzando siempre por una fórmula
de género femenino.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin
perjuicio de lo dispuesto en el transitorio siguiente.

Segundo: Para el caso de los cargos que deban ser ocupados
por mujeres para garantizar la paridad, este decreto será apli-
cable en la próxima renovación inmediata de cada puesto.

Notas

1 Moreira, Constanza. ¿Democracia restringida en Paraguay? La parti-
cipación política de las mujeres (1985-2000), en varios autores, Se-

ducción y desilusión en la política latinoamericana. Montevideo, Edi-
ciones de la Banda Oriental, 2001.

2 Carta de las Naciones Unida. Disponible en 

http://www.un.org/es/charter-united-nations/index.html.

3 Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Disponible en 

http://www.un.org/es/documents/udhr/

4 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Rodríguez y Rodríguez
Jesús, compilador, Instrumentos internacionales sobre derechos huma-

nos. ONU-OEA, Tomo II, pp. 1157.

5 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Op. Cit.

6 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer. Disponible en: 

http://www.inmujeres.gob.mx/index.php/ambito-internacional/ce-
daw

7 Disponible en 

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/CEDAW_2006.pdf 
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8 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, (Convención Belem do Pará). Disponible en 

http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html

9 Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el desarrollo sos-
tenible. Organización de las Naciones Unidas. 2015, disponible en 

http://www.socialwatch.org/sites/default/files/Agenda-2030-
esp.pdf.

10 Norma Marco para la Democracia Paritaria, disponible en: 

http://www.parlatino.org/pdf/leyes_marcos/leyes/consolidar-de-
mocracia-paritaria-pma-27-nov-2015.pdf

11 Ibídem.

12 Op. Cit. Páginas 6 y 7.

13 Especialmente a partir del reconocimiento de la obligatoriedad de
los tratados internacionales, con la reforma en derechos humanos, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011.

14 http://www.ine.mx/estructura-ine/junta-general-ejecutiva/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Di-
putadas Laura Nereida Plascencia Pacheco, Mariana Benítez Tibur-
cio (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 19 Bis de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
suscrita por los diputados Minerva Hernández Ramos y Fe-
derico Döring Casar, del Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, Minerva Hernández Ramos y Federico
Döring Casar, diputados de la LXIII Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión e integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-

mara de Diputados, someten a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto que re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria al tenor
del siguiente

I. Planteamiento del problema

Que en materia de los remanentes de operación adminis-
trados por el Banco de México (en adelante, Banxico) son
dos marcos jurídicos los que regulan su operación; la Ley
del Banco de México y, recientemente, la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (en adelante,
LFPRH).

a) Ley del Banco de México

El artículo 55 de la Ley del Banco de México establece que
Banxico será la institución sin propósito de lucro y deberá
entregar al gobierno federal el importe íntegro de su re-
manente de operación una vez constituidas las reservas,
siempre que ello no implique la reducción de reservas pro-
venientes de la revaluación de activos. Dicha entrega se
efectuará a más tardar en el mes de abril del ejercicio
inmediato siguiente al que corresponda el remanente.

b) Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria

Como parte de los argumentos de la iniciativa presentada
por el Ejecutivo federal en relación con los remanentes de
operación administrados por Banxico, se proyectaba como
una reforma que representaba un cambio estructural
que iba contribuir a reducir la deuda pública y mejorar
la posición financiera del gobierno federal al tiempo
que fortalecería el marco de responsabilidad hacenda-
ria, lo cual se reflejaría en menores costos y mayor ac-
ceso a financiamiento de toda la sociedad y del gobier-
no federal en beneficio de las familias mexicanas.

Así, el 18 de noviembre de 2015, fue publicado en el Diario
Oficial de la Federación, el decreto por el que se adicionó un
artículo 19 Bis a la LFPRH. De acuerdo con este precepto le-
gal, el Ejecutivo federal por conducto de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público (en adelante, la Secretaría) deberá
destinar estos ingresos de la siguiente manera:

• Cuando menos setenta por ciento a la amortización
de la deuda pública del gobierno federal contratada en
ejercicios fiscales anteriores o a la reducción del mon-
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to de financiamiento necesario para cubrir el Déficit
Presupuestario que, en su caso, haya sido aprobado pa-
ra el ejercicio fiscal en que se entere el remanente, o
bien, una combinación de ambos conceptos, y

• El monto restante, a fortalecer el Fondo de Estabili-
zación de los Ingresos Presupuestarios (en adelante,
FEIP) o al incremento de activos que fortalezcan la
posición financiera del gobierno federal.

Asimismo, se estableció que la Secretaría debería dar a co-
nocer la aplicación específica de los recursos del rema-
nente de operación que, en su caso, hubiese recibido Ban-
xico, así como la reducción que ésta hubiere generado en el
Saldo Histórico de los Requerimientos Financieros del
Sector Público, en el último informe trimestral del ejerci-
cio fiscal de que se trate.

Así, de acuerdo con información oficial dada a conocer por
Banxico y el segundo informe trimestral de los Informes
sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, tenemos que:

• El 28 de marzo de 2017, Banxico enteró 321 mil 653 mi-
llones de pesos al gobierno federal por concepto de su
remanente de operación, correspondiente al ejercicio
fiscal 2016; y que,

• En junio de 2017 el gobierno federal realizó una transfe-
rencia de recursos al FEIP por 79 mil 978 millones de pe-
sos, la cual tuvo como fuente de ingreso el entero del re-
manente de operación de Banxico que constituyó una
inversión financiera para el gobierno federal.

A dos años de haberse publicado esta reforma, hoy los re-
sultados saltan a la vista, pues de los 321 mil 653 millones
de pesos que reportó recientemente Banxico al gobierno
federal ¿Cuántos de estos recursos hoy se traducen en be-
neficios de las familias mexicanas? ninguno, simplemente
se dejó constancia en papel.

II. Argumentos que sustenten la presente iniciativa

Actualmente, la mayoría de los municipios en el país en-
frentan presiones presupuestales que se derivan desde fi-
nanzas que no son sanas, presupuestos austeros, hasta la
falta oportuna de ministración de recursos por parte del go-
bierno del estado, lo cual ha ocasionado que no puedan dar
cumplimiento, por ejemplo, a las sentencias derivadas de
los laudos laborales.

Durante los trabajos de la Comisión Permanente, ante las
múltiples demandas de algunos municipios del país, apro-
bamos un acuerdo en donde exhortamos a las entidades fe-
derativas para que diseñaran un programa financiero esta-
tal para los municipios que contengan apoyos técnicos y
presupuestales para el saneamiento de sus finanzas públi-
cas derivado de la problemática que presentan por el incre-
mento de laudos laborales y la escasa realización de obra
pública municipal.

Por otra parte, en la exposición de motivos de los Criterios
Generales de Política Económica para la iniciativa de
Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación correspondientes al ejercicio fiscal
de 2018 se reconoció que, por su posición geográfica y la
diversidad de climas y ecosistemas, México está expuesto
a una gran variedad de desastres naturales que representan
una fuente de riesgo para las finanzas públicas; no obstan-
te, ante las contingencias presentadas en los últimos meses
por efecto de los desastres naturales, las entidades federa-
tivas no cuentan con los recursos suficientes para apo-
yar a la población afectada, restituir y salvaguardar
bienes públicos y privados, así como mitigar los daños a
los activos productivos y las viviendas.

Es por ello que la presente iniciativa tiene por objeto es-
tablecer que se destine cuando menos el diez por cien-
to de los remanentes de operación para fortalecer las
haciendas públicas de las entidades federativas y de
los municipios, así tendrían mayores posibilidades de
atender las múltiples problemáticas que requieren de su
atención inmediata.

III. Fundamento legal

A esta iniciativa le son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

• Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, y

• Ley del Banco de México

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria.
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V. Ordenamientos a modificar

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Único. Se reforman las fracciones I y II del ar-
tículo 19 Bis; y se adiciona una fracción III del artículo
19 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria para quedar como sigue: 

Artículo 19 Bis. …

I. Cuando menos el setenta por ciento a la amortización
de la deuda pública del gobierno federal contratada en
ejercicios fiscales anteriores o a la reducción del monto
de financiamiento necesario para cubrir el Déficit Pre-
supuestario que, en su caso, haya sido aprobado para el
ejercicio fiscal en que se entere el remanente, o bien,
una combinación de ambos conceptos;

II. Cuando menos el veinte por ciento a fortalecer el
Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios
o al incremento de activos que fortalezcan la posición fi-
nanciera del gobierno federal, y

III. Cuando menos el diez por ciento a fortalecer las
haciendas públicas de las entidades federativas y los
municipios.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Minerva Hernández Ramos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y LEY DEL
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de los Impuestos sobre la Renta, y al Valor
Agregado, a cargo de la diputada Minerva Hernández Ra-
mos, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe Minerva Hernández Ramos, diputada fe-
deral de la LXIII Legislatura al honorable Congreso de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a la consideración de esta soberanía, la presente Iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman el últi-
mo párrafo de la fracción I del artículo 27 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, el tercer párrafo de la fracción III
del artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y la
fracción IV del artículo 15 de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado; así como se adicionan la fracción IX del artícu-
lo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y la fracción
V al artículo 2o-A de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La educación tiene una función social básica, amplia las
oportunidades educativas para reducir las desigualdades en-
tre los grupos sociales, cierra brechas e impulsa la equidad.

Conforme a lo previsto por el artículo 3° de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos todo individuo
tiene derecho a recibir educación. Asimismo, en dicho ar-
tículo, se establece que la Federación, los Estados y los
Municipios tienen la obligación de proporcionar educación
preescolar, primaria, secundaria y media superior, garanti-
zando la calidad de la misma.

En México, nuestra población tiene un promedio de 9.1
años de escolaridad, lo que es equivalente a un poco más
de la secundaria.

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe
(CEPAL) ha señalado que el umbral educativo necesario
para revertir la tendencia de pobreza y para garantizar con
una alta probabilidad el acceso mínimo al bienestar a lo lar-
go del ciclo de vida, es de por lo menos 12 años de estu-
dios formales.

No obstante, el Gobierno no cuenta con los recursos nece-
sarios para prestar dichos servicios a la población de ma-
nera gratuita, razón por la cual en nuestro país la educación
preescolar, primaria, secundaria y media superior se pro-
porciona tanto en escuelas públicas como privadas. De
acuerdo con datos del Inegi, el gasto nacional en educación
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que eroga el sector privado representa más del 35 por cien-
to del gasto público en educación a nivel federal.

Resulta aplicable a lo anterior, lo previsto por los artículos
3 Constitucional y 54 de la Ley General de Educación, que
establecen que los particulares pueden impartir educación,
para lo cual requieren autorización expresa para la ense-
ñanza primaria, secundaria, normal y otras orientadas a for-
mar maestros de educación básica; en los demás casos pue-
den obtener el certificado de validez oficial de estudios.

Debemos estar conscientes de que la educación media su-
perior y superior es un enlace importante entre las políticas
educativas y el mercado laboral.

Está demostrado que la tasa de empleo aumenta con el ni-
vel de estudios y, además, quienes egresan del nivel medio
superior reciben un salario 30 por ciento mayor respecto de
quienes no lo cursaron, mientras que contar con una licen-
ciatura o un grado equivalente implica ganar dos veces más
que aquellos con educación media superior.

Por lo que corresponde a la educación superior, se cuenta
con universidades públicas pero las mismas son insuficien-
tes para atender la demanda que existe, lo que ha ocasio-
nado que un gran número de estudiantes que concluyen sus
estudios a nivel medio superior ya no puedan continuar con
sus estudios, truncando así su preparación profesional. Al
respecto, el Inegi ha señalado que la cobertura en educa-
ción superior a nivel nacional, en su modalidad escolariza-
da y no escolarizada, apenas alcanza al 37 por ciento de la
población objetivo.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE) sólo el 16 por ciento de la
población adulta en México cuenta con estudios de educa-
ción superior; y no sólo eso, apenas el 24 por ciento de
nuestros jóvenes mayores de edad están inscritos en una
institución de educación superior pública o privada, un
porcentaje sumamente bajo si se le compara con Australia,
Islandia o Corea del Sur, donde es del 60 por ciento.

Lo anterior es consecuencia de una serie de factores que in-
fluyen directamente en la continuidad de los estudios de
quienes concluyen la educación media superior, tales como
la falta de recursos económicos en las familias, a la diná-
mica poblacional y demográfica de nuestro país y a los
grandes retos de efectividad en el uso de los recursos fi-
nancieros presupuestados y gastados, que han ocasionado
que la cobertura de la educación superior escolarizada solo

haya aumentado en promedio 0.9 por ciento al año, en los
pasados 6 ciclos escolares, mientras que la tasa de deser-
ción durante ese mismo periodo promedie 11.6 por ciento.

Además de la poca cobertura, el número de jóvenes que lo-
gra culminar sus estudios es muy bajo, apenas 8 de cada
100 alumnos que comienzan los estudios de Educación Bá-
sica logran ingresar y terminar la Educación Universitaria,
logran terminarlos

Como consecuencia de ello actualmente hay más de 8 mi-
llones de jóvenes en edad universitaria, que no tienen ac-
ceso a la educación superior, sin mencionar los aproxima-
damente 1.25 millones de éstos que salen cada año del
rango de edad en la métrica de la Cobertura; lo anterior im-
plica un serio riesgo social y un problema político que es
urgente manejar y mitigar. 

La CEPAL ha señalado que los recursos invertidos en la edu-
cación logran un retorno social y privado más alto, ya que los
años adicionales de educación se traducen en importantes
ahorros de recursos públicos y privados, en el abatimiento de
los índices de pobreza y marginación, en la recomposición
del entorno de bienestar social, en la reducción del subem-
pleo, en la disminución de la brecha salarial entre hombres y
mujeres, entre muchos otros efectos positivos.

Sin embargo, con la deserción escolar se propicia un efec-
to contrario, pues las fisuras sociales se amplían y la movi-
lidad social se pierde cuando quienes tienen menos posibi-
lidades y recursos abandonan las aulas.

En este contexto no debe pasar inadvertida la relevancia que
tienen para la educación superior las Instituciones Particula-
res quienes, atendiendo a lo dispuesto en la Ley General de
Educación, proporcionan educación a 1.1 millones de alum-
nos, empleos totales a cerca de 230 mil personas y becas a
más de 330 mil estudiantes; esto último representa, aproxi-
madamente, un monto de $20,000’000,000.00 de pesos al
año que se tendrían que destinar por las familias o los estu-
diantes a la educación. El ahorro anual en los presupuestos
Federal y estatales como resultado del gasto de las familias en
Educación Superior Particular, asciende a aproximadamente
$88,000’000,000.00 de pesos. 

En este sentido, desde el punto de vista financiero, el desa-
rrollo y crecimiento de la educación superior privada se
puede interpretar como una necesaria contribución finan-
ciera al gasto educativo nacional.
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No obstante la importancia que tienen las Instituciones
Particulares de educación superior en nuestro país, en-
frentan una carga impositiva/financiera que oscila entre
el 29 por ciento y el 37 por ciento de sus ingresos, inclu-
yendo el 5 por ciento de becas que están obligadas a otor-
gar y el impuesto al valor agregado no recuperado, que
constituye más o menos el 5 por ciento o 6 por ciento de
ingresos, situación que ha sido más crítica derivado de la
Reforma Fiscal 2014. 

Como puede observarse si bien es crítica la situación edu-
cativa de nuestro país a todos los niveles, la situación es
aún más grave cuando se trata del nivel superior ya que al
no haber oportunidades en el sector público y ser limitadas
aquéllas en el sector privado, los jóvenes se ven obligados
no sólo a dejar sus estudios y truncar con ello su creci-
miento profesional, sino también ven limitadas las posibi-
lidades de tener acceso a mejores condiciones y oportuni-
dades de vida.

Lo anterior incluso podría llegar a ser más grave, si consi-
deramos que existe el riesgo de que se incremente el nú-
mero de personas que deben tener acceso al sistema educa-
tivo nacional, si el Gobierno de los Estados Unidos de
Norteamérica cumple con su promesa de campaña de re-
gresar a nuestro país a los niños y jóvenes indocumentados
que se habían adherido al programa “Deffered Action for
Childhood Arrival” el cual les permitía permanecer en el
país vecino y tener acceso a la educación.

Dado que el tema de la repatriación de connacionales ha
cobrado recientemente gran fuerza y visibilidad, no debe-
mos pasar inadvertido el impacto que ello podría tener ya
que estamos hablando de un estimado de alrededor de 30
mil jóvenes, inicialmente, que querrán incorporarse a las
universidades mexicanas, lo que implica un alto número de
retos por resolver en los campos político, financiero, aca-
démico, escolar, operativo y social.

Ahora bien, son conocidos los problemas presupuestales y las
limitaciones que enfrentan la gran mayoría de las Universi-
dades Públicas, los cuales lejos de disminuir, a partir de la
problemática expuesta, irán en aumento durante los siguien-
tes años. Sin embargo, las Universidades Particulares, apoya-
das por un marco fiscal que favorezca la disponibilidad de re-
cursos financieros y económicos, podrían representar una
opción viable para hacer frente a esta situación. 

En este sentido, es prioritario llevar a cabo reformas fisca-
les que permitan, de alguna u otra forma, suplir las limi-

tantes a las que se verá expuesto el sector educativo públi-
co de nuestro país, lo que se podría lograr a través de una
franca participación del sector privado, particularmente en
lo concerniente a la educación superior particular.

Al respecto, no debe pasar inadvertido el hecho de que los
incentivos a la educación superior en países avanzados y
competitivos son muy significativos, mientras que en Mé-
xico hay muy pocos incentivos y, generalmente, éstos no
son aplicables a la educación superior pública.

México tiene una cobertura de educación superior de 30
por ciento (matrícula escolarizada), mientras los Estados
Unidos de Norteamérica (EU) tiene 94 por ciento, Corea
98 por ciento; Chile 74 por ciento, España 86 por ciento,
Holanda 74 por ciento, Alemania 62 por ciento; como pue-
de observarse el porcentaje de nuestro país es considera-
blemente bajo comparado con los otros países en los que se
otorgan una serie de incentivos relevantes a la educación,
tales como:

• La posibilidad de recuperar el impuesto al valor agre-
gado (IVA) que es pagado con la adquisición de bienes
y servicios;

• La posibilidad de deducir –en diversos porcentajes–
aquellos donativos que son otorgados a las Instituciones
de Educación Particular; a manera de ejemplos, en el
derecho comparado encontramos los siguientes esque-
mas de deducibilidad:

Estados Unidos: 50 por ciento del ingreso bruto de
las personas;

Corea del Sur: 100 por ciento de los donativos;

Chile: 50 por ciento de los donativos;

Malasia: 100 por ciento de los donativos;

México: 7 por ciento de la utilidad fiscal obtenida.

• El acceso a fondos de financiamiento para padres de
familia y alumnos que ingresan a Instituciones de Edu-
cación Superior con acreditación de calidad.

No hay que olvidar que, en otros países, se apuesta por la
educación, siendo deseable que México no quede rezagado
en esta materia; tomando en cuenta el entorno globalizado
que rige actualmente, es de esperarse que los estudiantes
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que concluyan sus estudios en México competirán a nivel
laboral con estudiantes o profesionistas de otras partes del
mundo, por lo que deben estar preparados con educación y
capacitación de calidad.

Por ello, se considera necesario que el Gobierno Federal,
teniendo como objetivo la función social de la educación y
las bondades derivadas de invertir recursos destinados a la
educación, pueda dar impulso al servicio de educación su-
perior prestado por el sector privado, con la finalidad de
generar oportunidades de desarrollo profesional para un
amplio sector de la población, a través del establecimiento
de incentivos fiscales que, de forma colateral, implicarán
un ahorro considerable para el gasto educativo público.

En este sentido, se proponen reformas a las Leyes del Im-
puesto sobre la Renta y del Impuesto al Valor Agregado,
con la finalidad de incentivar el otorgamiento de donativos
a instituciones de enseñanza y permitir que las institucio-
nes de educación superior del sector privado puedan con-
tribuir de forma absolutamente proporcional.

Con estas medidas, las instituciones de educación superior
del sector privado con calidad acreditada podrían obtener
los recursos necesarios para otorgar un mayor número de
becas (incluyendo aquellas localizadas en las Zonas Eco-
nómicas Especiales) desarrollar áreas específicas como in-
vestigación, infraestructura y tecnología, encaminadas al
crecimiento y modernización de dichas áreas, construir ins-
talaciones que les permitan aceptar a un mayor número de
estudiantes, todo ello en aras de una educación de calidad.

Aunado a lo anterior, se propone establecer que los pagos
que realicen los padres de familia por concepto de colegia-
turas, respecto de los cuales se pueda acreditar plenamente
su destino, sean deducibles de forma independiente al lí-
mite de deducción que tienen las personas físicas. 

Asimismo, se propone que los donativos otorgados a Insti-
tuciones de Educación Superior con calidad acreditada se-
an deducibles hasta por el 25 por ciento de la utilidad fis-
cal o de los ingresos acumulables. 

Por lo que corresponde al impuesto al valor agregado, se
propone una reforma a la ley que lo regula con la finalidad
de que los servicios de enseñanza no se consideren exentos
y tributen conforme a lo previsto por el artículo 2-A de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, lo que permitirá que,
en su caso, puedan acreditar el impuesto que les es trasla-
dado en la compra de bienes y contratación de servicios. 

Al respecto, debe tenerse en consideración lo resuelto por
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción en la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 175/2007, en la
cual se estableció que los actos o actividades sujetos a la ta-
sa del 0 por ciento producen los mismos efectos legales que
aquellos por los que se debe pagar el impuesto en la tasa
general (16 por ciento) por lo que: i) existe la posibilidad
jurídica de trasladar el impuesto, aún y cuando el resultado
de la esa operación arroje una cantidad de cero; ii) se tiene
derecho de aplicar el acreditamiento respectivo; iii) es po-
sible solicitar la devolución que resulta procedente.

Iniciativa de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta y de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado

Artículo Primero. Se reforma el último párrafo de la frac-
ción I del artículo 27; el tercer párrafo de la fracción III del
artículo 151; el último párrafo del artículo 151; y, se adi-
ciona la fracción IX del artículo 151 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título
deberán reunir los siguientes requisitos:

I. (…)

a) a f) (…)

(…)

(…)

El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción
será deducible hasta por una cantidad que no exceda del 25%
de la utilidad fiscal obtenida por el contribuyente en el ejer-
cicio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la de-
ducción. Cuando se realicen donativos a favor de la Federa-
ción, de las entidades federativas, de los municipios, o de sus
organismos descentralizados, el monto deducible no podrá
exceder del 4% de la utilidad fiscal a que se refiere este pá-
rrafo, sin que en ningún caso el límite de la deducción total,
considerando estos donativos y los realizados a donatarias
autorizadas distintas, exceda del 25% citado.

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este Título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada Capítulo de esta Ley que les
correspondan, las siguientes deducciones personales:
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I. a II. (…)

III. (…)

a) al f) (…)

(…)

(…)

El monto total de los donativos a que se refiere esta
fracción será deducible hasta por una cantidad que
no exceda de 25% de los ingresos acumulables que
sirvan de base para calcular el impuesto sobre la ren-
ta a cargo del contribuyente en el ejercicio inmedia-
to anterior a aquél en el que se efectúe la deducción.
Cuando se realicen donativos a favor de la Federa-
ción, de las entidades federativas, de los municipios,
o de sus organismos descentralizados, el monto de-
ducible no podrá exceder del 4% de los ingresos
acumulables a que se refiere este párrafo, sin que en
ningún caso el límite de la deducción tratándose de
estos donativos, y de los realizados a donatarias au-
torizadas distintas, exceda del 25% citado.

(…)

IX. Los pagos por servicios de enseñanza correspon-
dientes a los tipos de educación básico, medio supe-
rior y superior a que se refiere la Ley General de
Educación, efectuados por el contribuyente para sí,
para su cónyuge o para la persona con quien viva en
concubinato y para sus ascendientes o sus descen-
dientes en línea recta, siempre que el cónyuge, con-
cubino, ascendiente o descendiente de que se trate no
perciba durante el año de calendario ingreso en can-
tidad igual o superior a la que resulte de calcular el
salario mínimo general del contribuyente elevado al
año y se cumpla con lo siguiente:

a) Que los pagos se realicen a instituciones edu-
cativas privadas que tengan autorización o reco-
nocimiento de validez oficial de estudios en los
términos de la Ley General de Educación, que
cuenten con una Acreditación Institucional de
Calidad, otorgada por una instancia aprobada
por la Secretaría de Educación Pública y

b) Que los pagos sean para cubrir únicamente los
servicios correspondientes a la enseñanza del

alumno, de acuerdo con los programas y planes
de estudio que en los términos de la Ley General
de Educación se hubiera autorizado para el nivel
educativo de que se trate.

La deducción a que se refiere la presente fracción
no será aplicable a los pagos que no se destinen
directamente a cubrir el costo de la educación del
alumno y a los correspondientes a cuotas de ins-
cripción o reinscripción.

Para los efectos de esta fracción, las instituciones
educativas deberán separar en el comprobante
fiscal el monto que corresponda por concepto de
enseñanza del alumno.

Tampoco será aplicable la deducción a que se re-
fiere la presente fracción cuando las personas
mencionadas en el primer párrafo de este artícu-
lo reciban becas o cualquier otro apoyo económi-
co público para pagar los servicios de enseñanza,
hasta por el monto que cubran dichas becas o
apoyos.

c) Los pagos a que se refiere este artículo deberán
realizarse mediante cheque nominativo del con-
tribuyente, traspasos de cuentas en instituciones
de crédito o casas de bolsa o mediante tarjeta de
crédito, de débito o de servicios.

Se deberá comprobar, mediante documentación
que reúna requisitos fiscales, que las cantidades
correspondientes fueron efectivamente pagadas
en el año de calendario de que se trate a institu-
ciones educativas residentes en el país. Si el con-
tribuyente recupera parte de dichas cantidades,
la deducción únicamente será aplicable por la di-
ferencia no recuperada

d) La cantidad que se podrá disminuir en los tér-
minos de este artículo no excederá, por cada una
de las personas a que se refiere el citado artículo,
de los límites anuales de deducción que para ca-
da nivel educativo corresponda, conforme a la si-
guiente tabla:
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Nivel educativo Límite anual
de deducción

Preescolar $14,200.00
Primaria $12,900.00
Secundaria $19,900.00
Profesional
técnico $17,100.00
Bachillerato o
su equivalente $24,500.00
Superior $60,000.00

(…)

(…)

(…)

El monto total de las deducciones que podrán efectuar los
contribuyentes en los términos de este artículo, no podrá
exceder de la cantidad que resulte menor entre cinco sala-
rios mínimos generales elevados al año, o del 15% del to-
tal de los ingresos del contribuyente, incluyendo aquellos
por los que no se pague el impuesto. Lo dispuesto en este
párrafo no será aplicable tratándose de las fracciones III, V
y IX de este artículo. 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción IV del artículo
15, y se adiciona la fracción V del artículo 2-A de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como sigue:

Artículo 2-A. El impuesto se calculará aplicando la tasa
del 0% a los valores a que se refiere esta Ley, cuando se re-
alicen los actos o actividades siguientes:

I. a IV. (…)

V. Los de enseñanza que presten los establecimientos
de particulares que tengan autorización o reconoci-
miento de validez oficial de estudios, en los términos
de la Ley General de Educación, así como los servi-
cios educativos de nivel preescolar y cuenten con una
Acreditación Institucional de Calidad otorgada por
una instancia aprobada por la Secretaría de Educa-
ción Pública.

(…)

Artículo 15. No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios: 

I. a III. (…)

IV. Los de enseñanza que preste la Federación, el
Distrito Federal, los Estados, los Municipios y sus or-
ganismos descentralizados.

V. a XVI. (…)

Disposiciones Transitorias

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente Decreto.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de octu-
bre de 2017.— Diputada Minerva Hernández Ramos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de los Impuestos al Valor Agregado, y sobre
la Renta, suscrita por los diputados Minerva Hernández
Ramos, Guadalupe Acosta Naranjo y Francisco Xavier Na-
va Palacios, de los Grupos Parlamentarios del PAN y PRD

Los que suscriben, Minerva Hernández Ramos, Guadalupe
Acosta Naranjo y Francisco Xavier Nava Palacios, dipu-
tados federales de la LXIII Legislatura al honorable Con-
greso de la Unión e integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios del Partido Acción Nacional y del Partido de la
Revolución Democrática con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a la consideración de esta soberanía, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto que reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado y la Ley Impuesto sobre la Renta al tenor del
siguiente
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I. Planteamiento del problema

México forma parte de la Convención Marco de las Nacio-
nes Unidas sobre el Cambio Climático, desde su creación
en 1992, habiendo ratificado su participación en la reduc-
ción de emisiones de gases de efecto invernadero con la
firma del Protocolo de Kioto en 1997.

De acuerdo con la Cuarta Comunicación al Panel Intergu-
bernamental de Cambio Climático (IPCC, por sus siglas en
idioma inglés), México contribuye con el 1.6 por ciento de
las emisiones globales totales de gases de efecto inver-
nadero, siendo el sector autotransporte una las princi-
pales fuentes emisoras, contribuyendo con el 20.4 por
ciento del total de las emisiones del país.

Durante el primer semestre de 2016, se decretaron ocho fa-
ses I del Programa para Contingencias Ambientales At-
mosféricas, mientras que, en el segundo semestre del mis-
mo año, una.

Actualmente, el comportamiento de los contaminantes en
la atmósfera está estrechamente relacionado con las condi-
ciones meteorológicas propias del lugar y el volumen de
emisiones contaminantes a la atmósfera y que, por ello, en
la zona metropolitana del Valle de México las concentra-
ciones de ozono se incrementan entre los meses febrero y
junio cuando los días se alargan, la intensidad de la radia-
ción solar aumenta y la falta de nubosidad y viento favore-
ce la estabilidad de la atmósfera baja, por lo que es nece-
sario establecer medidas que garanticen la disminución de
las concentraciones de contaminantes.

Así, se publicó el 5 de septiembre de 2017 la norma ofi-
cial mexicana NOM-167-SEMARNAT-2017, para preve-
nir y continuar con la mitigación de las altas concentracio-
nes de ozono en la Ciudad de México, Hidalgo, estado de
México, Morelos, Puebla y Tlaxcala, y de la contamina-
ción atmosférica en general, generada por vehículos auto-
motores en circulación.

Al establecer una regulación para incrementar el rendi-
miento de combustible en los vehículos ligeros nuevos tie-
ne como consecuencia la reducción de las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero, debido a la disminución del
consumo unitario de energía; así mismo, dicha regulación
tiene otros beneficios colaterales, como son la disminu-
ción de las emisiones de contaminantes locales, la mejo-
ra en la calidad del aire y, por lo tanto, la reducción de
los impactos negativos en la salud de la población.

II. Argumentos que sustenten la presente iniciativa

Los principales países productores de vehículos automoto-
res como Japón y la Unión Europea, han implementado
normas estrictas que favorecen el desarrollo de vehículos
más eficientes y con bajas emisiones contaminantes, in-
cluidas regulaciones correspondientes a los contaminantes
asociados al efecto invernadero.

Durante las últimas décadas, la calidad del aire se ha deterio-
rado significativamente en diversas ciudades de México de-
bido, entre otros factores, a los procesos de urbanización, al
crecimiento poblacional, así como a las necesidades de trans-
porte tanto de personas como de mercancías, por la diversi-
dad de actividades económicas que se realizan.

De acuerdo con el Inventario Nacional de Emisiones de
Fuentes Móviles para México 2013, publicado por el Insti-
tuto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC)
en 2014, el sector transporte emite poco más de 984 mil to-
neladas de óxidos de nitrógeno (NOx), 3.3 millones de to-
neladas de monóxido de carbono (CO) y 237 mil toneladas
de compuestos orgánicos volátiles (COV).

Por lo que el uso de combustibles diferentes a la gasolina y el
diésel, puede reducir la tasa de emisiones contaminantes ve-
hiculares con respecto a éstos, siempre y cuando su uso se re-
alice bajo adecuadas condiciones de operación vehicular.

Recientemente, la Asociación Mexicana de la Industria Au-
tomotriz informó que de enero a mayo a nivel nacional, se
comercializaron 4 mil 249 unidades, 141.8 por ciento más
respecto a los primeros cinco meses de 2016. Durante todo
el año pasado, se comercializaron en México un total de
7,989 vehículos híbridos.

Actualmente, en nuestro país se comercializan doce mo-
delos híbridos, por lo que consumidores y fabricantes
coinciden en el hecho de que el aumento en la venta de es-
tos modelos obedece, primordialmente al incremento en el
precio de los combustibles y a las restricciones para circu-
lar cuando hay contingencia ambiental.

Los estados en donde se ha dado el mayor aumento de ven-
tas de estos vehículos son la Ciudad de México, estado de
México, Jalisco, Nuevo León y Michoacán.

Algunas de las ventajas de los autos híbridos, además de su
bajo consumo de combustible, es que circulan diariamente,
están exentos de verificación y pago de tenencia.
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Recientemente, el Congreso de la Unión aprobó para este
año una deducción de hasta por 250 mil pesos en la
compra de autos eléctricos e híbridos para hacer más
accesible el transporte ecológico y reducir la contami-
nación.

Es por ello que es necesario establecer nuevos incentivos
fiscales como complemento de esta reforma.

En materia de impuesto al valor agregado proponemos
que, en el caso de los vehículos eléctricos o híbridos, el
impuesto correspondiente a su enajenación se calcule
aplicando la tasa del 0 por ciento.

Asimismo, en materia del impuesto sobre la renta, se pro-
pone que la amortización del activo fijo sea de 100 por
ciento tratándose de vehículos eléctricos o híbridos.

De igual forma, para efectos del impuesto sobre la renta,
se propone que las personas físicas puedan hacer deduci-
bles los intereses reales que efectivamente sean pagados
en el ejercicio fiscal derivados de los créditos automo-
trices destinados a la adquisición de vehículos eléctricos
o híbridos.

III. Fundamento legal

A esta iniciativa le son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

- Ley del Impuesto al Valor Agregado

- Ley del Impuesto sobre la Renta

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto, que por el que se refor-
man Ley del Impuesto al Valor Agregado y Ley del Im-
puesto Sobre la Renta

V. Ordenamientos a modificar

a) Ley del Impuesto al Valor Agregado

b) Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Primero. Se adiciona un inciso j) a la fracción I
del artículo 2o-A de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, para quedar como sigue:

Artículo 2o.-A. …

I. …

a) a i)…

j) Vehículos eléctricos o híbridos. Entendiéndose
como cualquier vehículo propulsado total o par-
cialmente por motores eléctricos, a través de ba-
terías u otra tecnología.

…

II. a IV. …

…

Artículo Segundo. Se reforma la fracción VI del artículo
34 y se adiciona la fracción IX del artículo 151 de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 34. …

I. a V. …

VI. 25 por ciento para automóviles, autobuses, camio-
nes de carga, tractocamiones, montacargas y remolques,
así como el 100 por ciento a vehículos eléctricos o hí-
bridos.

VII. a XIV. …

Artículo 151. …

I. a VIII. …

IX. Los intereses reales efectivamente pagados en el
ejercicio por créditos automotrices destinados a la
adquisición de vehículos eléctricos o híbridos.

…

…

…

…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de no-
viembre de 2017.— Diputados: Minerva Hernández Ramos, Guadalu-
pe Acosta Naranjo, Francisco Xavier Nava Palacios (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que adiciona el artículo 26 Bis a la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La alerta de violencia de género es un mecanismo creado
en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, el cual tiene por objeto garantizar la vida,
la libertad, la seguridad e integridad de mujeres y niñas, y
consiste en tomar acciones gubernamentales de emergencia
para enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un te-
rritorio determinado del país.

Estas medidas se enfocan en la implantación de estrategias
de prevención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres, las cuales se encuentran dirigidas
a mejorar la seguridad, a incrementar las medidas preven-

tivas de la violencia y a garantizar la justicia y la repara-
ción integral del daño a mujeres víctimas y/o familiares.

Así, de conformidad con el artículo 23 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
el objetivo legal de la alerta de violencia de género es el
siguiente:

Artículo 23. La alerta de violencia de género contra las
mujeres tendrá como objetivo fundamental garantizar la
seguridad de las mismas, el cese de la violencia en su
contra y eliminar las desigualdades producidas por una
legislación que agravia sus derechos humanos, por lo
que se deberá:

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidiscipli-
nario con perspectiva de género que dé el seguimiento
respectivo;

II. Implementar las acciones preventivas, de seguridad
y justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminici-
da;

III. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el com-
portamiento de los indicadores de la violencia contra las
mujeres;

IV. Asignar los recursos presupuestales necesarios
para hacer frente a la contingencia de alerta de vio-
lencia de género contra las mujeres, y

V. Hacer del conocimiento público el motivo de la
alerta de violencia de género contra las mujeres, y la
zona territorial que abarcan las medidas a imple-
mentar.1

Por su parte, el artículo 24 del mismo ordenamiento dispo-
ne los casos en que se deberá emitir dicha alerta:

Artículo 24. La declaratoria de alerta de violencia de
género contra las mujeres, se emitirá cuando:

I. Los delitos del orden común contra la vida, la liber-
tad, la integridad y la seguridad de las mujeres, pertur-
ben la paz social en un territorio determinado y la so-
ciedad así lo reclame;

II. Exista un agravio comparado que impida el ejercicio
pleno de los derechos humanos de las mujeres, y
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III. Los organismos de derechos humanos a nivel na-
cional o de las entidades federativas, los organismos de
la sociedad civil y/o los organismos internacionales, así
lo soliciten.2

El artículo 25 de la misma ley señala a la autoridad res-
ponsable de la declaratoria, al disponer que:

Artículo 25. Corresponderá al gobierno federal a través
de la Secretaría de Gobernación declarar la alerta de
violencia de género y notificará la declaratoria al Poder
Ejecutivo de la entidad federativa de que se trate.3

Por su parte el artículo 26 de la citada ley establece la
responsabilidad del Estado para con las víctimas de fe-
minicidio:

Artículo 26. Ante la violencia feminicida, el Estado me-
xicano deberá resarcir el daño conforme a los paráme-
tros establecidos en el Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos y considerar como reparación:

I. El derecho a la justicia pronta, expedita e imparcial:
Se deben investigar las violaciones a los derechos de las
mujeres y sancionar a los responsables;

II. La rehabilitación: Se debe garantizar la prestación de
servicios jurídicos, médicos y psicológicos especializa-
dos y gratuitos para la recuperación de las víctimas di-
rectas o indirectas;

III. La satisfacción: Son las medidas que buscan una re-
paración orientada a la prevención de violaciones. Entre
las medidas a adoptar se encuentran:

a) La aceptación del Estado de su responsabilidad ante
el daño causado y su compromiso de repararlo;

b) La investigación y sanción de los actos de autorida-
des omisas o negligentes que llevaron la violación de los
derechos humanos de las víctimas a la impunidad;

c) El diseño e instrumentación de políticas públicas que
eviten la comisión de delitos contra las mujeres, y

d) La verificación de los hechos y la publicidad de la
verdad.4

No obstante lo anterior, la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia es omisa al no esta-

blecer responsabilidades a los estados y municipios que,
ante su actuar negligente, no han respondido comprometi-
damente, ni han podido revertir y disminuir la violencia fe-
minicida que propicio la emisión de la alerta en su territo-
rio, lo cual es sumamente grave ya que esta actitud no es
casual; toda vez que responde a los prejuicios que aún sub-
sisten para actuar en estrategias integrales que reviertan las
condiciones de violencia que sufren las mujeres, por lo que
es necesario incluirlas en esta ley.

Actualmente ocho estados del país se encuentran con acti-
vación de la Alerta de Violencia de Género contra las Mu-
jeres (AVGM), incluyendo para este fin a Jalisco.

Según datos del Instituto Nacional de las Mujeres, estos
son los estados donde se ha declarado la alerta de confor-
midad con la Ley General:5

1. Estado de México: se declaró el 31 de julio de 2015
en 11 municipios: Ecatepec de Morelos, Nezahualcó-
yotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca de Lerdo, Chalco,
Chimalhuacán, Naucalpan de Juárez, Tultitlán, Ixtapa-
luca, Valle de Chalco y Cuautitlán Izcalli.

2. Morelos: se declaró el 10 de agosto de 2015 para
ocho municipios: Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapa-
ta, Jiutepec, Puente de Ixtla, Temixco, Xochitepec y
Yautepec.

3. Michoacán: se declaró el 27 de junio de 2016 para 14
municipios: Morelia, Uruapan, Lázaro Cárdenas, Zamo-
ra, Apatzingán, Zitácuaro, Los Reyes, Pátzcuaro, Ta-
cámbaro, Hidalgo, Huétamo, La Piedad, Sahuayo y Ma-
ravatío.

4. Chiapas: se declaró el 18 de noviembre en 7 munici-
pios del estado: Comitán de Domínguez, Chiapa de Cor-
zo, San Cristóbal de las Casas, Tapachula, Tonalá, Tux-
tla Gutiérrez y Villaflores. Asimismo, requiere acciones
específicas para la región de los Altos de Chiapas, la
cual incluye los municipios de Aldama, Amatenango del
Valle, Chalchihuitán, Chamula, Shanal, Chenalhó,
Huiztán, Larráinzar, Mitontic, Oxchuc, Pantelhó, San
Cristóbal de las Casas, San Juan Cancuc, Santiago El
Pinar, Tenejapa, Teopisca y Zinacantán.

5. Nuevo León: se declaró el 18 de noviembre en 5 mu-
nicipios del estado: Apodaca, Cadereyta Jiménez, Gua-
dalupe, Juárez y Monterrey.
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6. Veracruz: se declaró el 23 de noviembre de 2016 en
11 municipios: Boca del Río, Coatzacoalcos, Córdoba,
Las Choapas, Martínez de la Torre, Minatitlán, Orizaba,
Poza Rica de Hidalgo, Tuxpan, Veracruz y Xalapa.

7. Sinaloa: se declaró el 31 de marzo de 2017 en 5 mu-
nicipios: Ahome, Culiacán, Guasave, Mazatlán y Navo-
lato.

Por otra parte, también existen casos donde se ha determi-
nado no declarar la AVGM, debido a que se ha concluido
que las acciones implementadas dan cumplimiento a las re-
comendaciones plasmadas en los informes de los grupos de
trabajo: Guanajuato: el 30 de junio de 2015 se notificó la
no procedencia de la AVGM, Baja California: el 19 de ma-
yo de 2016, se notificó la no procedencia de la AVGM,
Querétaro: el 9 de febrero de 2017 se notificó la no proce-
dencia de la AVGM.

Según el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), a
junio de este año existían los siguientes procedimientos en
trámite: Campeche, Colima, Guerrero, Jalisco, Nayarit,
Puebla, Nuevo León, Puebla, Quintana Roo, San Luis Po-
tosí, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y Veracruz y Zacatecas.6

Creemos que si en realidad se quiere revertir el contexto de
violencia, es urgente que estado y municipios actúen de
forma responsable, ya que existe una grave crisis de segu-
ridad en la que nos encontramos como país.

Para situar dicho escenario, recientemente el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi), presentó datos re-
levantes de la ENDIREH 2017, donde se demuestra que la
incidencia de casos de violencia, antesala de los feminici-
dios, lejos de disminuir se ha incrementado, ante la indife-
rencia de muchas autoridades estatales y municipales.

Desde 2016, dicho Instituto, a propósito del Día Interna-
cional para la Eliminación de la Violencia Contra las Mu-
jeres, dio a conocer datos alarmantes que sitúan muy bien
el contexto en el que se encuentra nuestro país en relación
con la violencia de género.

En esa ocasión el Inegi señaló lo siguiente:

• Que entre las mujeres jóvenes, de 15 a 29 años, 10 por
ciento de las defunciones registradas en 2015 fueron por
homicidio, lo que representa en este grupo de edad la
primera causa de muerte.

• Que en promedio se estima que durante los últimos
tres años (2013 a 2015), fueron asesinadas siete mujeres
diariamente en el país, mientras que entre 2001-2006,
era de 3.5.

• Que de 1990 a 2015, los suicidios de mujeres aumen-
taron 4.6 veces; el mayor aumento se observa entre
2006-2012.

• Que en 2015 fallecieron, por diversas causas, 291 mil
637 mujeres y niñas, y 1 por ciento del total de las de-
funciones registradas se debieron a agresiones intencio-
nales, es decir la causa del deceso fue por homicidio.
Esta situación es aún mayor entre las mujeres jóvenes de
15 a 29 años, ya que el 10 por ciento del total de las de-
funciones de este grupo fue por homicidio, lo que re-
presenta en estos grupos de edad la primera causa de
muerte.

• Que durante 2014 se registraron 2 mil 408 defunciones
de mujeres a causa de agresiones intencionales y, para
2015, se registraron 2 mil 383, lo que representa alrede-
dor de 12 por ciento del total de los homicidio registra-
dos para esos años: 20 mil 10 en 2014 y 20 mil 525 en
2015.

• Que de 1990 a 2015 se registró el fallecimiento de 404
mil 15 personas a causa de agresiones intencionales y de
ellas, 43 mil 712 eran mujeres. En el periodo compren-
dido de 2007 a 2015 se observa un incremento signifi-
cativo en los homicidios totales. En estos nueve años se
concentra 46 por ciento de los homicidios ocurridos en
estos 26 años, mientras que el restante 56 por ciento
ocurrió a lo largo de 17 años, lo que indica que durante
los últimos años ha habido un aumento acelerado de
homicidios.

• Que a lo largo de esos 26 años (1990-2015), se han re-
gistrado 1,232 casos donde no ha sido posible identifi-
car el sexo de la persona asesinada y 73.8 por ciento de
ellos corresponde precisamente a casos de defunciones
registradas entre 2007 y 2015.

• Que en estos últimos 26 años, se registraron 43 mil
712 homicidios de mujeres, 28.2 por ciento de ellos du-
rante el sexenio 2007-2012, mientras que en los últimos
tres años (de 2013 a 2015), ya han ocurrido 7 mil 439
asesinatos de mujeres, cifra semejante a la registrada
durante el sexenio 2001-2006.
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• Que de los homicidios de mujeres ocurridos de 1990 a
2015, cerca de la mitad de ellos (45.2 por ciento) aconte-
cieron en los últimos nueve años, entre 2007 y 2015. Los
homicidios contra mujeres registrados en el último trienio
(2013-2015) representan 60.4 por ciento de aquellos del
sexenio 2007-2012, lo que indica que de seguir esta ten-
dencia rebasarán el máximo histórico registrado.

• Que entre 1990 y 2006 fallecieron, en promedio, cuatro
mujeres por día, debido a agresiones intencionales; en
tanto que durante el sexenio 2007-2012, el promedio dia-
rio pasó a seis, y durante el trienio 2013-2015, asciende a
cerca de siete homicidios de mujeres, diariamente.

• Que en 2015 se registraron, a nivel nacional, 31.0 de-
funciones por homicidio de hombres por cada 100 mil
de ellos en el país y 3.8 por cada 100 mil mujeres. Se
observa un ligero aumento respecto de la tasa de 2014
entre los hombres, pero no ocurre lo mismo entre las
mujeres, donde la tasa se mantiene casi en el mismo ni-
vel y donde el máximo alcanzado corresponde a 2011,
con una tasa de 4.6 mujeres por cada cien mil.

• Que la tasa de defunciones por homicidio muestra una
tendencia más o menos estable, entre los años 2000-
2006. Aun cuando en 2007 se aprecia una disminución
moderada, a partir de 2008 y hasta 2011 el aumento es
rápido y sostenido.

• Que a partir de 2011 se observa una disminución has-
ta 2014 y en 2015 se aprecia un ligero repunte.

• Que más de la mitad de los hombres que murieron por
causa de una agresión violenta tenían entre 20 y 39 años
(55.1 por ciento), y entre las mujeres de las mismas eda-
des, esta proporción fue de 47.9 por ciento.

Por otro lado, es necesario señalar que existe falta de in-
formación objetiva para documentar los casos de niñas y
niños que han quedado en la orfandad por causas de deli-
tos como el feminicidio. La Comisión Ejecutiva de Aten-
ción a Víctimas tiene el registro de 65 casos de orfandad
por feminicidio en un periodo de tres años.7

Ante estos datos y ante el creciente número de casos de
mujeres víctimas de feminicidios, consideramos urgente la
posibilidad de sancionar el actuar negligente o falto de
compromiso por parte de autoridades estatales y municipa-
les en relación con la alerta de violencia de género decre-
tada en su demarcación.

Distintas fuentes refieren que, pese a la AVGM, los femi-
nicidios van a la alza en aquellas entidades y municipios
donde ha sido decretada.8

Hay que señalar que el repunte en los casos no es una pro-
blemática única en nuestro país, ya que a nivel regional el
feminicidio se duplicado en lo que va de 2017:

En lo que va del año 2017 en Paraguay se registraron seis
asesinatos de mujeres, en México diez y solamente en Ar-
gentina existen 57 casos de feminicidio.9

Por otra parte en 2013, en el acuerdo número 57 del Con-
senso de Montevideo sobre Población y Desarrollo, se es-
tableció como compromiso de los Estados el asegurar es-
trategias para el acceso efectivo y universal a los servicios
fundamentales para todas las víctimas y mujeres sobrevi-
vientes de la violencia basada en género, lo que evidencia
la urgente necesidad de contar con acciones que incidan en
este tema.

El consenso dispuso que era necesario:

Hacer efectivas las políticas adoptadas y tomar medidas
preventivas, penales, de protección y atención que contri-
buyan a la erradicación de todas las formas de violencia,
incluida la esterilización forzada, y estigmatización contra
las mujeres y las niñas en los espacios públicos y privados,
en particular los asesinatos violentos de niñas y mujeres
por motivos de género, asegurando el acceso efectivo y
universal a los servicios fundamentales para todas las víc-
timas y sobrevivientes de la violencia basada en género y
prestando especial atención a las mujeres en situaciones de
mayor riesgo, como las mayores, embarazadas, con disca-
pacidad, grupos culturalmente diversos, trabajadoras se-
xuales, que viven con VIH/sida, lesbianas, bisexuales, tran-
sexuales, afrodescendientes, indígenas, migrantes, que
residen en las zonas de frontera, solicitantes de refugio y
víctimas de trata, entre otras;...10

De esta forma consideramos que es necesario que existan
mecanismos que sancionen la irresponsabilidad guberna-
mental ante su actuar falto de diligencia y de poco com-
promiso con las víctimas, ante dicha pandemia en la que
nos encontramos.

La propuesta es adicionar un artículo 26 Bis al capítulo V,
relativo a la violencia feminicida, de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, pues
consideramos que este apartado debe contar con un sentido
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integral, agregando que los estados y los municipios po-
drán ser sancionados si, dentro de un plazo razonable, no
han logrado revertir las condiciones estructurales que ge-
neran el contexto de violencia feminicida materia de la
alerta de género.

Nos parece que la redacción propuesta daría mayores he-
rramientas a las Secretaría de Gobernación para actuar con-
tra aquellas autoridades que sean omisas y negligentes y no
muestren un verdadero compromiso por erradicar esta pro-
blemática que es responsabilidad de todas y de todos.

Está propuesta también buscar cristalizar una demanda de
las organizaciones de la sociedad civil, de las feministas y
activistas a favor de los derechos de las mujeres que han
venido planteando la necesidad de abonar en esta idea.

Por supuesto que cuando se señala que es necesario un
“plazo razonable” para poder emitir una sanción, estamos
siendo armónicas con la sentencia del “Campo Algodone-
ro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”,11 la
cual estableció distintas acciones a realizar por parte del es-
tado mexicano durante un plazo razonable:

13. El Estado deberá, dentro de un plazo razonable, inves-
tigar, por intermedio de las instituciones públicas compe-
tentes, a los funcionarios acusados de irregularidades y,
luego de un debido proceso, aplicará las sanciones admi-
nistrativas, disciplinarias o penales correspondientes a
quienes fueran encontrados responsables, conforme a lo
expuesto en los párrafos 456 a 460 de esta Sentencia.

14. El Estado deberá realizar, dentro de un plazo razonable,
las investigaciones correspondientes y, en su caso, sancio-
nar a los responsables de los hostigamientos de los que han
sido objeto Adrián Herrera Monreal, Benita Monárrez Sal-
gado, Claudia Ivonne Ramos Monárrez, Daniel Ramos
Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, Claudia Da-
yana Bermúdez Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Pao-
la Alexandra Bermúdez Ramos y Atziri Geraldine Bermú-
dez Ramos, de conformidad con lo expuesto en los
párrafos 461 y 462 de esta Sentencia.12

Ahora bien, ¿Qué debemos entender por un plazo razonable?

En primer término es necesario apuntar que la definición del
concepto ha sido ampliamente discutida a la luz de los dis-
tintos asuntos y de distintas jurisprudencias de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos. Podríamos decir que el
concepto es una conquista del derecho procesal relativo a los

plazos de los juicios, sobre todo en el ámbito internacional en
materia de protección de derechos humanos.

No es materia de la presente iniciativa hacer un estudio del
concepto, basta decir que dicha garantía judicial del plazo
razonable13 constituye un presupuesto imprescindible del
debido proceso legal del cual emerge categóricamente la
necesidad de definir y observar dicha garantía en beneficio
de quienes tienen asuntos pendientes o pretenden acceder a
la administración de justicia y así obtener una pronta reso-
lución de aquéllos por la vía judicial. Es así, como la ob-
servancia del plazo razonable posibilita que las victimas e
interesados obtengan una rápida solución de sus asuntos,
una vez hayan sido puestos en conocimiento y admitidos
ante las autoridades competentes conforme a los términos
judiciales y presupuestos legales que sean aplicables al ca-
so concreto sin dilaciones injustificadas.

En el ámbito del Sistema Interamericano de Protección los
artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos (Casdh), contemplan por lo menos dos los
contextos en los que se hace imperiosa la observancia del
plazo razonable. El primero, tendiente a la protección del
derecho a la libertad personal y el segundo en el marco de
las garantías judiciales en el marco del debido proceso.

El desarrollo jurisprudencial de esta garantía a la luz del
sistema interamericano, tuvo como punto de partida los
pronunciamientos que sobre el particular se dieron en Tri-
bunal Europeo de derechos humanos, concretamente en el
caso “Rigiesen” del 16 de julio de 1971, donde se estable-
ció que para determinar si la duración de un proceso había
sido razonable o no, se debía atender a la complejidad del
caso, el comportamiento del demandante y la manera en
que el asunto fue llevado por las autoridades administrati-
vas y judiciales. La demora prolongada puede llegar a
constituir por sí misma una violación de las garantías judi-
ciales, por lo que corresponde al Estado exponer y probar
la razón por la cual se ha requerido más tiempo del razo-
nable para dictar sentencia definitiva en un caso particular.
(Caso Ricardo Canese versus Paraguay, 2004. Párrafo
142).

De lo anterior, se entiende la postura asumida por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos al momento de
abordar el análisis y alcance de dicha garantía en el caso
Genie Lacayo versus Nicaragua, donde justamente uno de
los problemas jurídicos planteados giraba en torno a la pre-
cisión del concepto plazo razonable, para diferenciar clara-
mente el lapso que constituye el límite entre la duración ra-
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zonable y la prolongación indebida o excesiva de un pro-
ceso.

A la luz de esta dilucidación la Corte Interamericana de
Derechos Humanos ha utilizado dichos conceptos en dis-
tintos momentos, incluida el caso emblemático mexicano
del Campo Algodonero.

De ahí pues que la conceptualización de la propuesta basa
su argumento en el uso que distintas autoridades han dado
al termino para contar con una respuesta oportuna, pronta
y expedita atendiendo a la necesidad y urgencia del caso.

En virtud de lo expuesto, propongo a consideración de es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 26 Bis a la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, con el objeto de establecer que los estados
y municipios serán sancionados conforme al derecho vi-
gente si, dentro de un plazo razonable, no han actuado
diligentemente para revertir las condiciones estructura-
les que generan el contexto de violencia feminicida ma-
teria de la alerta de género

Artículo Único. Se adiciona el artículo 26 Bis a la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, para quedar como sigue:

Artículo 26 Bis. Los estados y municipios serán sanciona-
dos conforme al derecho vigente si, dentro de un plazo ra-
zonable, no han actuado diligentemente para revertir las
condiciones estructurales que generan el contexto de vio-
lencia feminicida que dieron origen a la emisión de la de-
claratoria de la alerta de violencia de género contra las mu-
jeres en su territorio.

El Reglamento de la ley determinará la gravedad y los ca-
sos en que procedan dichas sanciones, mismas que podrán
consistir en:

a) Amonestación pública;

b) Multa, y

c) Suspensión de los recursos que la federación entrega
a esa finalidad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor a partir del
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal contará con un plazo de 12
meses para modificar el reglamento de la ley para realizar
los cambios necesarios a fin de darle certeza al contenido
del presente decreto.

Notas

1 Disponible en www.diputados.gob.mx.

2 Ibídem.

3 Ibídem.

4 Ibídem.

5 Inmujeres, disponible en: 

http://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/alerta-de-vio-
lencia-de -genero-contra-las-mujeres-80739.

6 Ibíd.

7 La información puede consultarse en 

http://www.cimacnoticias.com.mx/noticia/desconocen-diputadas-
informaci- n-sobre-orfandad-por-feminicidio.

8 Los datos pueden consultarse en las notas periodísticas de distintos
medios de comunicación, entre estos están los de las siguientes direc-
ciones electrónicas:

http://www.sinembargo.mx/07-02-2017/3145977, 

http://ntrzacatecas.com/2017/02/14/urge-morena-a-publicar-avan-
ces-de-al erta-de-genero/comment-page-1/, 

http://www.telesurtv.net/telesuragenda/Alerta-En-2017-los-femini-
cidios- aumentan-en-America-Latina-20170221-0012.html.

9 La información fue dada a conocer recientemente por una cadena de
televisión, la cual cuenta con el siguiente link: 

http://www.telesurtv.net/telesuragenda/Alerta-En-2017-los-femini-
cidios- aumentan-en-America-Latina-20170221-0012.html.
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10 http://www.cepal.org/celade/noticias/documentosdetrabajo/8/
50708/2013-5 95-consenso_montevideo_pyd.pdf

11 La resolución integra puede consultarse en: 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf

12 Ibíd.

13 Al respecto puede verse el texto dispuesto en la siguiente dirección: 

file:///C:/Users/SONY/Downloads/Dialnet-ElPlazoRazonableE-
nElMarcoDeLasG arantiasJudiciales-3851181.pdf

Referencias

www.diputados.gob.mx.

http://revoluciontrespuntocero.mx/atencion-a-las-sobrevivientes-de-
intento-de-feminicidio/

http://www.ankulegi.org/wp-content/uploads/2012/03/0008L
agarde.pdf

http://scielo.sld.cu/scielo.php?script=sci_arttext&p id=S1727-897X
2009000500013

http://www.cepal.org/celade/noticias/documentosdetrabajo/8/
50708/2013-595-consenso_montevideo_pyd.pdf

http://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/alerta-de-violen-
cia-de-genero-contra-las-mujeres-80739

http://www.telesurtv.net/telesuragenda/Alerta-En-2017-los-feminici-
dios-aumentan-en-America-Latina-20170221-0012.html.

file:///C:/Users/SONY/Downloads/Dialnet-ElPlazoRazonableEnEl-
MarcoDeLasGarantiasJudiciales-3851181.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Laura Nereida Plascencia Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY DEL
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL

ESTADO, LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA

LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal del Trabajo, del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, del Se-
guro Social, y del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, suscrita por los diputados
Rafael Yerena Zambrano y Laura Nereida Plascencia Pa-
checo, del Grupo Parlamentario del PRI

Los diputados Rafael Yerena Zambrano y Laura Nereida
Plascencia Pacheco, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional en la LXIII Legis-
latura del Congreso de la Unión, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, fracciones I, y
IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meten a consideración del pleno iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones a las Leyes del Seguro Social, del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas y de la Ley Federal del Trabajo, de conformidad
con la siguiente

Exposición de Motivos

El concubinato es un hecho jurídico que consiste en la
unión de dos personas de distinto sexo, es decir, un hombre
y una mujer, sin impedimento, de conformidad a la ley, pa-
ra contraer matrimonio, que hagan vida en común, como si
estuvieran casados, por dos años, o bien, que hayan vivido
por menos de dos años, pero que hayan concebido un hijo
en común de esta relación.

El doctor José Ovalle Favela señala que la familia está
constituida por:

El grupo de personas que proceden de un progenitor o tron-
co común (sentido amplio) y que las relaciones jurídicas
que existen entre sus miembros tienen como fuente el ma-
trimonio y la filiación matrimonial o extramatrimonial.1

Chávez Castillo indica que “la familia es una institución de
carácter social, permanente, que se integra por un conjunto
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de personas unidas por el vínculo jurídico del matrimonio,
del estado jurídico del matrimonio, del estado jurídico del
concubinato, por el parentesco de consanguinidad, de afi-
nidad o de adopción, o sea, que familia son las personas
que descienden unos de otros o que tienen un origen co-
mún, al margen del matrimonio.”2

Esta última definición, amplia la visión de los que debe en-
tenderse por familia desde la óptica puramente jurídica, ya
que establece el estado del concubinato como fuente del
vínculo familiar.3

Este mismo autor distingue dos conceptos de concubinato,
uno en sentido amplio y uno en sentido estricto:

En sentido amplio es la relación marital de un hombre con
una mujer sin estar casados.

En sentido estricto, se entiende como la cohabitación pro-
longada y permanente entre un hombre y una mujer solte-
ros, por el tiempo que determine la ley, con efectos muy si-
milares a los surgidos de un matrimonio. Se conoce como
matrimonio por comportamiento o vivir en unión libre o
unión de hecho.4

Sobre este tema, en la exposición de motivos del Código
Civil para el Distrito Federal el concubinato fue descrito de
la siguiente forma:

“Hay entre nosotros, sobre todo en las clases populares,
una manera peculiar de formar la familia: el concubina-
to. Hasta ahora se habían quedado al margen de la ley
los que en tal estado vivían; pero el legislador no debe
cerrar los ojos para no darse cuenta de un modo de ser
muy generalizado en algunas clases sociales, y por eso
en el proyecto se reconoce que produce algunos efectos
jurídicos el concubinato, ya en bien de los hijos, ya en
favor de la concubina, que al mismo tiempo es madre, y
que ha vivido por mucho tiempo con el jefe de la fami-
lia. Estos efectos se producen cuando ninguno de los
que viven en concubinato es casado, pues se quiso ren-
dir homenaje al matrimonio, que la comisión considera
como la forma legal y moral de constituir la familia, y si
se trata del concubinato, es, como se dijo antes, porque
se encuentra muy generalizado, hecho que el legislador
no debe ignorar.”

Desde hace casi 90 años, la relación de convivencia per-
manente de una pareja que hacía vida de marido y mujer
era reconocida por la ley con la finalidad de no dejar des-

amparada a la concubina y a los hijos, por lo que se le re-
conocían plenos derechos como los que tienen quienes es-
tán unidos por un matrimonio.

Es así como el concubinato fue recogido en la legislación ci-
vil para completar las organizaciones de familia en virtud de
que las situaciones de facto hacían necesaria su regulación.

Actualmente el concubinato es practicado no sólo por los
integrantes de las clases desvalidas económicamente o de
las culturalmente bajas, sino por personas de todos los es-
tratos sociales, culturales y económicos; es una realidad
social que está presente en nuestra vida diaria.5

De esta manera la legislación en materia familiar, ya sea
mediante los códigos civiles o códigos familiares se regula
el concubinato estableciéndose básicamente tres reglas ge-
nerales, a saber:

a) Que exista una relación de hecho entre un hombre y
una mujer haciendo vida en común, ininterrumpida por
el lapso que marca la ley.

b) Que estén libres para contraer matrimonio.

c) Que no concurra otra relación.

La concesión de derechos para los concubinos fueron bási-
camente el de suministrarse alimentos, heredarse, a la filia-
ción y a ser beneficiarios de seguridad social. Por lo que en
los aspectos negativos era la imposibilidad de contraer so-
ciedad en el patrimonio y el parentesco por afinidad los
cuales solo derivan del vínculo matrimonial.

Para efectos de esta iniciativa el tema que nos ocupa es el
de los derechos de seguridad social, ya que sin duda cons-
tituyen los instrumentos de acceso al bienestar de los con-
cubinos por el trabajo de ambos o de uno ellos.

La Ley Federal del Trabajo estableció en el artículo 501,
que en caso de muerte del trabajador, tienen derecho a re-
cibir la indemnización correspondiente el cónyuge supérs-
tite, los descendientes y los ascendientes, siempre que hu-
bieren sido sus dependientes económicos y en su defecto la
persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cón-
yuge durante los cinco años que precedieron inmediata-
mente a su muerte, o con la que tuvo hijos, siempre que
ambos hubieran permanecido libres de matrimonio duran-
te el concubinato.
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Por otra parte las Leyes de Seguro Social, del ISSSTE y del
Issfam establecen prácticamente la misma disposición pa-
ra el acceso a los servicios médicos y las pensiones. Sin
embargo, en los ordenamientos del fuero común, el tiempo
requerido para la configuración del concubinato ha venido
cambiando en el transcurso de los años, en virtud que en
los hechos han crecido las situaciones de facto que han ge-
nerado la ocupación de los legisladores locales por dismi-
nuir el número de años para acreditar el concubinato y por
ser necesaria la protección de derechos humanos como la
alimentación y también los patrimoniales.

Es así como de las 32 entidades federativas han regulado
establecido diferentes lapsos en la convivencia para que
exista el concubinato, tal y como se muestra en la siguien-
te tabla:
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Ahora bien, con base a lo anterior, vemos como las dispo-
siciones relativas a los derechos de los concubinos con res-
pecto a los beneficios de la seguridad social está condicio-
nada a razones anacrónicas en donde se consideraba
correcto extender a cinco años el tiempo para comprobar
efectivamente la vida en común de un hombre y una mujer.
Por ello estimamos que al darse hoy en día numerosas re-
laciones de unión libre la legislación debe ajustarse a las
necesidades actuales para que el bienestar que genera la se-
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guridad social cobije a quienes por la situación de facto que
presentan merecen la pensión y los servicios médicos.

Asimismo esta iniciativa se propone en virtud que el pleno
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estableció la
siguiente tesis jurisprudencial del tema que nos ocupa.

ISSSTE. Los argumentos que controvierten la forma
en que los artículos 41 y 131, fracción II, de la ley re-
lativa regulan la figura del concubinato, son inope-
rantes (legislación vigente a partir del 1 de abril de
2007). Los citados artículos 41 y 131, fracción II de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, establecen que tendrá el ca-
rácter de concubinario o concubina el varón o la mujer
con quien el trabajador (a) o pensionado (a) ha vivido
como si fuera su cónyuge durante los 5 años anteriores
a la enfermedad o al otorgamiento de la pensión por
causa de muerte, según sea el caso; en tanto que en el
Código Civil para el Distrito Federal señala que tienen
tal carácter quienes han vivido en común en forma cons-
tante y permanente por un periodo mínimo de 2 años.
Ahora bien, por virtud de la autonomía calificadora, el
legislador puede otorgar un contenido jurídico distinto
a la figura del concubinato en la ley del Instituto aten-
diendo a las necesidades y fines particulares que se
buscan regular, en donde los supuestos de hecho que se
prevén distan de ser iguales a los regulados por la ma-
teria civil, por lo que previendo las condiciones labo-
rales, sociales y económicas que se encuadran como
materia de regulación de la citada ley, el legislador de-
cidió calificar de un modo distinto la figura del concu-
binato; sin embargo, esto no se contrapone a ningún
precepto constitucional ni existe reserva legal que le im-
pida hacer este tipo de calificaciones normativas, má-
xime que para analizar la inconstitucionalidad de una
ley debe plantearse su oposición con un precepto de la
Constitución y no con otra ley secundaria, por lo que
al confrontar la ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado con el
Código Civil para el Distrito Federal, los argumentos
planteados son inoperantes.6

Del anterior criterio emitido por el alto tribunal, se advier-
te que si bien no existe inconstitucionalidad en las disposi-
ciones laborales y de seguridad social que se relacionan
con la figura del concubinato, no menos cierto es que el le-
gislador ordinario tiene la facultad de reformar la disposi-
ciones que ya están rebasadas por la realidad, y la prueba

de ello es que en la mayoría de los Estados han dado cau-
se a las reformas para disminuir el tiempo para configurar
el concubinato.

De este modo podemos observar que las disposiciones vi-
gentes que prescriben la condición de que transcurra un
tiempo de 5 años ininterrumpidos para configurar el con-
cubinato ya que no atiende a la realidad social, toda vez ca-
da vez es más recurrente el concubinato como una forma
de convivencia de las parejas unidas. Por lo que si atende-
mos a que la mayoría de las entidades federativas estable-
cen el tiempo de 3 años o menos, consideramos oportuno
reducir el tiempo requerido a dos años para que los
concubinos puedan acceder a los servicios médicos y las
pensiones a las que pudieran tener derecho.

Cabe mencionar que el artículo 11 de la Convención para
la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer seña-
la que:

Artículo 11.

1. Los Estados parte adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer
en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos
derechos, en particular:

1. …

…

e) El derecho a la seguridad social, en particular en ca-
sos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez,
vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el dere-
cho a vacaciones pagadas;

f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad
en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de
la función de reproducción.7

Lo que de conformidad con el artículo 1o. de la Constitu-
ción obliga al Estado mexicano a garantizar mediante las
medidas adecuadas, incluso las legislativas.

Por lo anterior se propone a esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de
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Decreto por el que se reforma la fracción III del artícu-
lo 501 de la Ley Federal del Trabajo; se reforman la
fracción I del artículo 41 y la fracción II del artículo 131
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de Los Trabajadores del Estado; se reforman el ar-
tículo 65, la fracción III del artículo 84 y el primer pá-
rrafo del artículo 130 de la Ley del Seguro Social; y se
reforman el inciso b de la fracción II del artículo 38 y la
fracción IV del artículo 112 de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas

Artículo Primero. Se reforma la fracción III del artículo
501 la Ley Federal del Trabajo para quedar como sigue:

Artículo 501. Tendrán derecho a recibir indemnización en
los casos de muerte:

I. y II. …

III. A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las per-
sonas señaladas en las dos fracciones anteriores, la per-
sona con quien el trabajador vivió como si fuera su cón-
yuge durante los dos años que precedieron
inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos,
siempre que ambos hubieran permanecido libres de ma-
trimonio durante el concubinato.

Artículo Segundo. Se reforman la fracción I del artículo
41 y la fracción II del artículo 131 de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado para quedar como sigue:

Artículo 41. También tendrán derecho a los servicios del
seguro de salud en caso de enfermedad, los familiares de-
rechohabientes del trabajador o del pensionado que en se-
guida se enumeran:

I. El cónyuge, o a falta de éste, el varón o la mujer con
quien, la trabajadora o la pensionada con relación al pri-
mero, o el trabajador o el pensionado, con relación a la
segunda, ha vivido como si fuera su cónyuge durante los
dos años anteriores a la enfermedad o con quien tuviese
uno o más hijos(as), siempre que ambos permanezcan
libres de matrimonio. Si el trabajador o pensionado tie-
ne varias concubinas o concubinarios, según sea el caso,
ninguno de estos dos últimos sujetos tendrá derecho a
recibir la prestación;

Artículo 131. El orden para gozar de las pensiones a que
se refiere este artículo por los familiares derechohabientes
será el siguiente:

II. A falta de cónyuge, la concubina o concubinario so-
lo o en concurrencia con los hijos o éstos solos cuando
reúnan las condiciones señaladas en la fracción anterior,
siempre que la concubina hubiere tenido hijos con el tra-
bajador o pensionado o el concubinario con la trabaja-
dora o pensionada, o vivido en su compañía durante los
dos años que precedieron a su muerte y ambos hayan
permanecido libres de matrimonio durante el concubi-
nato. Si al morir el trabajador o pensionado tuviere va-
rias concubinas o la trabajadora o pensionada tuviere
varios concubinarios, ninguno tendrá derecho a pensión.

Artículo Tercero. Se reforman el artículo 65, la fracción
III del artículo 84 y el primer párrafo del artículo 130 de la
Ley del Seguro Social para quedar como sigue:

Artículo 65. Sólo a falta de esposa tendrá derecho a reci-
bir la pensión señalada en la fracción II del artículo ante-
rior, la mujer con quien el asegurado vivió como si fuera su
marido durante los dos años que precedieron inmediata-
mente a su muerte o con la que tuvo hijos, siempre que am-
bos hubieran permanecido libres de matrimonio durante el
concubinato. Si al morir el asegurado tenía varias concubi-
nas, ninguna de ellas gozará de pensión.

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:

III. La esposa del asegurado o, a falta de ésta, la mujer
con quien ha hecho vida marital durante los dos años
anteriores a la enfermedad, o con la que haya procreado
hijos, siempre que ambos permanezcan libres de matri-
monio. Si el asegurado tiene varias concubinas ninguna
de ellas tendrá derecho a la protección.

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez la que
fue esposa del asegurado o pensionado por invalidez. A fal-
ta de esposa, tendrá derecho a recibir la pensión, la mujer
con quien el asegurado o pensionado por invalidez vivió
como si fuera su marido, durante los dos años que prece-
dieron inmediatamente a la muerte de aquél, o con la que
hubiera tenido hijos, siempre que ambos hayan permaneci-
do libres de matrimonio durante el concubinato. Si al mo-
rir el asegurado o pensionado por invalidez tenía varias
concubinas, ninguna de ellas tendrá derecho a recibir la
pensión.
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Artículo Cuarto. Se reforman el inciso b de la fracción II
del artículo 38 y la fracción IV del artículo 112 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
para quedar como sigue:

Artículo 38. Se consideran familiares de los militares, pa-
ra los efectos de pensión y /o compensación:

II. …

a)…

b) Que haya habido vida marital durante los dos
años consecutivos anteriores a la muerte, o bien que
durante su relación de concubinato hayan procreado
hijos;

Artículo 112. …

IV. A falta de viuda o viudo, concurrirán con las personas se-
ñaladas en las dos fracciones anteriores, el supérstite con
quien el derechohabiente vivió como si fuera su cónyuge du-
rante los dos años que precedieron inmediatamente a su
muerte con el que tuvo hijos, siempre que el militar haya he-
cho designación del supérstite ante la Secretaría de la Defen-
sa Nacional o de Marina y además que ambos hubieran per-
manecido libres de matrimonio durante el concubinato;

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 UNAM-Instituto de Investigaciones Jurídicas. Diccionario Jurídico
Mexicano. Tomo IV, E-H, Serie E, Varios, número 25, México, Porrúa,
1983, página 203.

2 Chávez Castillo, Raúl. Derecho de familia y sucesorio. México, Po-
rrúa, 2009, página 1.

3 Esta propuesta no busca generar una discusión teórica o jurídica so-
bre la conformación de los diferentes tipo de la familia, sino más bien
atender a las definiciones que algunos autores han vertido sobre este
tema para tratar de comprender el grupo social al que va dirigida la fi-
nalidad de esta iniciativa: las mujeres que se encuentran desprotegidas
por la seguridad social. En lo particular no es compartida esta visión
teórica de la familia pero si sirve para discutir el fondo de la propues-

ta planteada y contextualizar los razonamientos sociales y jurídicos
que le dieron vida a dicha institución.

4 Ibídem, página 45.

5 Galván Rivera, Flavio, El Concubinato actual en México, en Ensa-
yos jurídicos en memoria de José María Cajica Camacho, Volumen I,
Puebla, 2002, página 324.

6 Tesis: P. /J. 182/2008, Novena Época, Pleno, Semanario Judicial de
la Federación, Tomo XXX, Noviembre de 2009, Materia: Administra-
tiva, p. 21.

7 Disponible en: 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
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Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de octubre de 2017.—
Diputados: Rafael Yerena Zambrano, Laura Nereida Plascencia Pache-
co (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, y de Seguridad Social, para dictamen.
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LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo del diputado Juan Antonio Ixtla-
huac Orihuela, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela,
integrante del Grupo Parlamentario del PRI de la Sexagé-
sima Tercera Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de creación de comisiones
ordinarias, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente vivimos un proceso de transición y cambio en
diferentes ámbitos, acompañados de violencia, pobreza,
desempleo, corrupción, inseguridad. Para contrarrestar es-
tos problemas, el gobierno federal, a través de las institu-
ciones encargadas de la seguridad, que también han sufri-
do una transformación, ha aumentado la cantidad y calidad
de su armamento, equipo técnico y personal, además de
modificar su disposición al uso de la fuerza; esto ha propi-
ciado la aparición de nuevos actores o incrementado la in-
fluencia de otros que ya existían.

El resultado es que se ha reducido el margen de maniobra que
tienen las instituciones de inteligencia; la violencia contribu-
ye a una transición democrática desigual e imperfecta.

El reto que tienen los poderes de la unión y los órganos de
gobierno es realizar una evaluación profunda de la realidad
nacional, de sus instituciones y de los órganos encargados
de la seguridad del país para desterrar vicios profundos e
injusticias que son causa principal para el inicio de movili-
zaciones y manifestaciones de protesta que, si no se atien-
den, pueden agravarse y traducirse en estallidos sociales
que pondrán en riesgo la estabilidad y consecuentemente,
la seguridad nacional.

Es el momento de afinar diversos aspectos, como la parti-
cipación del Poder Legislativo federal en materia de segu-

ridad nacional, el fortalecimiento del Centro de Investiga-
ción y Seguridad Nacional y la generación de Inteligencia,
entre otros no menos significativos.

Ante la importancia de crear las comisiones ordinarias de
Seguridad Nacional en las cámaras de Senadores y Dipu-
tados, y disolver la Comisión Bicameral de Seguridad Na-
cional, existen diferencias, ya que diversos actores sociales
consideran contraproducente la participación del Poder Le-
gislativo federal en la elaboración de las estrategias de se-
guridad nacional.

Se argumenta que el Poder Legislativo constituye uno de
los principales obstáculos para la elaboración y ejecución
de dichas estrategias. Incluso, se sostiene que la naturaleza
del Congreso no está en posibilidad de ejercer juicios ade-
cuados en esta materia y, por consiguiente, tiene que seguir
siendo responsabilidad exclusiva del Ejecutivo.

En el plano operativo, la participación de los legisladores
preocupa a algunos actores, ya que se señala que éstos pue-
den hacer del conocimiento público información reservada
y clasificada que podría alterar el orden social.

Sin embargo, estos juicios son erróneos, ya que así como
hay diputados especializados y conocen de información, en
ocasiones reservada, en temas como economía, educación,
salud, defensa nacional, en un área de seguridad nacional
pueden participar legisladores y personal especializado co-
mo apoyo a las instituciones encargadas de su manteni-
miento y preservación, cumpliendo cabalmente con el ma-
nejo de información, y que el Congreso sea coadyuvante en
la definición de la agenda, del programa para la seguridad
nacional y de la designación del encargado de dirigir esta
área, facultad exclusiva del Ejecutivo federal.

La participación del Poder Legislativo federal en materia
de seguridad nacional es importante, ya que su interven-
ción contribuirá positivamente en la elaboración de una es-
trategia de Estado efectiva en esta materia, que incorpore
diversas percepciones sobre sus consecuencias y alternati-
vas. A su vez, esta presencia podría ofrecer una ventaja
considerable al elevar la legitimidad de las decisiones del
Ejecutivo en este terreno.

Es preocupante que el Congreso de la Unión muestre poco
interés y conocimiento sobre la seguridad nacional y que,
además, la ubique como una tarea exclusiva del Poder Eje-
cutivo federal.
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Cabe destacar que existe la Comisión Bicameral de Segu-
ridad Nacional en el Congreso de la Unión, pero carece de
las facultades con las que cuentan las comisiones ordina-
rias, por lo que su ámbito de acción es limitado.

En la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sólo se mencionan las comisiones bi-
camerales del Canal de Televisión del Congreso de la
Unión y del Sistema de Bibliotecas; la de seguridad nacio-
nal no existe.

En el Reglamento del Senado de la República se indica que
conforme a acuerdos parlamentarios, esa Cámara participa
en la integración y funcionamiento de comisiones bicame-
rales con la de diputados, y contiene el capítulo décimo pri-
mero intitulado: “De la representación ante la Comisión
Permanente y otros órganos bicamerales”, que consta de
los artículos 160 y 161, y describen la integración y el apo-
yo de los órganos de servicios parlamentarios y adminis-
trativos del Senado cuando la comisión bicameral se reúna
en su recinto o sean presididas por uno de sus legisladores.

El término de “seguridad nacional” se menciona en la frac-
ción IX del artículo 10, dentro de las obligaciones de los
senadores para no revelar “cualquier información reserva-
da o confidencial a la que tengan acceso en el desempeño
de sus funciones, conforme a lo dispuesto por las normas
en materias de transparencia y acceso a la información pú-
blica así como de seguridad nacional”, y en el numeral 3
del artículo 238, que responsabiliza a las comisiones de
cuidar “el cumplimiento de los principios normativos de la
política exterior mexicana, así como el interés y la seguri-
dad nacionales”.

En el Reglamento de la Cámara de Diputados, solamente
en el artículo 214 se menciona a la Comisión Bicameral del
Canal de Televisión del Congreso de la Unión y su respon-
sabilidad de transmisión de las actividades de las comisio-
nes y comités. El término de seguridad nacional tampoco
existe en esta Ley.

A pesar de que la Ley de Seguridad Nacional establece que
las políticas y acciones vinculadas con la seguridad nacio-
nal están sujetas al control y evaluación del Poder Legisla-
tivo federal, éste sólo se limita a conocer y no a ser partí-
cipe del diseño de la política en la materia, sobre todo en el
proceso de elaboración de la Agenda Nacional de Riesgos.

Estas comisiones que propongo crear deberán llevar a cabo
las evaluaciones de las tareas de inteligencia mediante el

sistema nacional de información para la seguridad del pa-
ís; contar con esa información generada; determinar ten-
dencia, valor, significado e interpretación específica y for-
mular conclusiones que se deriven de las evaluaciones
respectivas, entre otras.

Es el momento de considerar que la preservación de la se-
guridad nacional no debe depender exclusivamente del
Ejecutivo federal, sino que la cooperación, el diálogo y la
coordinación de los poderes de la unión y de los órganos de
gobierno es la única opción.

El reto de crear las comisiones de Seguridad Nacional
plantea la necesidad de participar en la realización de una
evaluación profunda de la realidad nacional, de sus institu-
ciones y de los órganos responsables de la seguridad del
país que sirva para desterrar vicios y actuaciones al margen
de la ley que violan las libertades civiles.

Asimismo, las comisiones deberán establecer un concepto
de seguridad nacional que considere la necesidad de orien-
tar los esfuerzos del Estado mexicano hacia la solución de
graves problemas sociales como pobreza, desempleo, des-
igualdad, ausencia de consensos y acuerdos políticos, inse-
guridad, violación de garantías individuales, asesinatos de
representantes populares y funcionarios públicos. Estos es-
cenarios son cada vez más cotidianos y la violencia se
mantiene.

Con las evaluaciones de las tareas de inteligencia que reali-
cen las comisiones de Seguridad Nacional en el Congreso de
la Unión, se fortalecerá el sistema nacional de información
para la seguridad del país y se contribuirá a determinar ten-
dencias, valores, significados e interpretaciones específicas
de acciones que contribuyan a formular conclusiones que se
deriven de las evaluaciones respectivas.

Por ello, el encargado de diseñar e implementar la supervi-
sión y control de los servicios de inteligencia no solo debe
ser el Poder Ejecutivo, sino también el Legislativo Federal
como representante de los intereses y demandas de la so-
ciedad. Esta supervisión debe concentrarse principalmente
en dos objetivos: cuando se autorizan los presupuestos de
estos organismos, y exigiéndoles que sometan a la aproba-
ción del Legislativo las acciones que tienen que ver con la
seguridad nacional o con los derechos de los ciudadanos.

El Ejecutivo federal necesita el apoyo de los representantes
ciudadanos si pretende establecer y desarrollar con éxito,
legalidad y legitimidad las políticas de seguridad nacional.
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Las actividades de las comisiones de Seguridad Nacional en
el Congreso de la Unión podrían concentrarse, además, en as-
pectos como la revisión conjunta de los rangos de operación
de la inteligencia y de los mecanismos para procurarla; dar
seguimiento a las labores de inteligencia y seguridad nacio-
nal, atendiendo y respetando los límites en el acceso a la in-
formación producida por los centros de diagnóstico; dar sus-
tento jurídico a las acciones, tanto de los encargados de la
seguridad nacional (desde la inteligencia hasta la toma de de-
cisiones), como de las propias comisiones.

El 12 de abril de 2016 presenté una iniciativa que tiene el
objetivo de fortalecer el servicio de inteligencia profesio-
nal; definir los ámbitos de acción de los órganos encarga-
dos de la seguridad nacional; dar mayor certeza jurídica y
política a estos órganos, así como crear métodos de regula-
ción política y social que hagan de las tareas de inteligen-
cia una actividad legitima, legal, lejana de problemas de es-
pionaje y corrupción.

Junto con esta iniciativa, para su mejor funcionalidad, tam-
bién propongo realizar cambios a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

A continuación, presento un cuadro comparativo con las
modificaciones propuestas:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
Pleno de esta Soberanía la

Iniciativa con proyecto de decreto

Por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de creación de comisiones
ordinarias, para quedar como sigue:

Artículo Único. Se adicionan una fracción XLVII al Nu-
meral 2, y se recorre la numeración del artículo 39; y una
fracción XXVIII al numeral 1, y se recorre la numeración
del artículo 90, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 39.

1. …

2. …

…:

I. al XLVI. …;

XLVII. Seguridad Nacional;

XLVIII. Seguridad Pública;

XLIX. Seguridad Social;

L. Trabajo y Previsión Social;

LI. Transparencia y Anticorrupción;

LII. Transportes;

LIII. Turismo, y

LIV. Vivienda.

Artículo 90.

1. …:

I al XXVII…;

XXVIII. Seguridad Nacional;
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XXIX. Seguridad Pública;

XXX. Trabajo y Previsión Social, y

XXXI. Turismo.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Por única ocasión, las comisiones de
Seguridad Nacional deberán quedar constituidas a más tar-
dar dentro de los diez días naturales siguientes a la entrada
en vigor del presente Decreto.

Artículo Tercero. Al entrar en vigor el presente Decreto, el
Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones le-
gislativas que correspondan en un plazo máximo de seis
meses contados a partir del inicio de la vigencia de este De-
creto, para contar con las atribuciones necesarias para el
desempeño de las comisiones de Seguridad Nacional.

Artículo Cuarto. Se derogan todas aquellas disposiciones
que contravengan el presente decreto.

Solicito a la Presidencia se turne esta Iniciativa a la Comi-
sión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias para su
discusión y aprobación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 24 de oc-
tubre de 2017.— Diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 102 y 116 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por los diputados Braulio Mario Guerra Urbiola y Lore-
na Corona Valdés, de los Grupos Parlamentarios del PRI y
PVEM, respectivamente

Los que suscriben, diputado Braulio Mario Guerra Urbiola,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-

rio Institucional, y diputada Lorena Corona Valdés, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración de esta soberanía, la
iniciativa con proyecto de decreto q que adiciona un último
párrafo al apartado A del artículo 102 y reforma la fracción
IX del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Nuestro país se encuentra en la mira internacional por los
diversos casos de corrupción que han salido a la luz públi-
ca en los últimos años, por lo que el correcto funciona-
miento del Sistema Nacional Anticorrupción debe ser una
prioridad no sólo en el actuar legislativo, sino para todos
los mecanismos institucionales creados para su correcta
implementación y funcionamiento, y de esta forma los ciu-
dadanos puedan vislumbrar el cambio sustancial en el com-
bate a la corrupción que tanto han esperado.

La directriz de la política actual obliga a asumir compro-
misos en materia de transparencia y combate a la corrup-
ción que con certeza jurídica proporcionen los mecanismos
y herramientas necesarias para atender y afrontar estos re-
tos que además son una exigencia social.

El estado de derecho, certidumbre jurídica y combate a la
corrupción son los principales reclamos sociales en cuanto
a derecho se refiere, es por ello que debe existir transpa-
rencia en la designación del titular de la fiscalías generales
de las entidades federativas, para generar la confianza y
aprobación de los ciudadanos.

El 10 de febrero de 2014 fue publicado en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de
política electoral; esta reforma fue el resultado de 56 ini-
ciativas analizadas presentadas por legisladores de todos
los grupos parlamentarios. En sesión del 3 de diciembre de
2013, el pleno del Senado de la República aprobó el dicta-
men correspondiente con 106 votos a favor, 15 en contra y
1 abstención. Por su parte, el pleno de la Cámara de Dipu-
tados, en sesión del 5 de diciembre del mismo año 2013,
aprobó la minuta con modificaciones por 409 votos a favor,
69 en contra y 3 abstenciones.
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La minuta fue devuelta al Senado de la República para los
efectos de lo dispuesto en el artículo 72, fracción e), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El
13 de diciembre de 2013, el pleno del Senado de la Repú-
blica aprobó en sus términos la minuta proveniente de la
Cámara de Diputados por 99 votos en pro, 11 en contra y 2
abstenciones, siendo remitida a las legislaturas de los esta-
dos para sus efectos constitucionales y, posteriormente, una
vez realizada la declaratoria respectiva, fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación.

El Decreto que creó la Fiscalía General de la República co-
mo órgano constitucional autónomo señala que el procurador
general de la república que se encuentre en funciones al mo-
mento de expedirse la Declaratoria de autonomía de la Fisca-
lía, quedará designado fiscal general de la república, es decir
que no requerirá someterse al procedimiento previsto en el
apartado A del artículo 102 de la Constitución. 

Posteriormente, el 28 de septiembre de 2016, el presi-
dente de la república, envió a la Cámara de Senadores la
Iniciativa de Decreto por el que se reformaba el Artículo
Décimo Sexto Transitorio del Decreto en comento, a fin
de que el Senado de la República designara al fiscal ge-
neral de la república. 

Esta reformar permite que la procuración de justicia y el
actuar de cada fiscal este regido por los principios de auto-
nomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad,
profesionalismo, responsabilidad y respeto a los derechos
humanos y que su designación no obedezca a ningún tipo
de interés público o privado.

De esa manera se elimina el llamado pase automático y se
garantiza el ejercicio autónomo del fiscal porque la ausen-
cia de un procedimiento transparente y reglas claras impi-
den considerar los mejores perfiles para ocupar el cargo y
coartan la autonomía que es la esencia del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción.

A la par de este proceso, la sociedad civil organizada ha
puesto en la agenda legislativa la necesidad de legislar
para que los fiscales generales de las entidades federati-
vas, también sean nombrados con total imparcialidad y
transparencia.

Actualmente los estados de Aguascalientes, Baja Califor-
nia Norte y Baja California Sur, Chihuahua, Durango, Mo-
relos, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Ta-
basco, Tamaulipas y Veracruz son ejemplo de cómo los

fiscales son impuestos unilateralmente por los titulares de
los gobiernos estatales donde han implementado el pase
automático lo que genera la concepción de que dichos fis-
cales actuaran de manera parcial y supeditada a los intere-
ses de quienes los han nombrado, tal y como a continua-
ción se refieren:

En Aguascalientes, el gobernador Martín Orozco impulsó a
René Urrutia de la Vega, ex subprocurador de Guanajuato,
como fiscal de esa entidad. 

El gobernador de Baja California, Francisco Vega de La-
madrid, nombró a Perla del Socorro Ibarra Leyva como
procuradora general de Justicia del estado.

El gobernador de Baja California Sur, Carlos Mendoza,
propuso al Congreso a Erasmo Palemón Alamilla Villeda
como nuevo titular de la Procuraduría General de Justicia
del Estado.

En Chihuahua, el gobernador Javier Corral buscó el nom-
bramiento de César Augusto Peniche al frente de la Fisca-
lía del estado de Chihuahua. 

En Durango es Ramón Gerardo Guzmán Benavente el fis-
cal general del estado, propuesto por el gobernador José
Aispuro Torres.

En Morelos fue impulsado Javier Pérez Durón como fiscal
estatal anticorrupción por el actual gobernador Graco Ra-
mírez. 

En Nuevo León, el gobernador Jaime Rodríguez impuso a
Ernesto Canales como fiscal.

En Puebla, cuando Rafael Moreno Valle fue gobernador,
promovió a Víctor Antonio Carrancá como fiscal general,
y éste a su vez a José Flota Ocampo.

En el estado de Querétaro, Francisco Domínguez Servien
nombró a Alejandro Echeverría como fiscal por nueve
años.

En Quintana Roo, el gobernador Carlos Joaquín González
nombró a Miguel Ángel Pech como fiscal de la entidad pa-
ra los siguientes nueve años.

En Tamaulipas, Francisco García Cabeza de Vaca propuso
como procurador a Irving Barrios Mojica.
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Arturo Núñez, gobernador de Tabasco, impulsó el nombra-
miento de Fernando Valenzuela y el gobernador Miguel
Ángel Yunes, en Veracruz, promovió la designación de Jor-
ge Winckler para un periodo de nueve años, en sustitución
de Luis Ángel Bravo, quien únicamente ocupó el cargo du-
rante dos años.

La designación de los procuradores generales de justicia de
las entidades federativas obedece a los diversos tipos de re-
lación que se crea con sus designadores, los gobernadores
en turno, es por ello que el matiz de desconfianza es el que
permea y reluce en el pase automático que han adoptado
los estados en referencia.

En estos tiempos en los que la sociedad se ha convertido en
un órgano estricto de observación de los procesos relacio-
nados con la administración pública no queda más que co-
rresponder a ese interés y evitar a toda costa que un proce-
dimientos que tiene una finalidad tan loable se vea como
un proceso amañado y tendencioso.

Diversos fiscales y procuradores han sido cuestionados por
su labor al frente de las instancias de procuración de justi-
cia de sus entidades, en algunos estados hemos visto cam-
bios de titulares orillados por acusaciones públicas de ne-
potismo, ausencia de resultados y hasta por su inasistencia
ante sus legislaturas locales.

Los cuestionamientos a estos fiscales y procuradores se
dan a tres años de la reforma publicada el 10 de febrero de
2014 en la que se incluyeron modificaciones al artículo 102
constitucional, a través del cual se estableció que el Minis-
terio Público de la Federación se organizara en una Fisca-
lía General de la República, como órgano público autóno-
mo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio.

La homologación de los estados al pasar de procuradurías
a fiscalías no debe ser puente para el encubrimiento ni pa-
ra la auto exoneración por lo que es necesario que finiqui-
te el vínculo histórico directo entre el poder ejecutivo y el
órgano encargado de la impartición de justicia, el cual ne-
cesita de autonomía e imparcialidad en su actuar.

La llegada de las fiscalías como organismos autónomos
ayudará a terminar con la impunidad, siempre y cuando
el proceso de designación sea generador de confianza y
respaldo.

Esta iniciativa pretende garantizar el libre ejercicio de las
funciones del fiscal a través de un nombramiento sustenta-

do en la imparcialidad y que la da aun mayor legitimación
al ser requisito indispensable su ratificación por el Senado.

El perfil del titular de la Fiscalía General de cada entidad
federativa debe ser evaluado y aprobado de la manera más
transparente posible evitando así suspicacias alejando la
designación de subjetividades.

La presente reforma constitucional tiene como finalidad
replicar la iniciativa del presidente de la república y garan-
tizar la autonomía e imparcialidad de las fiscalías genera-
les en los estados, que forman parte de los sistemas estata-
les anticorrupción.

Por lo expuesto, presento ante esta soberanía, la siguiente
iniciativa de:

Decreto

Primero. Se adiciona un último párrafo al apartado A del
artículo 102 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 102. 

A. El Ministerio Público de la Federación se organizará
en una Fiscalía General de la República como órgano pú-
blico autónomo, dotado de personalidad jurídica y patri-
monio propio.

(…)

I al VI…

Las constituciones de las entidades federativas esta-
blecerán la forma de organización de las fiscalías ge-
nerales de los estados, del mismo modo que deberán
garantizar su autonomía. 

Segundo. Se reforma la fracción IX del artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 116. El poder público de los estados…

Los poderes de los Estados…

I a VIII…
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IX. Las Constituciones y leyes de los entidades fe-
derativas establecerán que el Ministerio Público se
organice en un órgano público autónomo, dotado
de personalidad jurídica y patrimonio propio, de-
nominado Fiscalía General del Estado garantizan-
do que las funciones de procuración de justicia se
realicen con base en los principios de autonomía,
eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad,
profesionalismo, responsabilidad y respeto a los de-
rechos humanos. 

Los titulares de las fiscalías generales durarán en el
ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las Cons-
tituciones Locales, debiendo ser electos por el voto de
las dos terceras partes de los miembros presentes de la
Legislatura local, a propuesta del Ejecutivo Estatal y
con la ratificación de este nombramiento por las dos
terceras partes de miembros presentes del Senado de la
República.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los Estados deberán realizar las adecuaciones le-
gislativas que correspondan en un plazo máximo de un año
contado a partir del inicio de la vigencia de este Decreto.

Tercero. Los fiscales que estén en funciones al inicio de la
vigencia de este Decreto podrán continuar en sus cargos en
tanto se realiza la designación correspondiente.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, Ciudad de México, a 30
de octubre de 2017.— Diputados Lorena Corona Valdés, Braulio Ma-
rio Guerra Urbiola (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, LEY GENERAL DE VIDA
SILVESTRE Y LEY DE AGUAS NACIONALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Civil Federal; y de las Leyes General de Vida
Silvestre, y de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Jor-
ge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, Jorge Álvarez Maynez, diputado integrante
de la Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, y
en apego a las facultades y atribuciones conferidas por el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6 numeral 1,
fracción I, y artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión, some-
ten a la consideración de esta Asamblea, la Iniciativa con
proyecto de Decreto Que adiciona y reforma diversas
disposiciones del Código Civil Federal, de la Ley Gene-
ral de Vida Silvestre y de la Ley de Aguas Nacionales, a
fin de otorgarle personalidad jurídica a los ríos y casca-
das de México, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

En días recientes, se produjo un fenómeno natural alar-
mante y lamentable que conmocionó a la opinión pública.
En el norte de Chiapas, la cascada “La Golondrina”, perte-
neciente al complejo ecoturístico Cascadas de Agua Azul,
se secó al desviarse el río que la alimentaba. De acuerdo
con la Conagua, la baja en el caudal de las cascadas se de-
be a un desvío natural, pues el caudal del brazo derecho
que alimenta el río se desvió al brazo izquierdo. Dicho des-
vío tiene un origen multifactorial, pues se registró la pre-
sencia de un depósito de sedimentos aguas arriba del río,
aunado a la alta sismicidad de la zona, lo cual tiene un im-
pacto en su suelo, que está compuesto principalmente de
roca cárstica.1 La reciente ola sísmica es la causante del co-
lapso de las cascadas.

En este caso específicamente, la actividad humana no tuvo
ninguna incidencia en lo ocurrido con el río. Sin embargo,
es un recordatorio de la gran importancia que poseen los
recursos hídricos en la vida humana y de la necesidad im-
periosa de dotarlos de una protección jurídica adecuada.
Actualmente, un gran número de ríos, caídas de agua, ma-
res, lagos y lagunas de nuestro país están siendo afectados
por la contaminación derivada de los asentamientos huma-
nos, así como por el uso indiscriminado e inconsciente del
agua por parte de los particulares y de las grandes transna-
cionales. Ello ha traído consigo la degradación de los eco-
sistemas y la consecuente muerte de un gran número de se-
res vivos.

Cabe mencionar que, en los últimos años, el Estado Mexi-
cano ha ratificado diversos instrumentos internacionales en
las cuales ha asumido como compromiso la protección del
medio ambiente, tales como la Declaración de Río sobre el
Medio Ambiente y el Desarrollo, y el Convenio sobre la
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Diversidad Biológica. Dichos instrumentos obligan al go-
bierno en cada uno de sus niveles a tomar las acciones ne-
cesarias a fin de preservar la integridad del sistema am-
biental y la conservación de la biodiversidad. 

Así, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el
Desarrollo establece entre otras cosas, que los Estados tie-
nen la “responsabilidad de velar [SIC] porque las activida-
des realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no
causen daños al medio ambiente”,2 de igual manera, que el
derecho al desarrollo debe responder de forma equitativa
“a las necesidades de desarrollo y ambientales de las gene-
raciones presentes y futuras.”3

Por su parte, el Convenio sobre la Diversidad Biológica,
buscar promover la conservación de la biodiversidad y re-
conoce el valor de las Áreas Naturales Protegidas. Deriva-
do de dicho instrumento, se creó el Plan Estratégico para la
Diversidad Biológica 2011-2020,4 que contiene 20 objeti-
vos conocidos como Metas de Aichi, entre los que destaca
la Meta 11 que tiene como fin la conservación de la diver-
sidad biológica y los ecosistemas a través de sistemas de
áreas protegidas.

Como parte de ese compromiso, México fue sede de la Dé-
cimo Tercera Conferencia de las Partes (COP13) de la
Convención sobre Diversidad Biológica del 4 al 17 de di-
ciembre de 2016, cuyo tema central fue “La integración de
la conservación y el uso sustentable de la biodiversidad en
los planes, programas y políticas sectoriales e intersecto-
riales con énfasis en los sectores agrícola, forestal, pesque-
ro y turístico”.5 Nuestro país tiene como objetivo cumplir
los compromisos suscritos en el Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica y de forma particular con la Meta 11 de Ai-
chi impulsando la creación de Áreas Naturales Protegidas.

Por esta razón, resulta inconcebible que México presente
uno de los mayores índices de degradación ambiental del
mundo, de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadísti-
ca, Geografía e Informática (INEGI), la destrucción am-
biental del país equivale a 8.8 por ciento del Producto In-
terno Bruto (PIB).6

La organización ambientalista Greenpeace en su investiga-
ción “La Destrucción de México” ha señalado el costo eco-
nómico de la explotación y degradación ambiental que ha
sufrido México: “En el año 2003 el costo anual de la des-
trucción ambiental del país equivalió a 10 por ciento del
PIB, que en dinero representaba 754,000 millones de pe-
sos. Si bien el porcentaje en 2006 es menor al de 2003 (el

8.8 por ciento mencionado), hablando en pesos y centavos
la destrucción va en aumento: de acuerdo con el INEGI, en
2006 (su dato más reciente) el deterioro ambiental equiva-
lió a 903,724 millones de pesos, es decir, 149,724 millones
de pesos más que en 2003 (19.85 por ciento más, para ser
exactos).”7

Ante situaciones como las que se han planteado, y aunque
es innegable que se han dado avances en el marco jurídico
para prevenir la explotación y deterioro de los recursos na-
turales en nuestro país, la degradación de los mismos no ha
cesado, por lo cual se requiere de nuevas figuras jurídicas
que ayuden a la conservación y el uso racional de un bien
público en riesgo, como lo son los ríos y cascadas. 

Por ello, se propone otorgar a los ríos y cascadas persona-
lidad jurídica, a fin de garantizar su preservación, seguri-
dad, sustentabilidad y resurgimiento.8 Se trata, pues, como
ha mencionado el Ministro José Ramón Cossío Díaz, de
emplear una ficción jurídica para que los derechos de los
ríos y cascadas sean “equivalentes a los de los seres huma-
nos y repararse de igual manera”.9

Respecto de las ficciones jurídicas “conviene entender que
su función jurídica radica en la posibilidad de lograr solu-
ciones a problemas nuevos mediante la utilización de cons-
trucciones creadas para enfrentar situaciones distintas. Dos
recientes ejemplos nos muestran la capacidad de las ficcio-
nes jurídicas para contender con fenómenos que, con fran-
queza, siguen sin encontrar una adecuada solución: el cui-
dado del medioambiente y el desarrollo de los pueblos y
comunidades indígenas”.i0

En América Latina, existen un algunos antecedentes al res-
pecto del reconocimiento de derechos a los recursos natu-
rales. El primero de ellos, es la emisión de la Ley Número
071 sobre Derechos de la Madre Tierra, publicada en el año
2010 en Bolivia. El otro, es una sentencia emitida en 2016
por la Corte Constitucional de Colombia, en la cual se re-
conoció al Río Arato como “sujeto de derechos que impli-
can su protección, conservación, mantenimiento y en el ca-
so concreto, restauración.”ii Finalmente, la Constitución
del Ecuador señala en su artículo 71 que “La naturaleza o
Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene
derecho a que se respete integralmente su existencia y el
mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estruc-
tura, funciones y procesos evolutivos.”

En ese sentido, se propone modificar el artículo 25 del Có-
digo Civil Federal, con la finalidad de reconocer como per-
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sona moral a los ríos y cascadas, y consecuentemente, es-
tos tengan derechos y obligaciones de ellos y para con
ellos. Para ello se propone una Defensoría de los Ríos y
Cascadas de México, para que, en su representación los
ejerza y las cumpla. Dicha Defensoría estaría integrada por
defensores ambientales y expertos en la materia, que vela-
rá por la vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de
los derechos de los ríos y cascadas.

Asimismo, se propone adicionar al artículo 60 Ter, de la
Ley General de Vida Silvestre, los derechos de los ríos y
cascadas, consistentes en los siguientes: a la protección,
conservación, mantenimiento y restauración.

De igual manera, se modifica el artículo 3 de la Ley de
Aguas Nacionales, para incorporar la definición de las
“cascadas”.

Esta iniciativa está encaminada a lograr lo que ha señalado
el Ministro Cossío Díaz: “echar mano de las ficciones jurí-
dicas para tratar de visibilizar y personificar lo mucho que
está en juego”,i2 pues “la función del derecho es contender
con los fenómenos que van apareciendo o se ven venir, pa-
ra tratar de ordenar la vida de los individuos y los grupos
en sociedad”,i3 que en el caso concreto, consiste en la si-
tuación de riesgo en que se encuentran los ríos y cascadas
en nuestro país. Este cambio a la legislación busca coad-
yuvar a la creación de una nueva cultura de protección al
medio ambiente y los recursos naturales.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consi-
deración, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona y reforma diversas disposiciones del
Código Civil Federal, de la Ley General de Vida Silvestre
y de la Ley de Aguas Nacionales, a fin de otorgarle perso-
nalidad jurídica a los ríos y cascadas de México

Artículo Primero. Se adiciona una fracción VIII al artícu-
lo 25; y, se reforman las fracciones VI y VII del artículo 25,
así como el artículo 28, todos del Código Civil Federal, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 25. Son personas morales:

I. y V. …

VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas que se
propongan fines políticos, científicos, artísticos, de re-

creo o cualquiera otro fin lícito, siempre que no fueren
desconocidas por la ley;

VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza pri-
vada, en los términos del artículo 2736; y,

VIII. Recursos naturales que cuenten con tal carác-
ter, reconocido por la ley.

Artículo 28.- Las personas morales se regirán por las leyes
correspondientes, por su escritura constitutiva, por sus es-
tatutos, o en el caso, por disposición de la ley que le otor-
ga tal carácter.

Artículo Segundo. Se adicionan cuatro últimos párrafos al
artículo 60 Ter, de la Ley General de Vida Silvestre, para
quedar como sigue:

Artículo 60 Ter. [...]. 

[...]. 

Para efectos de la protección y tutela de sus derechos,
los ríos y cascadas adoptan el carácter de personas mo-
rales, términos de lo dispuesto en el artículo 25 del Có-
digo Civil Federal. 

Todos los mexicanos, ejercen los derechos establecidos
en el presente artículo, de forma compatible con sus de-
rechos individuales y colectivos.

Los ríos y cascadas son sujetos de derechos a la protec-
ción, conservación, mantenimiento y restauración a
cargo del Estado.

Los ríos y cascadas contarán con una Defensoría de los
Ríos y Cascadas de México, integrada por defensores
ambientales y expertos en la materia, que velará por la
vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de sus
derechos.

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XLVIII Bis del
artículo 3, y se reforma el párrafo primero del artículo 86
Bis 1, ambos de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
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I. a XLVIII. …

XLVIII Bis. “Cascada”: Caída desde cierta altura
del agua de un río u otra corriente por brusco desni-
vel del cauce; 

XLIX. a LXVI.

[...].

Artículo 86 Bis 1. Para la preservación de los humedales
que se vean afectados por los regímenes de flujo de
aguas nacionales, “la Comisión” actuará en conjunto
con la Defensoría de los Ríos y Cascadas de México,
ya sea por medio de los Organismos de Cuenca, o por sí,
en los casos previstos en la Fracción IX del Artículo 9 de
la presente Ley, que quedan reservados para la actuación
directa de “la Comisión”. 

[...]:

I. … V.

[...]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión deberá crear la Defen-
soría de los Ríos y Cascadas de México, que establezca su
estructura, funcionamiento y atribuciones, de acuerdo con
el presente Decreto.

Notas

1 Bajo caudal en cascadas de Agua Azul, por desvío natural: Conagua,
Excélsior, Disponible en: 

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/11/14/1201099

2 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Con-
ferencia de la Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo, junio de 1992, disponible en 

http://www.un.org/spanish/esa/sustdev/documents/declaracionrio.h
tm, consultado el 14 de noviembre de 2016.

3 Ídem.

4 Plan Estratégico para la Diversidad Biológica 2011-2020 y las Metas
de Aichi, Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica, dis-
ponible en 

https://www.cbd.int/doc/strategic-plan/2011-2020/Aichi-Targets-
ES.pdf, consultado el 14 de noviembre de 2016.

5 Página oficial de la Conferencia de las Partes, disponible en 

http://cop13.mx/cop-13/, consultado el 14 de noviembre de 2016.

6 La destrucción de México. La realidad ambiental del país y el cam-
bio climático, Greenpeace México, 2009, disponible en: 

http://www.greenpeace.org/mexico/global/mexico/report/2009/6/d
estruccion_mexico.pdf

7 Íbid.

8 Cossío Díaz, José Ramón, Ficciones jurídicas, El País, disponible en: 

http://internacional.elpais.com/internacional/2017/04/19/mexi-
co/1492556241_097048.html

9 Íbid.

10 Íbid.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de noviembre de 2017.—
Diputado Jorge Álvarez Maynez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.
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LEY DE PREMIOS, ESTÍMULOS Y
RECOMPENSAS CIVILES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, a
cargo del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Enrique Rojas Orozco, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional representado en esta LXIII Legislatura corres-
pondiente a la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 3, numeral 1, fracción VIII; 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene a bien so-
meter a la consideración de esta honorable soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones a la Ley de Premios, Estímulos y
Recompensas Civiles; al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene el propósito de impulsar la cre-
ación de un merecido reconocimiento a los profesionistas
que mayor transformación social, política, cultural y eco-
nómica han provocado en nuestro país desde el inicio de su
vida independiente, como son los docentes, quienes han
dedicado su vida a impartir conocimientos, habilidades, ca-
pacidades y actitudes a la niñez y juventud de nuestra na-
ción, a través de lecciones en el interior de las aulas.

El sistema educativo mexicano es uno de los más grandes
del mundo. En este año 2017 está conformado por 216,597
escuelas, en las que existen un total de 1,631,863 docentes
de los niveles básico y medio superior, quienes todos los
días acuden a las aulas a dar su mejor esfuerzo y nutrir de
conocimientos a alumnos de todas las edades. Así, los
maestros representan la mayor fuerza transformadora de
este país.

Entonces, cada maestro se ha convertido por tantos años en
un catalizador de cambios y en un impulsor de progreso y
de desarrollo. Con la educación que imparten, los maestros
siembran semillas que dan frutos en forma de buenos ciu-
dadanos, con hábitos positivos y responsables que tienen
incidencia en todos los sectores, ámbitos y áreas de la so-
ciedad, sin importar sus estudiantes se integren a la misma
docencia, al empresariado, al sector social, al área guber-
namental, al emprendedurismo o cualquier otro rubro de
desarrollo personal y colectivo.

El maestro es reconocido en la teoría y en la práctica como
alguien que:

• Estimula y acepta la autonomía y la iniciativa de los
estudiantes;

• Utiliza materiales didácticos y fuentes primarias de in-
formación y datos;

• Es flexible en el diseño de la clase y determina estra-
tegias de enseñanza;

• Permite que las ideas, opiniones y respuestas de los
alumnos orienten el rumbo de las clases;

• Averigua cómo los alumnos han comprendido los con-
ceptos y el conocimiento que les comparte;

• Estimula a los alumnos a entrar en diálogo, les esti-
mula a aprender y a participar;

• Orienta y da consejos de vida, así como informa co-
rrectamente sobre las mejores decisiones en cada etapa
de la vida; y

• Permite a los alumnos obtener sus propias conclusio-
nes con base en información fidedigna, llegar a hipóte-
sis sustentadas y tomar posiciones y determinaciones
respecto de su idea sobre las cosas.

Los maestros juegan un papel de transformación en todos los
niveles, siendo agentes esenciales del crecimiento, el progre-
so y el desarrollo diario de México. Son uno de los activos
más valiosos, quienes mueven las ideas, nutren las institucio-
nes y configuran los propósitos sociales. La labor de los do-
centes es fundamental para que los estudiantes, las familias,
las instituciones y el país aprendan y trasciendan sus obstá-
culos mentales, ideales, materiales y de rezago cultural.

Ahora bien, es difícil de considerar como cierto que en es-
te año 2017, con uno de los sistemas educativos más gran-
des del mundo y con una matrícula docente de las más am-
plias existentes, las instituciones del Estado no tengan
dispuesto reconocer por medio de un premio a uno de los
activos más valiosos de México, como lo son los docentes.
No existe en el marco jurídico nacional, principalmente en
las Leyes de Educación y la de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles, un reconocimiento, condecoración o
premio que exalte la cultura de calidad en la educación y
motive al desarrollo de maestros cada vez más preparados.
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Es con base en estos razonamientos, que el suscrito dipu-
tado federal Enrique Rojas Orozco, propongo impulsar la
creación de un merecido reconocimiento a los profesionis-
tas que mayor transformación social, política, cultural y
económica han provocado en nuestro país desde el inicio
de su vida independiente, como son los docentes, quienes
han dedicado su vida a impartir conocimientos, habilida-
des, capacidades y actitudes a la niñez y juventud de nues-
tra nación, a través de lecciones en el interior de las aulas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y haciendo uso
de las facultades que me otorga el orden Constitucional y
legal vigente, me permito someter a la consideración de es-
ta Soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona una fracción XIX al artículo 6 y un Ca-
pítulo XXIII Bis, denominado Premio Nacional al Mérito
Docente, conformado por los artículos 127 Bis, 127 Ter,
127 Quáter, 127 Quinquies y 127 Sexties; todos a la Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, para quedar
como sigue:

Artículo 6. Se establecen los siguientes Premios, que se
denominarán y tendrán el carácter de nacionales:

I. a XVIII. ……

XIX. De Mérito Docente.

……

Capítulo XXIII Bis
Premio Nacional al Mérito Docente

Artículo 127 Bis. El Premio Nacional al Mérito Docente
se entregará a las personas físicas en calidad de docentes
que se encuentren frente a grupo en escuelas públicas, ten-
gan un desempeño y logros educativos sobresalientes y re-
alicen una práctica y tareas de docencia que sean motivo de
inspiración y superación por los alumnos del país.

Artículo 127 Ter. El Premio Nacional al Mérito Docen-
te se entregará a un docente de cada una de las siguien-
tes categorías:

I. Preescolar;

II. Primaria;

III. Secundaria;

IV. Nivel Medio Superior; y

V. Superior.

Artículo 127 Quáter. Para las determinaciones relaciona-
das con la entrega del Premio Nacional al Mérito Docente
se formará un Consejo de Premiación integrado por el Pre-
sidente de la República, quien lo presidirá, el Secretario de
Educación, el Secretario General del Sindicato Nacional de
Trabajadores de la Educación, el Consejero Presidente del
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación y el
Presidente de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos de la Cámara de Diputados.

Artículo 127 Quinquies. Para otorgar el Premio Nacional
al Mérito Docente debe mediar convocatoria pública en
una periodicidad que en común acuerdo determine el Con-
sejo de Premiación. Los candidatos a ser premiados serán
propuestos uno por cada escuela. No será necesario que el
desempeño, logros y tareas que formen parte de los argu-
mentos meritorios se hayan realizado en el año en que se
publique la convocatoria.

Artículo 127 Sexties. El Premio Nacional al Mérito Do-
cente consistirá en una de las preseas a que hace mención
el artículo 7o. de la presente Ley, lo que será determinado
por el Consejo de Premiación, así como se entregará en nu-
merario de 100 mil pesos a cada docente premiado.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente De-
creto, se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan a lo establecido en la misma. 

Dado en el Recinto Legislativo de la Cámara de Diputados, a 10 de no-
viembre de 2017.— Diputado federal Enrique Rojas Orozco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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LEY DE NACIONALIDAD

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 19 de la Ley
de Nacionalidad, a cargo del diputado Enrique Rojas Oroz-
co, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Enrique Rojas Orozco, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional representado en esta LXIII Legislatura corres-
pondiente a la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 3, numeral 1, fracción VIII; 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, tengo a bien so-
meter a la consideración de esta honorable soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Nacionalidad;
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene el propósito de fortalecer los
controles que garanticen a México que los extranjeros de-
seosos de naturalizarse mexicanos, verdaderamente se na-
cionalicen al adoptar un alto compromiso con la sociedad,
la cultura, la tradición, las costumbres y las leyes de este
país. Con esto se sabrá que, en un entorno de libertad y de
inclusión, cada nuevo mexicano por naturalización, tendrá
los valores, la lealtad y la fidelidad que todo ciudadano de
este país guarda hacia México.

México ha sido desde siempre un país receptor de seres hu-
manos que, ya sea que estén huyendo de sus países o ten-
gan el simple objetivo de vivir aquí por el cariño que han
tomado a este país, los recibe de manera hospitalaria y cá-
lida, ofreciéndoles oportunidades, un ambiente seguro y
una calidad de vida que les permite desarrollar su potencial
humano en libertad. En el año 2000 la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores expidió 3,944 cartas de naturalización y
en el año 2008 llegaron a 4,471.

Para poder entregarlas, los extranjeros que pidieron natura-
lizarse mexicanos tuvieron que pasar por un proceso mar-
cado en la Ley de Naturalización, el que pide de manera re-
sumida los siguientes requisitos:

• Presentar la solicitud que manifieste la voluntad de ad-
quirir la nacionalidad mexicana;

• Probar que saben hablar español;

• Demostrar que conocen la historia de México;

• Estar integrados a la cultura del país;

• Formular la renuncia expresa a la nacionalidad que les
sea atribuida; y

• Acreditar que ha residido en territorio nacional cuando
menos durante los últimos cinco años.

Sin embargo, ser mexicano es algo que revierte verdadero
significado, siendo necesario que las instituciones del país,
mediante la aplicación de la ley, nos garanticen que cada
nuevo ciudadano tenga pleno entendimiento, sea fiel y
conste su lealtad a nuestra nación, evitando con ello un
usufructo matrimonial, laboral o económico de la naciona-
lidad mexicana por naturalización. Es decir, que quienes
adopten la ciudadanía mexicana lo deban hacer porque de
verdad dedicarán sus días a ver por la mejor del país y por
su desarrollo.

La nacionalidad mexicana se maneja por un sin fin de valo-
res, normas morales y cívica, es transcendente en el núcleo
familiar. En lo social es un concepto de gran importancia, ya
que es un derecho que todos tenemos como personas que ha-
bitan el país. Es una condición que cualquier persona puede
obtener como reconocimiento de la pertenencia a la nación.
Es un orgullo que todo mexicano porta, de tal manera que de-
be ser una cuestión sumamente importante y adecuada res-
pecto a los requisitos para obtenerla.

Por otro lado, no solamente consta de tener el reconoci-
miento jurídico, sino sentirse partícipes y parte en la socie-
dad, logrando un ambiente de convivencia sano. Sin em-
bargo, para esto, existen requisitos, los cuales son
importantes para la obtención del reconocimiento, es pri-
mordial para el territorio tener a personas que estén com-
pletamente comprometidas con el desarrollo social, econó-
mico y político del país. 

Asimismo, el compromiso de obtener la nacionalidad los
hace aptos a obligaciones y responsabilidades del gobier-
no, lo cual genera un mayor control hacia la población, ya
que todos bajo el régimen pueden ser una sociedad pacífi-
ca siguiendo las obligaciones y responsabilidades que les
competen.

Es fundamental que aquellas personas que quieran adquirir la
nacionalidad sean capaces de adaptarse de manera sencilla al
sistema. La forma adecuada de comprobar y mantener el
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compromiso que tienen con la nación es la implementación
de requisitos que los hagan completamente iguales en carac-
terísticas determinadas, como lo es el idioma y la escritura,
así como también la cultura del país y el conocimiento y en-
tendimiento del sistema político del país.

Uno de las mayores representaciones de nuestra cultura
mexicana es nuestro idioma español, el cual es de los más
hablados en el mundo, mediante éste, en México se llevan
a cabo la mayoría de los negocios y procedimientos ante el
gobierno, por lo cual es indispensable que las personas que
deseen naturalizarse mexicanos, sepan hablar, leer y escri-
bir en español, para que sea más fácil adaptarse y vivir en
nuestro país. 

Otro de los conocimientos básicos que los extranjeros que
desean naturalizarse mexicanos deben saber para su verda-
dera inclusión, es cómo funciona el gobierno mexicano, las
instituciones y cómo deben respetarse las leyes. Es desea-
ble que cualquier persona que viva en nuestro país, sea ciu-
dadano o extranjero, respeten y convivan con estricto res-
peto a nuestra forma de gobierno y de acuerdo a lo que
marcan nuestras leyes, para lo cual es condición básica en-
tender y tener conocimiento de ello.

Es con base en estos razonamientos que el suscrito, dipu-
tado federal Enrique Rojas Orozco, propongo fortalecer los
controles existentes en el proceso para que los extranjeros
logren naturalizarse como ciudadanos mexicanos, a través
de los siguientes puntos:

• Establecer como requisito que, además de saber hablar
español, los extranjeros los deberán saber leer y escribir;

• Disponer como requisito que deben tener pleno enten-
dimiento sobre cómo funciona el gobierno mexicano;

• Señalar como requisito para obtener la naturalización
el que los extranjeros conozcan los símbolos patrios;

• Obligarles a estar integrados a las tradiciones mexica-
nas; e

• Imponerles como requisito juramentar su lealtad a la
Constitución Federal, a las leyes mexicanas y que ten-
drá buena disposición para guardar el orden, la felicidad
y el bienestar del país.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y haciendo uso
de las facultades que me otorga el orden Constitucional y

legal vigente, me permito someter a la consideración de es-
ta Soberanía, el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma la fracción segunda del artículo 19 y se
adiciona un último párrafo al artículo 19; de la Ley de Na-
cionalidad; para quedar como sigue:

Artículo 19. El extranjero que pretenda naturalizarse me-
xicano deberá:

I. a II. …..

III. Probar, a través del examen que determine la Se-
cretaría, que sabe hablar, leer y escribir español, conoce
la historia del país, entiende el funcionamiento del go-
bierno mexicano, conoce los símbolos patrios y está in-
tegrado a la cultura y a las tradiciones nacionales; y

IV. …

…

Posterior al cumplimiento de los requisitos señalados en
este artículo y cualquier otro que establezca la presente
Ley y su Reglamento, y una vez recibida la notificación
de que obtendrá la carta de naturalización, deberá ju-
ramentar que será fiel y leal a la República Mexicana,
que se adhiere a los principios de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, que respetará las
leyes que de ella emanan, y que tendrá buena disposi-
ción para guardar el orden, la felicidad y el bienestar
del país.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente De-
creto, se derogan todas aquellas disposiciones que se opon-
gan a lo establecido en la misma. 

Dado en el Recinto Legislativo de la Cámara de Diputados, a los 21 dí-
as del mes de noviembre del año 2017.— Diputado Enrique Rojas
Orozco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, Y LEY FEDERAL

DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, y Federal de Responsabilidad Ambien-
tal, a cargo de la diputada Karina Padilla Ávila, del Grupo
Parlamentario del PAN

La suscrita, Karina Padilla Ávila, diputada integrante de la
LXIII Legislatura por el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 147 Bis, 170 Bis, 171 y 173 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente (LGEEPA), así como los artículos 29, 45 y 54 de
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental (LFRA), al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Ciertamente la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos consagra en su artículo 4o. el derecho de todos
los mexicanos a un medio ambiente sano, un entorno segu-
ro y a las condiciones que garanticen la integridad y la vi-
da de todos los que habitamos en este país. Sin embargo,
dicho precepto no se cumple a cabalidad en muchas regio-
nes de la nación y las causas son variadas, pero una que po-
dríamos considerar recurrente es la falta de información.

Sí, la carencia de información o la dificultad para acceder
a la misma puede llegar a ser un factor que afecte la salud,
seguridad y el derecho a un medio ambiente saludable; por-
que cuando las autoridades responsables carecen de infor-
mación respecto a quienes están contaminando o dañando
el ambiente en cualquier modalidad, no pueden prevenir
nuevos daños, sancionar a los responsables o garantizar
que se remediará lo afectado o se atenderá a las víctimas
que puedan resultar.

Asimismo, cuando las autoridades cuentan con dicha in-
formación pero no la divulgan ni se hacen responsables de
actuar en consecuencia, de alguna manera se convierten en
cómplices de dichos delitos, por ocultarlos, no sancionar-
los ni ver la manera de prevenir que se vuelvan a cometer.

Además, al no informar a la población sobre lo que sucede
influyen en que las personas tampoco puedan tomar deci-
siones más adecuadas para salvaguardar su salud e integri-
dad, ni cuidar mejor a sus familias o demás personas que
dependen de ellas.

Al respecto, la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental
apunta en su primer artículo:

“Artículo 1o. La presente ley regula la responsabili-
dad ambiental que nace de los daños ocasionados al
ambiente, así como la reparación y compensación de
dichos daños cuando sea exigible a través de los pro-
cesos judiciales federales previstos por el artículo 17
constitucional, los mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias, los procedimientos administrati-
vos y aquellos que correspondan a la comisión de deli-
tos contra el ambiente y la gestión ambiental.

Los preceptos de este ordenamiento son reglamentarios
del artículo 4o. constitucional, de orden público e inte-
rés social y tienen por objeto la protección, la preserva-
ción y restauración del ambiente y el equilibrio ecológi-
co, para garantizar los derechos humanos a un medio
ambiente sano para el desarrollo y bienestar de toda per-
sona, y a la responsabilidad generada por el daño y el
deterioro ambiental.

El régimen de responsabilidad ambiental reconoce
que el daño ocasionado al ambiente es independien-
te del daño patrimonial sufrido por los propietarios
de los elementos y recursos naturales. Reconoce que
el desarrollo nacional sustentable debe considerar
los valores económicos, sociales y ambientales.

El proceso judicial previsto en el presente título se dirigirá
a determinar la responsabilidad ambiental, sin menoscabo
de los procesos para determinar otras formas de responsa-
bilidad que procedan en términos patrimoniales, adminis-
trativos o penales.”

Porque contar con la información necesaria para saber qué
riesgos hay, qué se hace para evitar daños al ambiente y/o
a la población, así como garantizar que de presentarse al-
guna afectación se investigará, deslindarán responsabilida-
des, sancionará conforme a derecho y buscará la atención y
reparación del daño para los afectados, etcétera, es un de-
recho y una responsabilidad también, de los ciudadanos y
por supuesto de las autoridades.
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Por ello, haciendo mi parte en esta responsabilidad, desde
el inicio de la presente legislatura he presentado diversos
puntos de acuerdo solicitando información sobre las afec-
taciones de Petróleos Mexicanos (Pemex) y otras indus-
trias en mi distrito; asimismo he dirigido oficios requirien-
do la información correspondiente tanto a la misma
paraestatal como a los titulares de Secretaría del Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente (Profepa) y Agencia de
Seguridad, Energía y Ambiente (ASEA), al igual que a las
autoridades ambientales en mi entidad.

Cabe señalar que las consecuencias derivadas de actos u omi-
siones respecto a la información solicitada, así como de ac-
ciones a emprender para evitar mayores daños ambientales
generados desde la refinería de Salamanca, se traducen en
eventos atmosféricos de consideración que han provocado
serias afectaciones en la salud; constantes emanaciones de
nubes tóxicas que de acuerdo con autoridades ambientales
incluso han contenido partículas de “gasóleo”, lo que derivó
en la intoxicación de estudiantes de planteles educativos cer-
canos a las instalaciones de Pemex, pre contingencia am-
biental con la presencia de partículas de bióxido de azufre en
el aire, así como incendio de pastizales, desfogue de residuos
al río Lerma y una lamentable explosión al interior del in-
mueble de la refinería evento en el cual perdieron la vida
ocho personas, y es la fecha en que la información solicitada
por todos estos hechos ha sido incompleta, a cuenta gotas y
en el mayor de los casos, inconsistente.

No contar con información detallada, oficial y completa
respecto a las causas, investigaciones y sanciones de los
probables responsables de los eventos, ha generado no só-
lo desconfianza, sino temor ante la población, así como
sentida percepción de indefensión y vulnerabilidad ante la
velada información que les permita implementar trabajos
de prevención y protocolos de actuación ante eventos recu-
rrentes o de mayores consecuencias.

Porque conocer las causas de los diversos incidentes o he-
chos de contaminación denunciados, tanto en los medios
como a través de ciudadanos y legisladores, es fundamen-
tal para que la ciudadanía pueda tomar las precauciones co-
rrespondientes, pero aún más para que las autoridades res-
ponsables realmente implementen medidas que prevengan
y eviten posteriores tragedias.

Además, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública es muy clara en su artículo 3o., donde
señala que:

“Artículo 3. Toda la información generada, obtenida,
adquirida, transformada o en posesión de los sujetos
obligados en el ámbito federal, a que se refiere la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica y esta ley, es pública, accesible a cualquier per-
sona y sólo podrá ser clasificada excepcionalmente
como reservada de forma temporal por razones de
interés público y seguridad nacional o bien, como
confidencial. Los particulares tendrán acceso a la misma
en los términos que estas leyes señalan.

El derecho humano de acceso a la información com-
prende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir
información.”

Indudablemente es responsabilidad de las autoridades cuidar
el ambiente y sancionar a quienes incurran en delitos am-
bientales; así como informarlos para tomar las precauciones
pertinentes. Pero revisando la legislación en materia ambien-
tal encontramos que no se precisa con claridad la obligación
de informar a la ciudadanía, de divulgar los resultados de las
investigaciones, las sanciones a los responsables ni las accio-
nes para no exponernos a mayores afectaciones.

En ese mismo sentido, como declaró hace unos días el se-
nador Fernando Torres Graciano, quien es parte de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Sena-
do de la República, “muchas veces, bueno la mayoría de
las veces no tenemos respuesta de las diferentes dependen-
cias (…) sí se ha hecho (exigir a las dependencias infor-
mación), pero insisto a veces no nos tienen la respuesta o
no se tiene la respuesta tan detallada simplemente se man-
da información pues general y no sabemos puntualmente
cuáles son las causas y si se ha seguido insistiendo con las
diferentes instancias”(http://salmantino.mx/2017/06/12/
no-hay-respuesta-de-dependencias-por-plan-salamanca-
fernando-torres-graciano/).

Esto a pesar de que tanto la Ley General de Transparencia
y Acceso a la Información Pública en su artículo 132, co-
mo la Ley Federal de Trasparencia y Acceso a la Informa-
ción pública en el artículo 135, expresamente señalan que
la respuesta a una solicitud de información no reservada
deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo po-
sible, el cual no podrá exceder de 30 días contados a partir
de la solicitud.
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“Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública1: 

Artículo 132. La respuesta a la solicitud deberá ser no-
tificada al interesado en el menor tiempo posible, que no
podrá exceder de veinte días, contados a partir del día
siguiente a la presentación de aquélla.

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo ante-
rior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y
cuando existan razones fundadas y motivadas, las cua-
les deberán ser aprobadas por el Comité de Transparen-
cia, mediante la emisión de una resolución que deberá
notificarse al solicitante, antes de su vencimiento.

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública2:

Artículo 135. La respuesta a la solicitud deberá ser no-
tificada al interesado en el menor tiempo posible, que no
podrá exceder de veinte días, contados a partir del día
siguiente a la presentación de aquélla.

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo ante-
rior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y
cuando existan razones fundadas y motivadas, las cua-
les deberán ser aprobadas por el Comité de Transparen-
cia, mediante la emisión de una resolución que deberá
notificarse al solicitante, antes de su vencimiento.”

De igual manera, requerimos dejar asentado en la ley la
obligación de las autoridades correspondientes de que la
información relativa a la operación y recursos con los que
cuenta el Fondo de Responsabilidad Ambiental deberá ser
pública y accesible para su consulta inmediata, a través
de la página web de la Secretaría, autoridad que admi-
nistra dicho Fondo.

Porque a pesar de que en el los artículos 45 y 46 de la Ley
de Responsabilidad Ambiental dice que “La información
relativa a la operación del fondo será pública en términos
de lo establecido por la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental” y que “se
sujetará a los procedimientos de control, auditoría, transpa-
rencia, evaluación y rendición de cuentas que establecen
las disposiciones legales aplicables”; pues en la realidad no
existe información alguna disponible sobre dicho fondo.

Por ello también considero de la mayor relevancia modifi-
car el artículo 171 de la Ley General del Equilibrio Eco-

lógico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), a fin de
incluir sanciones severas para las autoridades que no cum-
plan con su obligación de responder las peticiones de in-
formación o actuar ante las denuncias por afectaciones am-
bientales; dichas sanciones buscan reforzar los elementos
que garanticen que las autoridades investigarán y sancio-
narán a quienes cometan delitos ambientales, además ayu-
darán a disuadirles de que se conviertan en cómplices o en-
cubridores de aquellos.

Por todo lo anterior, teniendo en cuenta que en todo el pa-
ís se siguen provocando afectaciones al medio ambiente,
de distintos actores y formas a veces inimaginables, es ne-
cesario realizar modificaciones a la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA),
así como de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental
(LFRA) para garantizar nuestro derecho a recibir informa-
ción veraz y oportuna por parte de las autoridades respon-
sables, a fin de que se haga realidad el derecho de todos los
habitantes del país a un medio ambiente sano y seguro.

Por los motivos antes expuesto, propongo lo siguiente:

Decreto que reforma y adiciona los artículos 147 Bis,
170 Bis, 171 y 173 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, así como los artícu-
los 29, 45 y 54 de la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental 

Artículo Único. Se reforma y adiciona los artículos 147
Bis, 170 Bis, 171 y 173 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, así como los artí-
culos 29, 45 y 54 de la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente

Capítulo V
Actividades Consideradas como Altamente Riesgosas

Artículo 147 Bis. Quienes realicen actividades altamente
riesgosas, en los términos del Reglamento correspondien-
te, deberán contar con un seguro de riesgo ambiental. Para
tal fin, la Secretaría con aprobación de las Secretarías de
Gobernación, de Energía, de Economía, de Salud, y del
Trabajo y Previsión Social integrará un Sistema Nacional
de Seguros de Riesgo Ambiental.
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La Secretaría garantizará el acceso a la información de
dicho Sistema según lo establecido en la legislación en
materia de transparencia.

Artículo 170 Bis. Cuando la Secretaría ordene alguna de
las medidas de seguridad previstas en esta Ley, indicará al
interesado cuando proceda, las acciones que debe llevar a
cabo para subsanar las irregularidades que motivaron la
imposición de dichas medidas, así como los plazos para su
realización, a fin de que una vez cumplidas éstas, se orde-
ne el retiro de la medida de seguridad impuesta.

La Secretaría garantizará, a las personas que así lo so-
liciten, el acceso a la información respecto a lo previsto
en este título.

Artículo 171. Las violaciones a los preceptos de esta Ley,
sus reglamentos y las disposiciones que de ella emanen se-
rán sancionadas administrativamente por la Secretaría, con
una o más de las siguientes sanciones:

I. a V. …

Si la Secretaría o autoridad responsable no responde
o actúa ante denuncias por afectaciones ambientales,
también se hará acreedora a una sanción y/o multa
que podrá ser hasta el equivalente a los costos de re-
mediación de las afectaciones y reparación del daño
a los afectados por no cumplir con su obligación.

…

…

…

Artículo 173. …

I. a V…

…

…

La autoridad correspondiente, informará al denun-
ciante y a los afectados sobre las sanciones adminis-
trativas impuestas.

Ley Federal de Responsabilidad Ambiental

Artículo 29. La acción a la que hace referencia el presente
título es imprescriptible, por tratarse de una garantía a
un derecho humano como lo establece la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…

Artículo 45. …

La información relativa a la operación y recursos con los
que cuenta el Fondo deberá ser pública y accesible según
lo establecido en la legislación aplicable en materia de
transparencia.

Artículo 54. …

En aquellos casos en que, como resultado del ejercicio de
sus atribuciones, la Secretaría o la Procuraduría tengan co-
nocimiento de actos u omisiones que pudieran constituir
delitos contra el ambiente, deberán formular denuncia in-
mediata ante el Ministerio Público.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Ar-
tículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general
en toda la República, es reglamentaria del artículo 6o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de transpa-
rencia y acceso a la información.

Tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedi-
mientos para garantizar el derecho de acceso a la información en pose-
sión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los pode-
res Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier per-
sona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o
realice actos de autoridad de la Federación, las Entidades Federativas
y los municipios.
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2 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Ar-
tículo 1. La presente Ley es de orden público y tiene por objeto prove-
er lo necesario en el ámbito federal, para garantizar el derecho de ac-
ceso a la Información Pública en posesión de cualquier autoridad,
entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos
públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que
reciba y ejerza recursos públicos federales o realice actos de autoridad,
en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de noviembre de 2017.—
Diputada Karina Padilla Ávila (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado Exalta-
ción González Ceceña, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Exaltación González Ce-
ceña, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en las facultades que me confieren los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de este pleno la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, por el que se adicionan y reforman diversas disposicio-
nes de los artículos 3, 27, 30, 31, 116 y 149 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable (LDRS) establece un
enfoque de integralidad y un esquema de planeación federa-
lista y democrático para la organización de la producción
agropecuaria, su industrialización y comercialización, así co-
mo para elevar la calidad de vida de la población rural. 

Con este objetivo, participan diez dependencias de la Ad-
ministración Pública Federal en la Comisión Intersecreta-
rial bajo la coordinación de la Secretaría de Agricultura,

Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sa-
garpa) y representantes de organizaciones del sector social
y privado rural bajo la figura del Consejo Mexicano para el
Desarrollo Rural Sustentable como órgano consultivo, así
como Consejos en cada estado de la República, en cada
Distrito de Desarrollo Rural de la Sagarpa y en cada muni-
cipio a fin de contribuir a la construcción y ejecución de los
planes de desarrollo rural.

La LDRS determina en el artículo 144 que la organización
y asociación económica y social en el medio rural, tanto
del sector privado como del social, tendrá las siguientes
prioridades:

I. La participación de los agentes de la sociedad rural en
la formulación, diseño e instrumentación de las políticas
de fomento del desarrollo rural;

II. El establecimiento de mecanismos para la concerta-
ción y el consenso entre la sociedad rural y los órdenes
de Gobierno Federal, estatal y municipal;

III. El fortalecimiento de la capacidad de autogestión,
negociación y acceso de los productores a los mercados,
a los procesos de agregación de valor, a los apoyos y
subsidios y a la información económica y productiva;

IV. La promoción y articulación de las cadenas de pro-
ducción-consumo, para lograr una vinculación eficiente
y equitativa de la producción entre los agentes econó-
micos participantes en ellas;

V. La reducción de los costos de intermediación, así co-
mo promover el acceso a los servicios, venta de produc-
tos y adquisición de insumos;

VI. El aumento de la cobertura y calidad de los procesos
de capacitación productiva, laboral, tecnológica, empre-
sarial y agraria, que estimule y apoye a los productores
en el proceso de desarrollo rural, promoviendo la diver-
sificación de las actividades económicas, la constitución
y consolidación de empresas rurales y la generación de
empleo;

VII. El impulso a la integración o compactación de uni-
dades de producción rural, mediante programas de: re-
conversión productiva, de reagrupamiento de predios y
parcelas de minifundio, atendiendo las disposiciones
constitucionales y la legislación aplicable;
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VIII. La promoción, mediante la participación y com-
promiso de las organizaciones sociales y económicas,
del mejor uso y destino de los recursos naturales para
preservar y mejorar el medio ambiente y atendiendo los
criterios de sustentabilidad previstos en esta Ley; y

IX. El fortalecimiento de las unidades productivas fa-
miliares y grupos de trabajo de las mujeres y jóvenes
rurales.

No obstante, que esta disposición legal determina una am-
plia participación de los actores sociales y privados del sec-
tor rural, lo cierto es que no se ha logrado el fortalecimien-
to en la organización de los diversos agentes de la sociedad
rural en la toma de decisiones de acciones y recursos en sus
territorios, a pesar de los múltiples programas guberna-
mentales instrumentados y de las diversas instancias de
participación que establece la LDRS. 

A más de quince años de la publicación en 2001 de la
LDRS es evidente que se requiere mejorar los mecanismos
de representación y planeación del desarrollo rural, toda
vez que estudios señalan que la toma de decisiones se des-
centralizó del nivel federal a los estados, mientras que los
Consejos Distritales y Municipales funcionan solo como
ventanillas de solicitudes de productores. No existe un es-
quema homologado en su organización y funcionamiento
que permita consolidar a estas instancias de participación
en beneficio de la población y comunidades rurales.

La crítica generalizada es que hay débil presencia de orga-
nizaciones no gubernamentales y de productores y organi-
zaciones del sector rural, por lo que son las autoridades del
gobierno federal, estatales y municipales quienes deciden
los planes, proyectos e inversión de las acciones de desa-
rrollo rural, lo cual deriva en que los propios beneficiarios
y organizaciones se encuentren alejadas de lo que conside-
ran prioritario para orientar el desarrollo local y mejorar la
calidad de vida de su población.

Expertos en desarrollo local señalan la necesidad de empo-
derar a los actores y a las organizaciones que los represen-
tan en cualquier esfuerzo serio para abatir la pobreza, dis-
minuir la desigualdad y avanzar en el desarrollo rural
integral, afirmando que “no es posible concebir una estra-
tegia de desarrollo rural –o una política pública– que com-
bine el crecimiento de la productividad con una amplia dis-
tribución de sus beneficios, en la cual organizaciones
locales activas no desempeñen un papel fundamental”.1

El Instituto Nacional para el Desarrollo de Capacidades del
Sector Rural (INCA Rural) ha realizado esfuerzos impor-
tantes para que los actores de la sociedad civil como cam-
pesinos, representantes de organizaciones no gubernamen-
tales y líderes de productores, cuenten con capacidades de
gestión y planeación territorial para la toma de decisiones
al interior de los diversos Consejos de Desarrollo Rural. 

El INCA Rural busca incrementar la participación ciudada-
na en diversos frentes, como es la construcción de proyec-
tos estratégicos de largo plazo que vinculen a diversos sec-
tores productivos a nivel intermunicipal y que promuevan
la mezcla de recursos público-privado para mejorar las
condiciones socioeconómicas de su territorio.2

Esta estrategia del gobierno federal que inició en 2010 bus-
ca la consolidación de los Consejos Distritales de Desarro-
llo Rural Sustentable, toda vez que sería a través de esta
instancia de participación que se plantea construir el Plan
Distrital de Desarrollo Rural y definir los criterios de se-
lección de las actividades productivas que se pueden con-
vertir en proyectos territoriales y/o estratégicos multisecto-
riales con cuatro cualidades primordiales: a) que las
condiciones climáticas y sociales favorezcan dicha activi-
dad productiva; b) que beneficie al mayor número de per-
sonas; c) que trascienda más allá de un solo municipio; y
d) que favorezca la construcción de bienes públicos en lu-
gar de bienes privados.

En términos de desarrollo sustentable, es indispensable que
todo proyecto estratégico considere acciones de adaptación
y mitigación hacia un desarrollo bajo en emisiones, a fin
contribuir al pleno ejercicio de derechos fundamentales co-
mo disfrutar de un medio ambiente sano a personas, fami-
lias y comunidades, para ser efectivamente una nación sus-
tentable y contribuir al cumplimiento de los compromisos
internacionales del Estado mexicano en materia de cambio
climático.

Bajo este orden de ideas, es fundamental en esta iniciativa
fortalecer en la LDRS la participación y toma de decisio-
nes de los agentes de la sociedad rural en los Consejos Dis-
tritales, además de que efectivamente el Reglamento Ge-
neral de los Distritos de Desarrollo Rural cumpla los
principios y disposiciones que la Ley mandata a Sagarpa
poner en operación para el cumplimiento del objeto de es-
te precepto jurídico. 

Es indispensable avanzar en la reglamentación de la
LDRS, a través de definir las funciones y contribuciones de

Año III, Primer Periodo, 28 de noviembre de 2017 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados110



cada actor en la estructura organizativa de los consejos, a
fin de propiciar su mayor participación y lograr una opera-
ción eficaz para el desarrollo rural.

Cabe destacar que en la primera sesión ordinaria del Con-
sejo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable, del 23
de febrero de 2017, se acordó promover la operación y fun-
cionalidad de los consejos estatales, municipales y distrita-
les, para lo cual se requirió una relación de los consejos
distritales y municipales constituidos y a exhortar a los pre-
sidentes de los consejos estatales a promover la integración
de los mismos.3

Impulsar el trabajo de los consejos distritales tiene rele-
vancia en el modelo de descentralización vertical, al ser
una escala más amplia que el municipio para incorporar
funcionarios de alto nivel de todas las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal, como autori-
dades de los estados, y actores sociales y privados repre-
sentativos del sector rural que apoyen la operación
logística y estratégica que se requiere para fortalecer las ca-
denas productivas, para atender las diferentes necesidades
y demandas de los municipios, y en particular para generar
inversión y bienes públicos de alto impacto para detonar el
desarrollo regional del país.

Por otra parte, en el plano horizontal, la LDRS dispone, en
el artículo 149, establecer Comités Sistema Producto como
mecanismos de planeación, comunicación y concertación
permanente entre los actores económicos que forman parte
de las cadenas productivas. Corresponde a la Comisión In-
tersecretarial promover el funcionamiento de dichos siste-
ma producto para la concertación de programas agroindus-
triales y de desarrollo y expansión de mercados.

Sin embargo, los diversos Comités Sistema Producto que
existen en el país muestran diverso grado de madurez en
cuanto a representatividad y operación,4 cuando su función
principal debiera servir para direccionar políticas que for-
talezcan la integralidad y mejora de las cadenas producti-
vas de productos agroalimentarios que tienen potencial a
nivel local, regional y nacional.5

Por lo que esta iniciativa también propone contar un siste-
ma de indicadores para la evaluación de metas y logro de
objetivos de los Comités Sistema Producto constituidos y
aquellos con potencial en cada entidad federativa, a fin de
fortalecerlos con programas y apoyos específicos para al-
canzar competitividad. 

Contar con una agenda de inversiones prioritarias permiti-
ría eficacia al enfoque de cadena de valor y de ventajas
competitivas de largo plazo para promover encadenamien-
tos productivos reales, para fortalecer la acción colectiva
de los actores de las cadenas agroindustriales en proyectos
integrales transversales que sean estratégicos para atender
la demanda común de los productores y demás eslabones
que interactúan en dichos Comités.

Es así que esta iniciativa busca robustecer el esquema de
descentralización y gobernanza que dio origen a la LDRS
al establecer que los Distritos de Desarrollo Rural son los
responsables de la visión estratégica territorial, por lo que
propone una mayor y mejor participación ciudadana en los
Consejos Distritales, reconocer la importancia de los pro-
yectos estratégicos multisectoriales como instrumentos de
planeación para contribuir al desarrollo rural sustentable, y
fortalecer la competitividad de los sistema producto.

Por lo anterior nos permitimos someter a consideración de
esta Soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXV Bis al ar-
tículo 3 y un quinto párrafo al artículo 149 y se reforman la
fracción V del artículo 27; el tercer párrafo del artículo 30;
las fracciones I y VII del artículo 31; y el segundo párrafo
del artículo 116, todos de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, para quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

XXV Bis. Proyectos estratégicos multisectoriales.
Aquellos proyectos de mediano y largo plazo con fi-
nanciamiento público y privado, que implican un en-
foque intersectorial integrado, que generan bienes pú-
blicos y tienen un efecto estructural en la dinámica del
desarrollo socioeconómico y ambiental del territorio
para mejorar la calidad de vida de la población, forta-
lecer la competitividad de los sistema-producto, prote-
ger el medio ambiente y enfrentar el cambio climático.

Artículo 27. ...

…

Dichos convenios establecerán las bases para determinar
las formas de participación de ambos órdenes de gobierno,
incluyendo, entre otras, las siguientes:
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I. a IV. (…)

V. La adopción de la demarcación espacial de los Dis-
tritos de Desarrollo Rural, como base geográfica para la
cobertura territorial de atención a los productores del
sector rural, así como para la operación y seguimiento
de proyectos estratégicos multisectoriales, programas
productivos y de los servicios especializados definidos
en la presente Ley, sin detrimento de lo que acuerden en
otros instrumentos jurídicos;

VI. a XI. (…)

Artículo 30. ...

...

El Reglamento General de los Distritos de Desarrollo Ru-
ral, tomando en cuenta a los Consejos Estatales, establece-
rá las facultades de sus autoridades en las materias a las
que se refiere este Capítulo, y la participación de los
agentes de la sociedad rural conforme al artículo 144 de
esta Ley.

Artículo 31. Los Distritos de Desarrollo Rural coadyuva-
rán a la realización, entre otras, de las siguientes acciones:

I. Articular y dar coherencia regional a las políticas de
desarrollo rural sustentable, tomando en consideración
los proyectos estratégicos multisectoriales y las accio-
nes de dotación de infraestructura básica a cargo de las
dependencias federales, estatales y municipales compe-
tentes;

II. a VI. (…)

VII. Promover la participación activa de los agentes de
la sociedad rural en las acciones institucionales y secto-
riales conforme al artículo 144 de esta Ley;

VIII. a XIII. (...)

Artículo 116. …

Tendrán preferencia los pequeños productores y agentes
económicos con bajos ingresos, las zonas del país con me-
nor desarrollo económico y social, los proyectos estraté-
gicos multisectoriales, los proyectos productivos renta-
bles o los que sean altamente generadores de empleo, así
como la integración y fortalecimiento de la banca social.

Serán reconocidas como parte de la banca social, todas
aquellas instituciones financieras no públicas que, sin fines
de lucro, busquen satisfacer las necesidades de servicios fi-
nancieros de los agentes de la sociedad rural, en los térmi-
nos de la legislación aplicable.

…

Artículo 149. …

I. a VI. (…)

...

...

... 

La Secretaría desarrollará un sistema de indicadores
para la evaluación de los Comités Sistema Producto
constituidos y aquellos con potencial en cada entidad
federativa, a fin de fortalecerlos con programas y
apoyos específicos para alcanzar competitividad.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría deberá publicar el nuevo Regla-
mento General de los Distritos de Desarrollo Rural a los
210 días de la publicación de este Decreto, para lo cual la
Secretaría enviará el proyecto de Reglamento para opinión
de los Consejos Estatales para el Desarrollo Rural Susten-
table, mismos que contarán con un plazo de 30 días hábi-
les para emitir sus observaciones, las cuales serán atendi-
das por la Secretaría, y en caso de no presentarse ninguna,
se tendrá por aceptado su contenido.

Notas

1 Sagarpa-Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura
(IICA), “Análisis de Casos de Gestión Territorial y de Capacidades pa-
ra el Desarrollo Rural en México. Construyendo país, desde el territo-
rio” Red para la Gestión Territorial del Desarrollo Rural. México,
2013.

2 Alfonso Pérez Sánchez y Jorge Ramón Montenegro. “Estructura ins-
titucional y participación de actores en la estrategia de desarrollo terri-
torial rural: Una aproximación en el Territorio Paraná Centro en Brasil
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y en la Región Huamantla en México” en Gestión y Política Públi-
ca vol.24 no.2 México jul/dic. 2015

3 Sagarpa. Primera sesión ordinaria del Consejo Mexicano para el De-
sarrollo Sustentable, febrero de 2017.

4 Cuevas Reyes, Venancio, et al. “El concepto de Sistema Producto co-
mo eje de las políticas agropecuarias en México”. Revista Políticas Pú-
blicas y Economía, Análisis del medio rural latinoamericano. 2011.

5 Sagarpa. Evaluación complementaria. Integración de Proyectos Es-
tratégicos Transversales bajo un Sistema de Indicadores para la Eva-
luación. Sistemas Producto Agrícolas. México, 2010

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 28 de no-
viembre de 2017.— Diputado Exaltación González Ceceña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Rural, para dic-
tamen.

...
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